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El nuevo Régimen de Información 
de Planificaciones Fiscales

Darío Rajmilovich (*)

El presente régimen de información como dirección de política tributaria viene a implemen-
tar en el ámbito nacional las recomendaciones emergentes de la Acción N.° 12 de BEPS, 
proyecto del cual la República Argentina forma parte.

I. Introducción

Con fecha 20 de octubre de 2020, se pu-
blicó en el BO la RG (AFIP) 4838/2020 (“la 
resolución general”) que dispone un régi-
men de información de planificaciones fis-
cales (“el Régimen de Información”).

La iniciativa se enmarca en la Acción 12 
del proyecto BEPS (1), si bien es notoria la 
falta de referencia de este antecedente en 
los considerandos de la resolución general.

Las finalidades del Régimen de Informa-
ción apuntan a los efectos preventivo (eva-
luación de riesgo), disuasorio y el aumento 
de la transparencia en materia tributaria.

A continuación se desarrolla su conte-
nido en el marco de algunas iniciativas y 
medidas análogas de derecho comparado 
relativas a:

a) Mecanismos de revelación de esque-
mas reportables (México, Estados Unidos 

(*) Titular del estudio Rajmilovich Forcada & Asociados. 
Especialista en Tributación UBA.

(1) Proyecto en que participa la República Argentina. 
Con fecha 19 de julio de 2013, la OCDE publicó el Plan de 
Acción sobre "Erosión de Base y Deslocalización de Utili-
dades" ("Base Erosion and Profit Shifting" o BEPS por su 
sigla en inglés), el cual incluye 15 Acciones específicas 
conducentes prevenir las estrategias BEPS. Entre tales 
Acciones, la N° 12 se refiere a "Requerir a los contribuyen-
tes información sobre esquemas de planificación fiscal 
agresiva", habiéndose publicado el informe en octubre de 
2015, véase en: http://dx.doi.org/10.1787/9789264263567-
es ("Informe BEPS Acción N° 12").

de América (EEUU), Gran Bretaña, Irlanda, 
Sudáfrica, Canadá, entre otros).

b) Publicación y actualización de un catá-
logo de esquemas tributarios (Chile).

Del análisis del Régimen de Información 
pareciera haber seguido el modelo de la 
legislación mexicana  (2), vigente a partir  
del 1° de enero de 2020, con la particula-
ridad que en México se dispuso por ley 
mientras que la resolución general carece 
de los cánones de legalidad que requiere 
un medida como la presente con proyec-
ción en ámbitos constitucionales [p.ej. 
Protección de Datos Personales (3), Secre-
to Profesional (4)].

No me concentraré en estos aspectos, 
solo advertir que cuestiones tan sensibles al 
sistema democrático y republicano de go-
bierno como el derecho a la intimidad (5) 
deberían ser materia de un proyecto de ley 
que se discuta en su ámbito natural: el Con-
greso de la Nación.

(2) Título Sexto del Código Fiscal de la Federación 
(CCF) denominado: "De la revelación de esquemas re-
portables" que consta de un Capítulo Único que com-
prende los artículos 197 al 202 CCF.

(3) Ley 25.326

(4) Regulados en los Códigos de Ética en profesionales 
de ciencias económicas y abogacía.

(5) En tal sentido, el art. 44 de la ley 25.326 establece 
que las normas de la ley contenidas en los Capítulos I, II, 
III y IV, y art. 32 son de orden público y de aplicación en 
lo pertinente en todo el territorio nacional.
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El nuevo Régimen de Información de Planificaciones Fiscales

II. Desarrollo

II.1. Ámbito objetivo de aplicación (art. 1°)

La resolución general establece un Ré-
gimen de Información de Planificaciones 
Fiscales (IPF), que comprende a las “pla-
nificaciones fiscales nacionales” (art. 3°), a 
las “planificaciones fiscales internaciona-
les” (art. 4°), y a otras planificaciones fis-
cales que revistan igual naturaleza a las allí 
previstas.

Es criticable esta última fórmula genérica 
de “otras planificaciones fiscales” reporta-
bles apelando a un concepto indetermina-
do como “igual naturaleza”. En tal sentido, 
el término “naturaleza” se define: “especie, 
género, clase” (6).

Por su propia “naturaleza” (valga la re-
dundancia) los regímenes de información 
deben prever en forma precisa, estricta y 
objetiva los supuestos alcanzados, los su-
jetos y los datos a informar, siendo incom-
patible con su mismo objeto una fórmula 
genérica como la indicada.

Como veremos en todos los aspectos de 
la resolución general, esta está teñida de un 
matiz de indeterminación que menoscaba 
la seguridad jurídica del Régimen de Infor-
mación.

II.2. Ámbito sujetivo de aplicación (arts. 
6°, 7° y 8°)

La obligación de informar una planifica-
ción fiscal deberá ser cumplida por los si-
guientes sujetos:

a) Contribuyentes: cuando participen en 
una planificación fiscal comprendida en la 
resolución general.

b) Asesores fiscales: las personas huma-
nas, jurídicas y demás entidades que, en 
el curso ordinario de su actividad, ayuden, 
asistan, aconsejen, asesoren, opinen o rea-
licen cualquier actividad relacionada con 
la implementación de una planificación 

 (6) Diccionario de la lengua española, "Real Academia 
Española", actualización 2019, 10° acepción.

fiscal, siempre que participen en dicha im-
plementación directamente o a través de 
terceros.

Esta definición de “asesor fiscal” desbor-
da los contornos racionales del concepto 
básico, al incluir a quienes “opinen” o “rea-
licen cualquier actividad relacionada con la 
implementación”, lo cual stricto sensu invo-
lucra a cualquier director que participe de 
reuniones informativas en que se trate tales 
esquemas, escribanos, contadores públi-
cos que participen en tareas de compliance, 
gestores etc. lo cual dista de la finalidad del 
régimen y del alcance de las recomendacio-
nes del Informe BEPS N° 12 (7) que los de-
fine como toda “persona que presta ayuda, 
asistencia o asesoramiento material acerca 
del diseño, la comercialización, la organi-
zación o la gestión de los aspectos fiscales 
de una operación, de forma que esta quede 
sujeta a declaración”. En esta definición se 
destaca el término “material”, ausente en el 
texto de la resolución general.

A mi juicio, es erróneo que el “asesor fis-
cal” actúe como agente de información ya 
que su función típica es la de servir a su 
cliente como un consejero técnico, ase-
sorándolo en cuestiones tributarias, sin 
instigarlo a utilizar o implementar una es-
tructura sujeta a declaración.

Llamativamente se omite la mención del 
“promotor”, los cuales en el Informe BEPS 
N° 12 comprende a toda “persona respon-
sable del diseño, la comercialización, la 
organización o la gestión de las ventajas 
fiscales de una estructura sujeta a declara-
ción, o que participe en cualquiera de estas 
actividades en el marco de la prestación de 
servicios tributarios”. Se aprecia que la res-
ponsabilidad del “promotor” en la materia 
es superior a la de los “asesor fiscal” ya que 
aquel es el ideólogo del diseño y/o la im-
plementación del mecanismo bajo decla-
ración.

 (7) Pág. 37. Asimismo, en el marco de la Unión Euro-
pea, la Directiva 2011/2016 UE denomina a "asesores" y 
"promotores" como "intermediarios fiscales".

Tho
mso

n R
eu

ter
s



NOVIEMBRE 2020 | Nº 88 • IMPUESTOS | PP • 7 

Darío Rajmilovich

El art. 6° de la RG indica que los aseso-
res fiscales serán responsables de cumplir 
con el régimen de información cuando 
otros asesores fiscales vinculados, asocia-
dos y/o conectados directa o indirectamen-
te implementen una planificación fiscal 
comprendida en los términos de la reso-
lución general, independientemente de la 
jurisdicción donde se encuentre radicado, 
constituido o domiciliado el asesor fiscal 
vinculado, asociado y/o conectado directa 
o indirectamente.

El art. 7° dispone que la obligación de in-
formar constituye una obligación autóno-
ma de cada uno de los sujetos obligados, y 
que el cumplimiento del régimen de infor-
mación por uno de los sujetos obligados no 
libera al resto de la obligación de informar, 
con las excepciones previstas en el art. 8°.

En tal sentido, el art. 8° establece que 
cuando el asesor fiscal se ampare en el 
secreto profesional a los efectos de la re-
solución general, deberá notificar al con-
tribuyente tal circunstancia, accediendo al 
sitio web de este Organismo (http://www.
afip.gob.ar) mediante la utilización de la 
Clave Fiscal, e ingresar al servicio denomi-
nado “Régimen IPF”, opción “Secreto Profe-
sional”. En este caso, el contribuyente podrá 
relevar al asesor fiscal del secreto profesio-
nal para el caso particular o permanente-
mente, a través del mencionado servicio.

En el derecho comparado el ámbito subje-
tivo suele ser más limitado, sea que informa 
el asesor y/o el promotor, o el contribuyen-
te cuando el promotor es no residente, o se 
trata de un mecanismo desarrollado en el 
seno interno de la empresa y asimismo el 
cumplimiento de la comunicación por un 
sujeto libera a los restantes.

En efecto, en el derecho comparado se 
observan las siguientes variantes:

a) Solo informa el promotor, salvo que no 
existe promotor (caso de estructuras dise-
ñadas internamente por la empresa) o se 
trate de un no residente o aplique el de-
recho al secreto profesional, en cuyos su-
puestos informa el contribuyente.

- Reino Unido.

- Irlanda.

- Portugal.

- Sudáfrica.

b) Informa el promotor, el asesor y el 
contribuyente. No obstante, el promotor 
y asesor es la persona que asiste, ayuda o 
asesora materialmente con respecto a la or-
ganización, gestión, promoción, venta, im-
plantación, aseguramiento o ejecución de 
cualquier operación sujeta a declaración, 
siempre y cuando supere determinado um-
bral de ganancia bruta dependiendo del 
tipo de contribuyente y de operación.

- EE.UU.

c) Informa el promotor, el asesor o el con-
tribuyente, cualquier de ellos que presente 
la información completa libera a los otros.

- México.

- Canadá.

II.3. Señales distintivas (hallmarks) (arts. 
3° y 4°)

Se identifican como hechos, indicios o 
características que implican la obligación 
de declarar la estructura.

Las señales distintas pueden ser genera-
les o específicas.

Son ejemplos de señales distintivas gene-
rales:

a) Cláusula de confidencialidad: el con-
tribuyente se compromete a no revelar a 
terceros (otros intermediarios fiscales o la 
Autoridad Fiscal) ni la forma en que el me-
canismo genera la ventaja fiscal ni el nom-
bre de promotor o asesor, cláusula que 
obliga al cliente frente al promotor o asesor.

b) Comisión muy elevada o contingen-
te: el intermediario fiscal tiene derecho a 
percibir honorarios o demás retribución en 
función a la ventaja fiscal (comisión muy 

Tho
mso

n R
eu

ter
s



8 • IMPUESTOS | PP • TRIBUTARIO NACIOnal - Opinión﻿

El nuevo Régimen de Información de Planificaciones Fiscales

elevada) o a la consecución efectiva de la 
ventaja fiscal (comisión contingente).

c) Utilización de formularios normaliza-
dos: se emplean documentos o formularios 
normalizados para un conjunto de contri-
buyentes los cuales no requieren ser adap-
tados al caso particular.

Son ejemplos de señales distintivas espe-
cíficas:

a) Estructuras de creación de pérdidas.

b) Estructuras de transformación de rentas.

c) Operaciones circulares.

La resolución general establece solo se-
ñales distintivas específicas, segmentadas 
en dos (8) categorías:

a) Planificaciones fiscales nacionales (art. 3°).

Una planificación fiscal nacional com-
prende a “todo acuerdo, esquema, plan y 
cualquier otra acción de la que resulte una 
ventaja fiscal o cualquier otro tipo de bene-
ficio en favor de los contribuyentes com-
prendidos en ella, que se desarrolle en la 
República Argentina con relación a cual-
quier tributo nacional y/o régimen de in-
formación establecido” (“el Esquema”).

En primer lugar debería definirse qué se 
entiende por “que se desarrolle en la Re-
pública Argentina”. Por ejemplo, si un resi-
dente fiscal argentino aporta acciones de 
una sociedad del exterior a un fideicomi-
so argentino o a una sociedad argentina, 
¿se trata de una planificación fiscal nacio-
nal o internacional? Del mismo modo, cabe 
la misma pregunta anterior en el caso de 
una sociedad argentina que distribuye divi-
dendos en especie a favor de un accionista 
(persona humana residente en el país) y lo 
abona mediante la entrega de activos finan-
cieros en el exterior.

  (8) Título Sexto del Código Fiscal de la Federación 
(CCF) denominado: "De la revelación de esquemas re-
portables" que consta de un Capítulo Único que com-
prende los artículos 197 al 202 CCF.

La normativa, también en este caso, debe-
ría ser explícita y casuística a fin de encuadrar 
cada caso en la categoría correspondiente.

En ese marco, la resolución general esta-
blece que serán consideradas como tales y 
deberán informarse aquellas planificacio-
nes fiscales nacionales que se encuentren 
contempladas en el micrositio “Régimen de 
Información de Planificaciones Fiscales” a 
estar disponible en el sitio web del Organis-
mo (http://www.afip.gob.ar).

Si bien el Régimen de Información para 
planificaciones fiscales nacionales es cerra-
do, sería deseable que en la lista de Esque-
mas se defina con precisión objetiva y bajo 
un formato de tipo casuístico los conceptos 
de “ventaja fiscal” y “cualquier otro tipo de 
beneficio”.

En tal sentido:

- ¿Cómo se determina la existencia de 
una ventaja o beneficio? Para ello hay que 
precisar la base de comparación (baseline) 
contra la cual se pueda concluir que exis-
te dicha ventaja o beneficio. Se aprecia que 
el baseline no es la alternativa más onerosa 
para encuadrar determinado acto o estruc-
tura, sino la alternativa más costo-eficiente 
en el marco de la intentio facti que persigue 
el contribuyente, la cual se conecta a causa 
jurídico-social del negocio efectivamente 
realizado (9).

 (9) Resulta interesante la definición de "abuso de las 
formas jurídicas" en el Código Tributario Chileno (nor-
ma que se vincula con la publicación de un catálogo de 
Esquemas Tributarios por el Servicio de Impuestos Inter-
nos), art. 4º ter, "Los hechos imponibles contenidos en las 
leyes tributarias no podrán ser eludidos mediante el abu-
so de las formas jurídicas. Se entenderá que existe abuso 
en materia tributaria cuando se evite total o parcialmente 
la realización del hecho gravado, o se disminuya la base 
imponible o la obligación tributaria, o se postergue o di-
fiera el nacimiento de dicha obligación, mediante actos o 
negocios jurídicos que, individualmente considerados o 
en su conjunto, no produzcan resultados o efectos jurídi-
cos o económicos relevantes para el contribuyente o un 
tercero, que sean distintos de los meramente tributarios a 
que se refiere este inciso. Es legítima la razonable opción 
de conductas y alternativas contempladas en la legisla-
ción tributaria. En consecuencia, no constituirá abuso la 
sola circunstancia que el mismo resultado económico o 

Tho
mso

n R
eu

ter
s



NOVIEMBRE 2020 | Nº 88 • IMPUESTOS | PP • 9 

Darío Rajmilovich

- ¿Alcanza que se derive una ventaja fis-
cal del Esquema; o se requiere además que 
se carezca de un propósito familiar, econó-
mico o de negocios de la estructura adop-
tada; o que la motivación principal o única 
sea fiscal?

Como antes expresé, se trata de una cate-
goría cerrada (numerus clausus) en el senti-
do de que deben informarse los acuerdos, 
esquemas, planes o demás acciones de los 
resulten ventajas fiscales o cualquier otro 
tipo de beneficio y encuadre como planifi-
cación fiscal nacional.

Sería importante que los elementos que 
se publique de los Esquemas sean suficien-
temente descriptivos de su alcance y opera-
toria (con un nivel de precisión compatible 
al que se exige a los agentes de información 
en el art. 11 de la resolución general), por 
ejemplo siguiendo el modelo del catálogo 
de esquemas tributarios publicados por el 
fisco chileno (SII) en el cual se informan 60 
esquemas con los siguientes datos:

- Descripción sucinta del caso.

- Doctrina del caso.

- Situación concreta.

- Consecuencia tributaria.

- Normativa legal aplicable.

b) Planificaciones fiscales internaciona-
les (art. 4°):

Una planificación fiscal internacional 
incluye “a todo acuerdo, esquema, plan 
y cualquier otra acción de la que resulte 
una ventaja fiscal o cualquier otro tipo de 
beneficio en favor de los contribuyentes 
comprendidos en ella, que involucre a la 

jurídico se pueda obtener con otro u otros actos jurídi-
cos que derivarían en una mayor carga tributaria; o que 
el acto jurídico escogido, o conjunto de ellos, no genere 
efecto tributario alguno, o bien los genere de manera re-
ducida o diferida en el tiempo o en menor cuantía, siem-
pre que estos efectos sean consecuencia de la ley tribu-
taria. En caso de abuso se exigirá la obligación tributaria 
que emana de los hechos imponibles establecidos en la 
ley".

República Argentina y a una o más jurisdic-
ciones del exterior”.

También en este caso se requiere de ma-
yores precisiones para delimitar el verda-
dero alcance de la norma. ¿Qué significa 
un Esquema “que involucre a la Repúbli-
ca Argentina y a una o más jurisdicciones 
del exterior”? Por ejemplo, las operaciones 
(por ejemplo cesiones de intangibles) en-
tre dos sociedades o unidades en el exterior 
cuyo titular es residente fiscal argentino, de 
acuerdo a la citada definición no quedarían 
incluidas en el concepto de planificación 
fiscal internacional. Por otro lado, ¿qué im-
plica el término “que involucre”? En el caso 
de una reorganización internacional que 
modifique la controlante indirecta de la so-
ciedad argentina pero no la controlante di-
recta y de ahí en una instancia posterior la 
sociedad argentina pueda acceder al goce 
de un convenio para evitar la doble imposi-
ción (CDI) con la jurisdicción de la contro-
lante, ¿queda o no incluida? Estrictamente 
no porque la reorganización en cuestión 
tiene efectos en el exterior toda vez que la 
sociedad argentina no experimentó ningún 
cambio.

A diferencia del caso de las planificacio-
nes fiscales nacionales, en el caso de las in-
ternacionales, el mecanismo no es cerrado 
sino abierto.

Es decir, se requiere calificar la existencia 
de un Esquema de planificación fiscal in-
ternacional del que resulte una ventaja fis-
cal o cualquier otro beneficio a efectos de 
que se genere la obligación de informar.

El art. 4° establece que “se considera-
rá especialmente que existe una planifica-
ción fiscal internacional en los términos 
del régimen implementado por la presen-
te, cuando se verifique/n alguna/s de las si-
guientes situaciones:

“a) Se utilicen sociedades para el aprove-
chamiento de convenios para evitar la do-
ble imposición, se adopten estrategias para 
evitar la configuración del estatus de esta-
blecimiento permanente, se produzca un 
resultado de doble no imposición interna-
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cional, se permita la locación (10) de una o 
varias bases imponibles en fiscos extranje-
ros o se pretenda evitar la presentación de 
algún régimen de información.

“b) Se encuentren involucradas jurisdic-
ciones no cooperantes o de baja o nula tri-
butación.

“c) Se aprovechen las asimetrías existen-
tes en las leyes tributarias de dos o más 
jurisdicciones en lo que respecta al trata-
miento y/o calificación de una entidad o 
contrato o de un instrumento financiero, 
que tengan por efecto una ventaja fiscal o 
cualquier otro tipo de beneficio.

“d) La persona humana, sucesión indi-
visa, sociedad, fideicomiso, fundación o 
cualquier otro ente del exterior o instru-
mento legal posea doble residencia fiscal.

“e) Cualquier sujeto posea derechos in-
herentes al carácter de beneficiario, fidu-
ciante, fiduciario, fideicomisario (o similar) 
de fideicomisos (trusts o similares) de cual-
quier tipo constituidos en el exterior, o en 
fundaciones de interés privado del exterior 
o en cualquier otro tipo de patrimonio de 
afectación similar situado, radicado, domi-
ciliado y/o constituido en el exterior.

“f) Se encuentre específicamente con-
templada en el micrositio”.

Se observa que la definición de los Esque-
mas se efectúa por sus efectos más que por 
su configuración interna específica.

Por ejemplo:

- En el ítem a), la referencia “se utilicen 
sociedades para el aprovechamiento de 
convenios para evitar la doble imposición”, 
¿implica comunicar cualquier transacción 
en que participe una vinculada  (11) resi-
dente en una jurisdicción en que resulte 
aplicable un CDI?

 (10) Entiendo que la norma quiso referirse a la "aloca-
ción" de bases imponibles.

 (11) La remisión a operaciones con vinculadas surgi-
ría del término "se utilicen", el cual denota una elección 
discrecional de la sociedad proveedora o prestadora.

- En el ítem c), la referencia a “se apro-
vechen las asimetrías existentes en las le-
yes tributarias de dos o más jurisdicciones 
en lo que respecta al tratamiento y/o cali-
ficación de una entidad o contrato o de un 
instrumento financiero” no parece cubrir 
situaciones de “arbitraje de tasa”, es decir, 
diferencias de tasas legales del impuesto a 
la renta corporativo entre las jurisdicciones 
de la jurisdicción de residencia y fuente o 
de utilización de sociedades de trading o 
intermediarias en general que derivan un 
porcentaje relevante de sus ingresos totales 
a terceras jurisdicciones (12).

- En el ítem e), la referencia a “cualquier su-
jeto posea derechos inherentes al carácter de 
beneficiario, fiduciante, fiduciario, fideicomi-
sario (o similar) de fideicomisos (trusts o si-
milares) de cualquier tipo constituidos en el 
exterior, o en fundaciones de interés privado 
del exterior” debería requerir alguna aclara-
ción sobre los supuestos que encuadran en 
la categoría de planificación fiscal interna-
cional, dado que si el fin es de protección pa-
trimonial, el encapsulamiento de un activo 
sujeto a un proceso de venta o un fin suce-
sorio y transición familiar no están dado los 
presupuestos fácticos de la figura. Asimismo, 
si involucrara la totalidad de los fideicomisos, 
trusts y figuras similares del exterior se obser-
va un solapamiento con el régimen de infor-
mación que regula la RG (AFIP) 3312/2012.

Cabe indicar que el ítem f) (se encuentre 
específicamente contemplada en el Microsi-
tio AFIP) tiene un efecto distinto al caso de 
las planificaciones fiscales nacionales, toda 
vez que su función no es restrictiva sino am-
pliatoria de los Esquemas a informar.

Es decir, en este caso se informan:

- los Esquemas específicamente contem-
plados en el micrositio de AFIP, y

- los demás Esquemas que encuadren en 
la categoría normativa de planificación fis-
cal internacional.

 (12) Situación cubierta por la Cláusula Limitación de 
Beneficios (LOF por su sigla en inglés) en los últimos CDI 
firmados por nuestro país (p.ej. Chile, México, etc.).
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En el derecho comparado se observan las 
siguientes variantes de señas distintivas:

a) Generales:

Confidencialidad

- Reino Unido.

- Irlanda.

- EEUU.

- Canadá.

Comisión muy elevada

- Reino Unido.

- Irlanda.

Comisión orientada a resultados

- Canadá.

- Sudáfrica.

Producto fiscal normalizado

- Reino Unido.

- Irlanda.

Operaciones con protección contractual o 
que limitan la responsabilidad del promotor

- EE.UU.

- Canadá.

- Portugal.

Operación de elusión (genera ventaja fis-
cal y no cabe considerar que se ha realizado 
fundamentalmente por motivos distintos de 
la obtención de la ventaja fiscal)

- Canadá.

Operación que implica un gasto tributario 
y no contable, o que implica un ingreso con-
table y no tributario

- Sudáfrica.

b) Específicas:

Estructuras de pérdidas

- Reino Unido.

- Irlanda.

- Portugal.

Participación en entidades exentas o suje-
tas a un régimen fiscal especialmente favo-
rable

- Portugal.

Arrendamientos financieros o leasing

- Reino Unido.

- Irlanda.

Instrumentos de deuda o de capital híbridos

- Sudáfrica.

Estructuras que dan lugar a reclasifica-
ción de rentas (p.ej. arrendamientos finan-
cieros o instrumentos híbridos)

- Portugal.

Rentas del trabajo

- Reino Unido.

- Irlanda.

Operaciones catalogadas (constitutivas de 
elusión fiscal)

- EE.UU.

- Sudáfrica.

Operaciones de interés fiscal (no constitu-
tivas de elusión fiscal)

- EE.UU.

II.4. Plazos para informar (art. 9°)

Las planificaciones fiscales nacionales 
deberán ser informadas hasta el último día 
del mes siguiente al de cierre del período 
fiscal en el que se implementó la planifica-
ción fiscal.

Tho
mso

n R
eu

ter
s



12 • IMPUESTOS | PP • TRIBUTARIO NACIOnal - Opinión﻿

El nuevo Régimen de Información de Planificaciones Fiscales

Las planificaciones fiscales internaciona-
les deberán ser informadas dentro de los 
diez (13) días de comenzada su implemen-
tación. Se considera que una planificación 
fiscal comienza su implementación desde 
el momento en que se inicia la primera ges-
tión para poner en marcha la planificación 
fiscal.

II.5. Período de transición (art. 10)

Las planificaciones fiscales compren-
didas en el régimen establecido en la 
resolución general que hayan sido imple-
mentadas desde el 01/01/2019 hasta la fe-
cha de su publicación (20/10/2020) o que 
hubiesen sido implementadas con ante-
rioridad a la primera fecha antes indicada 
y subsistan al 20/10/2020 , deberán ser in-
formadas hasta el 29/01/2021.

Esta disposición es muy objetable desde 
el plano constitucional al alcanzar retroac-
tivamente a Esquemas ya implementados 
bajo un ordenamiento que no exigía el Ré-
gimen de Información en cuestión.

Ello sin perjuicio que, a todo evento, las 
facultades de control y fiscalización del Fis-
co no quedan enervadas en ningún caso a 
efectos de verificar la legalidad y el encua-
dre tributario adecuado efectuado por los 
contribuyentes respecto de las estructuras 
montadas antes de la vigencia de la resolu-
ción general.

II.6. Información requerida sobre una pla-
nificación fiscal (art. 11)

El art. 11 de la resolución general estable-
ce que el sujeto obligado a informar debe-
rá suministrar información exhaustiva en 
lenguaje claro y preciso a efectos de descri-
bir en forma acabada la planificación fiscal 
en cuestión y la manera en que resulta una 
ventaja fiscal o cualquier otro tipo de bene-
ficio en favor de alguna de las partes com-
prendidas en dicha planificación o de un 
tercero.

 (13) La remisión a operaciones con vinculadas surgi-
ría del término "se utilicen", el cual denota una elección 
discrecional de la sociedad proveedora o prestadora.

Se entiende que el deber de informar en 
cuestión habrá sido cumplido cuando se su-
ministre una descripción completa de los he-
chos relevantes, de los detalles relativos a las 
partes involucradas y de cada elemento o tran-
sacción relevante de la planificación fiscal.

La obligación de información compren-
derá asimismo un análisis pormenorizado 
de las disposiciones legales y reglamenta-
rias aplicables, incluso de la normativa ex-
tranjera.

II.7. Forma de la presentación (art. 12)

La información de las planificaciones fis-
cales se presentará de acuerdo a los mon-
tos, condiciones y requisitos establecidos 
en el micrositio “Régimen de Información 
de Planificaciones Fiscales” disponible en 
el sitio web de esta Administración Fede-
ral (http://www.afip.gob.ar), y se enviará 
mediante alguna de las siguientes moda-
lidades:

a) El servicio denominado “Régimen IPF”, 
disponible en el sitio web del Organismo 
(http://www.afip.gob.ar), al que se accede 
utilizando la Clave Fiscal obtenida según el 
procedimiento establecido por la RG 3713, 
sus modificatorias y complementarias.

b) El intercambio de información basa-
do en “WebService”. Las especificaciones 
técnicas del intercambio de información 
basado en “WebService” así como las carac-
terísticas, funcionalidades y demás aspec-
tos técnicos del aludido servicio, podrán 
consultarse en el mencionado micrositio.

Como constancia de la presentación efec-
tuada, el sistema emitirá un formulario de 
declaración jurada que servirá como acuse 
de recibo.

II.8. Sanciones por incumplimiento (arts. 
13, 14 y 15)

El cumplimiento de la obligación de infor-
mación establecida en la resolución general 
será requisito para la tramitación de solicitu-
des que efectúen los sujetos obligados por el 
presente Régimen de Información, a partir 
de su vigencia, referidas a la incorporación 
y/o permanencia en los distintos registros 
implementados por este Organismo, a la ob-
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tención de certificados de crédito fiscal y/o 
de constancias de situación impositiva o 
previsional, entre otras solicitudes.

Adicionalmente, ante el incumplimiento 
al presente régimen, los sujetos obligados 
podrán ser pasibles del encuadramiento en 
una categoría creciente de riesgo de ser fis-
calizado, según lo previsto en la RG 3.985  
—Sistema de Percepción de Riesgo (SIPER)—.

El incumplimiento de las obligaciones 
contempladas en la presente resolución 
general dará lugar a la aplicación de las 
sanciones previstas en la ley 11.683, sin 
perjuicio de la promoción de las actuacio-
nes pertinentes ante las autoridades ad-
ministrativas o judiciales competentes, de 
corresponder.

El incumplimiento del presente régimen 
de información se considerará como agra-
vante en los términos de la ley 11.683.

Se aprecia que el incumplimiento del ré-
gimen de información genera, además de 
las consecuencias naturales de este tipo de 
incumplimientos (p.ej. sanciones de mul-
tas, encuadramiento en una categoría supe-
rior de riesgo en el SIPER, la tipificación de 
la omisión de informar como agravante) la 
aplicación de sanciones “impropias” o “anó-
malas” como la negativa en la tramitación de 
solicitudes presentadas ante la AFIP.

En tal sentido, cabe indicar que esta 
consecuencia se produce cuando no se 
presenta la comunicación, no cuando la 
presentación es tardía o incompleta y se 
subsana con posterioridad. Es decir, detec-
tada la omisión total (omisión de presen-
tación) o parcial (presentación incompleta 
o defectuosa), puede ser subsanada por el 
responsable, y de ese modo evitar o reversar 
la consecuencia de rechazo a la tramitación 
de la solicitud en cuestión, ello inclusive 
después de presentada la solicitud.

II.9. Disposiciones varias (art. 16)

El art. 16 aclara que el cumplimiento del 
deber de información establecido en el pre-
sente régimen no dará lugar a una acepta-
ción o rechazo expreso o implícito por parte 
de esta Administración Federal, respecto de 

la validez de los Esquemas utilizados ni del 
tratamiento tributario que les corresponde.

El art. 17 dispone que los datos relativos a 
una planificación fiscal recabados por apli-
cación del presente régimen podrán ser ob-
jeto de intercambio de información con las 
jurisdicciones con las cuales el país tenga 
vigentes instrumentos para el intercambio 
de información.

III. Conclusiones

El presente régimen de información 
como dirección de política tributaria vie-
ne a implementar en el ámbito nacional las 
recomendaciones emergentes de la Acción 
N° 12 de BEPS, proyecto del cual la Repúbli-
ca Argentina forma parte.

No obstante, a diferencia de la mayoría de 
los regímenes dispuestos por los países que 
implementaron mecanismos de revelación 
de esquemas reportables (en función de la 
Acción N° 12 de BEPS o con anterioridad) 
no se contemplan las señales distintivas ge-
nerales que son las más contundentes para 
el cumplimiento del propósito inherentes a 
tales medidas.

Asimismo, se omite la mención a los pro-
motores de los Esquemas, que son los su-
jetos a que se debería apuntar en forma 
preferencial en punto a la obligación de in-
formar tales Esquemas, especialmente en 
el caso de productos fiscales normalizados, 
toda vez que tales Esquemas representan 
los que poseen mayor capacidad de daño a 
la consistencia del sistema tributario como 
un todo máxime en caso de propagación de 
tales esquemas en forma masiva.

Finalmente, cabe destacar la práctica de 
aquellos países que detallan las señales 
distintivas específicas de forma objetiva y 
casuística, sea por tratarse de operaciones 
catalogadas o de interés fiscal o de esque-
mas descriptos no solo por sus efectos sino 
por su contenido intrínseco a través de la 
descripción de su secuencia operativa y/o 
su falta de justificación o propósito econó-
mico, comercial o familiar al margen de la 
obtención de la ventaja fiscal o cuando este 
último resultado es la finalidad razonable-
mente principal del Esquema.
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La “nueva” Ley de Economía  
del Conocimiento

Marcos Zocaro (*)

Teniéndose en cuenta el artículo previo "El Régimen de Promoción de la Economía del Co-
nocimiento y su potencial impacto económico" (Zocaro, 2020), publicado en la Revista 
Impuestos - Práctica Profesional N.° LXVIII, página 15, el objetivo del presente trabajo es 
detallar y analizar las importantes modificaciones introducidas en el Régimen por la re-
ciente ley 27.570.

I. Introducción

En el año 2004, mediante la aprobación 
de la ley 25.922 (BO 9/09/2004) se creó en 
Argentina el Régimen de Promoción de la 
Industria del Software, el cual benefició a 
dicho sector de la economía hasta finales de 
2019. Y fue justamente con la intención de 
darle continuidad, incluso ampliando el uni-
verso de sectores beneficiarios, que en 2019 
se sancionó la ley 27.506 (BO 10/06/2019) 
dando origen al Régimen de Promoción de 
la Economía del Conocimiento (desde aho-
ra, el “Régimen”).

Consistente en una batería de incenti-
vos fiscales y previsionales que recaen, no 
ya solo sobre la industria del software, sino 
sobre todo el sector de la economía del co-
nocimiento (inteligencia artificial, ciencia 
aplicada, servicios profesionales de expor-
tación, etc.), este nuevo Régimen entró en 
vigor el 1/01/2020. Sin embargo, el 20 de 
enero de 2020, la Resolución 30 del Minis-
terio de Desarrollo Productivo derogó las 
Resoluciones 1084/2019 y 449/2019 y sus-
pendió los plazos para procesar las solici-
tudes de adhesión al Régimen: si bien la  
ley 27.506 continuó vigente, el Régimen 
cuya cualidad sobresaliente era la promesa 
de estabilidad fiscal, de la fijación de las re-
glas de juego por un plazo de 10 años, entró 
en pausa a los pocos días.

Fue recién el 7 de octubre de 2020 cuando, 
con el objetivo de volver a darle vida al Régi-
men, se sancionó la ley 27.570 [promulgada 
el 26 de octubre mediante el dec. (PEN) 818].

II. La ley 27.570

La ley 27.570 modifica la ley 27.506, in-
troduciendo importantes cambios. A 
continuación, se analizarán estas modifi-
caciones y cuál es el estado actual del Ré-
gimen.

II.1. Rubros y actividades incluidas

Según la redacción actual del art. 2° de la 
ley 27.506 (modificada por el art. 1° de la ley 
27.570), los rubros promovidos en el Régi-
men son los siguientes:

a) software y servicios informáticos y di-
gitales;

b) producción y postproducción audiovi-
sual, incluidos los de formato digital;

c) biotecnología, bioeconomía, biología, 
bioquímica, microbiología, bioinformática, 
biología molecular, neurotecnología e inge-
niería genética, geoingeniería y sus ensayos 
y análisis;

d) servicios geológicos y de prospección y 
servicios relacionados con la electrónica y 
las comunicaciones;

e) servicios profesionales, únicamente en 
la medida que sean de exportación;

(*) Contador. Especialista en Tributación. Maestrando 
en Finanzas Públicas PyM (UNLP).
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f ) nanotecnología y nanociencia;

g) industria aeroespacial y satelital, tec-
nologías espaciales;

h) ingeniería para la industria nuclear;

i) fabricación, puesta a punto, manteni-
miento e introducción de bienes y servicios 
orientados a soluciones de automatización 
en la producción caracterizados por el uso 
de tecnologías de la industria 4.0.

Aquí, hubo una modificación respecto de 
las actividades del inc. e): en la ley original se 
incluían a todos los servicios profesionales 
de exportación en la medida que fuesen de 
exportación, pero en el texto actual se agrega 
el requisito de que estas actividades estén 
comprendidas dentro de las siguientes:

- Servicios jurídicos, de contabilidad ge-
neral, consultoría de gerencia, servicios ge-
renciales y servicios de relaciones públicas, 
auditoría, cumplimiento normativo, asesora-
miento impositivo y legal.

- Servicios de traducción e interpretación, 
gestión de recursos humanos.

- Servicios de publicidad.

- Diseño.

- Servicios arquitectónicos y de ingeniería.

De esta forma, se establece una limita-
ción a los servicios profesionales de expor-
tación que pueden incluirse en el Régimen.

Por otro lado, recordemos que la Re-
solución 30 del Ministerio de Desarrollo 
Productivo derogó la RG 449/2019, la cual 
detallaba los códigos correspondientes a 
cada una de las actividades (Clasificador de 
Actividades Económicas - CLAE): hoy en 
día todavía no se ha aprobado la nueva RG.

II.2. Sujetos alcanzados y requisitos de ad-
hesión al Régimen

Los sujetos que adhieran al Régimen pue-
den ser únicamente personas jurídicas, de-
berán desarrollar en el país, como actividad 
principal, alguna de las actividades promo-
vidas ya mencionadas y, asimismo, deberán 
demostrar que se encuentran cumpliendo 

con todas sus obligaciones fiscales, previsio-
nales, laborales y gremiales. Este último re-
quisito fue incorporado mediante la nueva 
ley y deberá acreditarse con los “libre deu-
da” emitidos por la autoridad respectiva.

Con relación al requisito de la actividad 
principal, este se verá satisfecho cuando el 
porcentaje de facturación de dicha activi-
dad sea como mínimo del 70% de la factu-
ración total.

Y el nuevo texto agrega que: en caso de 
que la empresa aún no cuente con factura-
ción en la/s actividad/es promovida/s, po-
drá solicitar su inscripción en el Registro 
acreditando fehacientemente el desarrollo 
de dicha/s actividad/es, en los términos que 
establezca la reglamentación. Sin embargo, 
la nueva ley indica que tanto para las activi-
dades del art. 2° incs. a) (software y servicios 
informáticos) como las del inc. e) (servicios 
profesionales de exportación), solo podrá 
acreditarse la realización de la/s actividad/
es promovida/s a través del porcentaje del 
70% de facturación.

En forma adicional, para adherir al Régi-
men, las empresas deberán reunir al me-
nos dos de los siguientes requisitos (art. 4° 
de la ley), con relación a la/s actividad/es 
promovida/s:

1) Acreditar procesos de mejora continua 
en la calidad de sus servicios, productos 
y/o procesos; o mediante una norma de ca-
lidad reconocida aplicable a sus servicios, 
productos y/o procesos. Aquí no hubo mo-
dificaciones respecto de la ley anterior.

2) Según el texto anterior, se debían efec-
tuar erogaciones en investigación y desa-
rrollo — I+D en la actividad promovida y, al 
menos, en un 3% de la facturación total y/o 
erogaciones en capacitación del personal 
(mínimo de 8% de la masa salarial total). 
No obstante, con la reforma este requisito 
fue graduado, requiriéndose erogaciones:

- en I+D en un porcentaje de su factura-
ción total de como mínimo 1% (si fuese mi-
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croempresa)  (1), 2% (pequeña y mediana 
empresa) o 3% (empresa grande); y

- en capacitación del personal, al menos 
un 1% (para microempresas), 2% (peque-
ñas y medianas) y 5% (grandes).

3) Con respecto al requisito de reali-
zar exportaciones de bienes o servicios 
que surjan de las actividades promovi-
das, este era de, al menos, un 13% de la 
facturación total correspondiente a esas 
actividades; pero la nueva ley también 
lo graduó, pasando a ser: de al menos 4% 
(para microempresas), 10% (pequeñas y 
medianas) y 13% (grandes).

Es importante destacar que desde la ley ori-
ginal se permite computar el autodesarrollo 
dentro del porcentaje de facturación exigido 
para constituir una actividad principal, en la 
medida que sea de exportación; sin embar-
go, la nueva ley excluye la posibilidad de este 
cómputo para la actividad de software y servi-
cios informáticos del inc. a) del art. 2°.

Por su parte, las empresas que desarro-
llen servicios profesionales de exportación 
deberán cumplir los requisitos menciona-
dos en los puntos 1) y 2).

Con relación a las microempresas que 
posean una antigüedad menor a 3 años 
desde su inicio de actividades (y que no 
desarrollen servicios profesionales de ex-
portación), para acceder al Régimen solo 
deberán acreditar el desarrollo (como acti-
vidad principal) de alguna de las activida-
des promovidas. Y el nuevo art. 6° de la ley 
agrega que, transcurridos 4 años desde la 
inscripción en el Régimen, o desde que deje 
de cumplir las condiciones de microempre-
sa, lo que ocurra con anterioridad, deberá 
cumplir los requisitos del art. 4°.

II.3. Beneficios fiscales y previsionales

En cuanto a los beneficios otorgados origi-
nalmente, la nueva ley limita muchos de ellos.

 (1) Resolución 69/2020 de la Secretaría de la Pequeña 
y Mediana Empresa y los Emprendedores (Ministerio de 
Desarrollo Productivo).

El principal ejemplo lo da la Estabilidad Fis-
cal: el Régimen aprobado en 2019 aseguraba 
que durante la vigencia de la norma (es de-
cir, hasta el 31/12/2029), los beneficiarios no 
podrían ver incrementada su carga tributa-
ria nacional total, calculada al momento de 
inscripción en el Régimen. Sin embargo, el 
nuevo art. 7° de la ley circunscribe la estabi-
lidad fiscal a los beneficios del Régimen, no 
a la carga tributaria total. Es decir, se asegura 
que no se alterarán los beneficios otorgados 
por el Régimen, pero, por ejemplo, no se im-
pide que se creen nuevos tributos que incre-
menten la presión fiscal (o que aumenten la 
alícuota de los existentes).

Por su parte, no menos importante, es el 
cambio introducido en el beneficio vincula-
do con el Impuesto a las Ganancias: de la tasa 
societaria del 15% prometida al aprobarse la 
ley 27.506 en 2019, se pasa en el Régimen ac-
tual a una reducción de la alícuota en forma 
escalonada, siendo esta reducción del 60% 
de la tasa societaria vigente (en caso de que el 
beneficiario sea micro o pequeña empresa), 
del 40% (empresa mediana) o solo del 20% (si 
es empresa grande). Y esto aplica tanto a ga-
nancias de fuente argentina como extranjera.

En otras palabras, si la alícuota general es 
del 30% (año 2020, por ejemplo), la tasa efec-
tiva en el Régimen será:

- Micro y pequeña empresa: 12%.

- Mediana empresa: 18%.

- Empresa grande: 24%.

De esta forma, se aprecia cómo los cambios 
benefician a las micro y pequeñas empresas 
(alícuota original del 15% pasa al 12%), pero 
no a las empresas de mayor tamaño.

Es importante resaltar que esta reducción 
de alícuota en Ganancias será de aplicación 
para los ejercicios fiscales que se inicien 
con posterioridad a la fecha de inscripción 
del beneficiario en el Régimen.

A los efectos de apreciar la situación actual 
de los beneficios del Régimen, en compara-
ción con el originalmente aprobado en 2019, 
se presenta el siguiente cuadro resumen:
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Ley 27.506 Régimen actual – Ley 27.570

Impuesto a las ga-
nancias

Alícuota societaria del 15%, 
siempre y cuando no se re-
dujera la nómina de personal 
(se consideraba reducción 
del nivel de empleo cuando 
hubiere una diferencia > al 
10% con relación al prome-
dio de trabajadores de los 
últimos 6 meses declarados 
al momento de la solicitud de 
inscripción en el Registro).

Se gradúa la reducción de la alícuota societa-
ria de acuerdo con el tamaño de la empresa, y 
solo abarca a las ganancias correspondientes 
a las actividades promovidas: 

- reducción del 60% de la tasa para micro y 
pequeñas empresas,

- 40% para empresas medianas; y

- 20% para grandes empresas.

IVA – Retenciones y 
percepciones

Exclusión del sistema de re-
tenciones y percepciones en 
IVA.

La exclusión del sistema de retenciones y per-
cepciones en el IVA rige solo para exportado-
res y respecto de las actividades promovidas.

La ley aclara que AFIP podría excluir del sis-
tema también a otras actividades.

Contribuciones pa-
tronales y Bono de 
crédito Fiscal

Por cada trabajador en rela-
ción de dependencia, existía 
la posibilidad de gozar de 
una detracción de la base im-
ponible equivalente al monto 
máximo previsto en el art. 4º 
del dec. 814/2001. 

A su vez, existía un bono de 
crédito fiscal equivalente 
a 1,6 veces el monto de las 
contribuciones patronales 
"ahorradas" (que se elevaba 
a 2 si el empleado poseía el 
título de Doctor)

Beneficiarios podrán convertir en un bono 
de crédito fiscal intransferible hasta el 70% 
de las contribuciones patronales abonadas, 
pero solo respecto de los trabajadores afec-
tados a la/s actividad/es promovida/s.

El monto del 70% se elevará al 80% en caso 
determinadas nuevas incorporaciones (por 
ej.: mujeres, profesionales con ciertos pos-
grados, o personas con discapacidad). 

Para todos los casos, se fija un tope de 3.745 
empleados por los cuales se puede recibir el 
bono (equivalente a 7 veces la cantidad de 
empleados determinada para el tramo II de 
las empresas medianas del sector servicios). 

Superado el tope, el beneficio será com-
putable adicionalmente respecto de las 
nuevas incorporaciones laborales debida-
mente registradas, en la medida en que sig-
nifiquen un incremento en la nómina total 
de empleados declarados al momento de la 
inscripción en el Régimen y siempre que es-
tuvieran afectadas a la realización de la/s ac-
tividad/es promovida/s.

El bono se podrá utilizar (para cancelar 
tributos nacionales) durante 24 meses (con 
posibilidad de prórroga por 12 meses más), y 
no podrá usarse para cancelar deudas ante-
riores a la efectiva incorporación del benefi-
ciario al Régimen. 

Asimismo, este beneficio queda sujeto a 
un cupo fiscal.
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La “nueva” Ley de Economía del Conocimiento 

Ley 27.506 Régimen actual – Ley 27.570

Crédito por im-
puestos pagados en 
el exterior

Posibilidad de cómputo 
como crédito del impuesto, 
de los tributos análogos pa-
gados en el exterior, cuando 
la fuente de la ganancia fuese 
argentina.

Las retenciones solo se computarán como 
gasto deducible.

Estabilidad Fiscal

Durante la vigencia del Ré-
gimen, los beneficiarios no 
podían ver incrementada 
su carga tributaria nacional 
total, calculada al momento 
de inscripción en el Régimen 
(abarcaba a todos los im-
puestos directos, tasas y de-
rechos, pero no a los tributos 
indirectos).

Se limita la estabilidad fiscal a los beneficios 
del Régimen, no a la carga tributaria total.

II.4. Revalidación y mantenimiento de la condición de beneficiario

El nuevo art. 4° de la ley, establece que las empresas inscriptas en el Régimen, a efectos 
de mantener su condición de inscriptas, deberán acreditar cada dos años que:

- se encuentran en curso normal de cumplimiento de sus obligaciones fiscales, labora-
les, gremiales y previsionales;

- mantienen y/o incrementen su nómina de personal respecto de la declarada al mo-
mento de la presentación de su solicitud de inscripción (este requisito podrá ser auditado 
anualmente);

- continúan cumpliendo las exigencias referidas a las actividades promovidas;

- los requisitos adicionales acreditados al momento de su inscripción han sido incre-
mentados en un porcentaje que al efecto establecerá la autoridad de aplicación según ta-
maño de empresa y el tipo de actividad promovida.

El incumplimiento de cualquiera de estos compromisos dará lugar a la aplicación de las 
sanciones detalladas en el art. 15 de la ley.

Asimismo, el art. 13 de la ley no ha sufrido modificaciones, continuando vigente el régi-
men informativo que deben cumplir los beneficiarios, conforme a lo establezca la regla-
mentación del Régimen.

La autoridad de aplicación (Ministerio de Desarrollo Productivo), por sí o a través de 
universidades nacionales, organismos especializados o colegios o consejos profesiona-
les de cada jurisdicción, realizará auditorías y controles con el fin de constatar el debido 
cumplimiento de las obligaciones y compromisos a cargo de los beneficiarios y el man-
tenimiento de las condiciones que hubieren posibilitado su encuadramiento en el régi-
men. Estas tareas serán solventadas por los beneficiarios mediante el pago de una tasa 
(que no podrá exceder el 4% del monto de los beneficios fiscales obtenidos en el marco 
del Régimen).
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II.5. Beneficiarios del Régimen de Promo-
ción de la Industria del Software: transición 
con el nuevo Régimen

En el caso de beneficiarios de la ley 25.922 
(Ley de Software) que deseen adherir al 
nuevo Régimen de Economía del Conoci-
miento deberán manifestar tal voluntad, a 
partir de la promulgación de la ley y hasta 
su entrada en vigor, a través de la presenta-
ción de la respectiva solicitud de adhesión. 
Cumplidas las formalidades, serán incor-
porados considerándose como fecha de 
inscripción el día 01/01/2020.

III. Palabras finales

Tal como se advierte en el análisis previo, 
el “nuevo” Régimen reduce parte de los be-
neficios originales establecidos mediante la 
ley 27.506. Estabilidad fiscal, disminución 
de la alícuota societaria en el Impuesto a las 
Ganancias, posibilidad de tomar como cré-
dito del impuesto los gravámenes análogos 
abonados en el exterior (por ganancias de 
fuente argentina), son quizá los beneficios 
más importantes (desde el punto de vista 
empresarial) que se han visto reducidos. Y 

al momento de escribir estas líneas aún res-
ta conocer la respectiva reglamentación.

El impacto negativo para los proyectos de 
inversión de las empresas del sector quizá 
no sea solo el hecho de la quita de benefi-
cios en sí, sino de los constantes y abrup-
tos cambios en materia fiscal, lo que impide 
efectuar una proyección razonable de cual-
quier plan de negocios. Y el Régimen “ori-
ginal” de Promoción de la Economía del 
Conocimiento es un ejemplo paradigmá-
tico de esto: aprobado en el año 2019 por 
mayoría legislativa, aplaudido por todos los 
sectores de la economía, empezó a regir el 1 
de enero de 2020 prometiendo estabilidad 
fiscal por diez años, y en la práctica solo 
“duró” veinte días.

En un contexto mundial cada vez más 
desafiante, donde la industria del conoci-
miento toma cada vez mayor relevancia, 
pudiendo convertirse en el motor de la eco-
nomía argentina, con exportaciones que 
incrementen el ingreso de divisas, es in-
dispensable que las políticas de fomento al 
sector sean consideradas como verdaderas 
políticas de estado en la búsqueda del de-
sarrollo económico y tecnológico del país.
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Facturación “M” y riesgo fiscal “APOC”
Jorge Saverio Matinata (*)

Matías Horacio Cabral (**)

En el artículo se analizan las diversas resoluciones generales implementadas por la AFIP 
con el objeto de incorporar en la trazabilidad del mercado los comprobantes "M" para in-
dividualizar la venta de bienes o servicios de contribuyentes con posible riesgo de emisión 
de facturas apócrifas.

I. Introducción

Con el objetivo de prevenir la emisión 
de facturas apócrifas, la Administración 
Federal de Ingresos Públicos ha produci-
do en forma cronológicamente secuencial, 
las RG 1575/2003, 4132/2017 y 4627/2019, 
instrumentadas como normativa gene-
ral y abstracta, con el objeto de incorporar 
en la trazabilidad del mercado, los com-
probantes “M” para individualizar la ven-
ta de bienes o servicios de contribuyentes 
con posible riesgo de emisión de facturas 
APOC, instrumentando así un reemplazo 
temporal en la emisión de comprobantes 
“A” utilizados para ventas efectuadas por 
los responsables inscriptos en el impuesto 
al valor agregado.

Aquí se advierte que tal individualización 
opera en forma automática cuando el fis-
co presume inconsistencias fiscales con-
forme determinados parámetros de riesgo, 
aplicando una “Matriz de Perfil de Riesgo 
Apócrifo”, relacionando montos de factu-
ración y bienes registrables, de facturación 
personal, la actividad declarada, las cuen-
tas bancarias, además del cumplimiento 
tributario, entre otros —ver Anexo RG AFIP 
4132/2017—.

Como consecuencia de tal régimen, se 
coloca en el adquirente de bienes o servi-

cios la carga de retener IVA y Ganancias e 
impedir —por control de trazabilidad fiscal 
en el mercado—, el nacimiento de posibles 
créditos fiscales ilegítimos o erogaciones 
inexistentes generados por ventas efec-
tuadas desde contribuyentes que posible-
mente emitieran facturas apócrifas, en un 
circuito económico con seguimiento, suje-
to a control fiscal [como bien jurídico prote-
gido —mercado— (1)], cuyo efecto directo 
aplica en la no interrupción de la recauda-
ción fiscal al momento del devengamiento 
del hecho imponible gravado por IVA.

Dicho régimen aplica sanciones indirec-
tas, imponiendo retenciones completas de 
IVA y del 6% —originalmente era el 3%— 
en Ganancias a cargo del comprador, acu-
mulando para el vendedor saldos que no 
podrá compensar con crédito fiscal, hasta 
tanto, no sea excluido del régimen de fac-
turación M.

II. Requisitos

En el modelo preindicado, el art. 2° de la 
RG AFIP 4132/2017 establece la utilización 
de comprobantes “M”, cuando la autoridad 
de aplicación verifique:

a. Inconsistencias en la relación entre los 
montos facturados y la capacidad técnico-
económica para realizar las prestaciones de 
servicios y/o ventas de bienes.

(1) Cfme. CSJN, 5/11/1991, "Mickey SA"; CSJN, 
15/04/1993, "Moño Azul SA".

(*) Integrante de Rentas de la Ciudad Autónoma de  
Buenos Aires.

(**) Abogado.
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b. Irregularidades o incumplimientos 
vinculados a las obligaciones fiscales.

Este régimen propio de inteligencia fiscal 
remota sin verificación in situ, se comple-
menta con los parámetros de riesgo sujetos 
a control fiscal establecidos por el ya men-
cionado Anexo a la RG AFIP 4132/2017, los 
que obviamente se vinculan con las ope-
raciones de venta en tanto perfeccionan el 
hecho gravado por IVA (2).

1. Relación montos de facturación/Perso-
nal declarado/Actividad/es declarada/s.

2. Relación montos de facturación/acre-
ditaciones bancarias.

3. Relación montos de facturación/bienes 
registrables.

4. Relación montos de facturación/pagos 
de impuestos realizados.

5. Calificación asignada por el sistema in-
formático denominado “Sistema de Perfil 
de Riesgo (SIPER)”.

6. Información de terceros.

7. Falta de presentación de declaraciones 
juradas determinativas.

8. Falta de presentación del régimen in-
formativo de compras y ventas establecido 
por la RG 3685.

9. Relación inconsistente entre el débito 
fiscal y el crédito fiscal del impuesto al valor 
agregado.

10. Diferencias relevantes entre el débi-
to fiscal declarado en el impuesto al valor 
agregado y débito fiscal facturado en forma 
electrónica.

11. Inconsistencias en el/los domicilio/s 
declarado/s.

12. Antigüedad como empleador.

(2) Cfme. arts. 1, 2, ss. y ccs. ley 23.349 y sus modificato-
rias y CSJN, 6/05/1986, "Alcalis de la Patagonia SA".

III. Análisis

Del análisis de este régimen cabe seña-
lar que, habiéndose estructurado desde 
una reglamentación general y abstracta, 
sin fiscalización presencial alguna, por in-
teligencia remota y mera presunción, pro-
voca una inobservancia al mandamiento 
constitucional que ordena satisfacer el 
“principio de reserva de ley” el cual opera 
como límite formal al poder de imposición, 
toda vez que, la fuente de presunto riesgo 
en la que se pretende justificar el modelo 
de retención propuesto, resulta un hecho 
totalmente desvinculado de la causa obje-
tiva descripta en la ley como hecho grava-
do (3), y fuera de todo procedimiento que 
resguarde la garantía de defensa y debido 
proceso, tanto en el marco de los deberes 
de colaboración que debe prestar un con-
tribuyente bajo fiscalización, como en un 
procedimiento sumarial y revisor de san-
ciones.

Por ello, el establecimiento de cualquier 
“ante pago” por retención en la fuente vin-
culada con una presunción de conducta 
omisiva o defraudatoria que no tiene vincu-
lación impositiva con anticipos o con pagos 
a cuenta devengados al momento de pro-
ducir el hecho imponible, sino con una san-
ción anticipada por una posible conducta 
no comprobada, aplicada en términos di-
rectos e inmediatos, con abuso de derecho 
y posible fraude a la ley, transformando la 
discrecionalidad administrativa en arbitra-
riedad, importa la creación ex novo de una 
prestación pública coactiva, distinta del 
impuesto mismo regularmente instituido, 
con afectación al principio multisecular de  
reserva de ley tributaria, dejando de lado 
así, el imperativo de que solo cabe conside-
rar la capacidad contributiva ponderada en 
el presupuesto de hecho definido por el le-
gislador al caracterizar la hipótesis de inci-
dencia tributaria (en términos de tipicidad 
y de taxatividad) y la cuantificación exacta 
de la obligación al momento de perfeccio-
nar el hecho gravado, elementos todos que 

(3) Cfme. TSJCABA, considerando 7° del voto del Dr. 
Casas que hace doctrina en "Minera IRL Patagonia SA c. 
GCBA s/amparo", sentencia del 12/11/2014.
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actúan en el campo del derecho tributario 
material o sustantivo donde queda excluido 
todo margen de discrecionalidad del Orga-
nismo Recaudador (4).

En dicho contexto, las retenciones, per-
cepciones, anticipos y pagos a cuenta no 
deben superar, por regla, en su conjunto, 
la obligación fiscal que, en definitiva, deba 
afrontar el contribuyente y, menos aún, 
cuando a través de tales institutos se origi-
nan recurrentemente saldos a favor del obli-
gado tributario que no pueden ser utilizados 
ni absorbidos con el modelo propio de liqui-
dación mensual IVA, mientras mantenga 
una presunta categoría de riesgo y facture 
emitiendo comprobantes “M”.

Bajo dicho bloque legal, el “principio de 
reserva de ley tributaria” adelanta que el 
presupuesto de hecho que hace a la hipó-
tesis de incidencia de la retención o per-
cepción (posible riesgo fiscal) se encuentra 
totalmente disociado del presupuesto 
de hecho del tributo (venta y ganancia), 
aproximándose a una prima de seguro 
compulsiva, que al hecho imponible grava-
do por IVA y Ganancias.

Aquí se advierte un desvío de poder (5) en 
la finalidad de la norma emitida por la au-
toridad de aplicación, en tanto, desde una 
normativa operativa general y abstracta, se 
genera un nuevo hecho imponible ajeno al 
principio de legalidad, y se sanciona en for-
ma directa una supuesta conducta prohi-
bida por afuera del principio de tipicidad, 
aplicando en términos inmediatos como 
sanción automática, la completa retención 
del IVA y el 6% de Ganancias a cargo del 
comprador, acumulando en el vendedor 
saldos que no podrá compensar con cré-
dito fiscal, hasta tanto, no sea excluido del 
régimen de facturación M, colocando en 
la trazabilidad del mercado al adquirente 

(4) Cfme. Voto del Dr. Casas que hace doctrina del 
TSJCABA, 12/11/2008, "SA Importadora y Exportadora 
de la Patagonia s/queja por recurso de inconstituciona-
lidad denegado en 'SA Importadora y Exportadora de la 
Patagonia c. GCBA s/ amparo (art. 14 CCABA)'", expte.  
n° 5884/2008, Fallos TSJCBA, T.X. 2008-B, ps. 2004 y ss.

(5) CSJN "Ramos", Fallos: 333.331.

de bienes y servicios como responsable de 
pago por presunta deuda ajena.

En consecuencia, la aplicación al caso 
concreto de un acto operativo de alcance 
general y abstracto genera presunciones 
que impactan sobre el contribuyente en 
forma automática mediante una sanción 
indirecta sin proceso previo, omitiendo 
cumplir con los arts. 13, 17, 35, 36 y ccs. de 
la ley 11.683 (6) para generar procedimien-
tos eficaces y válidos, donde se omita colec-
tar prueba de cargo por medios ilegales (7), 
y facilite el control objetivo de la legalidad 
de los actos (8), evitando daños materiales 
por incumplimiento objetivo a la ley, o por 
falta de servicio (9), de imputación objetiva 
y directa al estado.-

En paralelo y desde lo adjetivo o for-
mal  (10), no hay una orden de interven-
ción previa  (11) que abra formalmente el 
procedimiento administrativo de fiscaliza-
ción tributaria  (12) para constatar hechos 
o colectar datos que puedan tener conse-
cuencias materiales impugnando las DDJJ 
oportunamente presentadas, en tanto go-
zan de presunción de legitimidad hasta su 
impugnación formal, por ello tampoco se 
constata una posible existencia de riesgo o 
interés fiscal, ni trazabilidad en el mercado 
con facturación apócrifa, ni procedimiento 

(6) Texto según art. 190 de la ley 27.430.

(7) CSJN, 13/05/1986, "Rayford, Reginald R. y otros".

(8) CSJN, "Pustelnik", Fallos: 293:233.

(9) Cfme. art. 3 y ccs. de la ley 26.944.

(10) Cfme. art. 75 inc. 22° de la CN; art. 185 de la ley 
11.683; CSJN, 13/07/2007, "Mazzeo"; 26/09/2006, CIDH 
"Almonacid", parág. 124; CIDH, 19/09/2006, "Claude Re-
yes". El 8.1 de la CIDH no se aplica solo a jueces y tribu-
nales, las garantías deben ser observadas en los distintos 
procedimientos que los órganos estatales adopten.

(11) Cfme. arts. 35, 36 y ccs. ley 11.683, conf. texto  
ley 27.430; CSJN, 13/05/1986, "Rayford, Reginald R. y 
otros"; CCAF, Sala III, 7/05/2015, causa "Servicios Paraná 
SRL c. Dirección General Impositiva s/Recurso Directo 
de Organismo Externo".

(12) Cfme. arts. 1, 7, 8 y ccs. ley 19.549, y arts. 35, 36 y 
ccs. ley 11.683, conf. texto ley 27.430.
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sumarial tributario conexo  (13) para que 
previo a aplicar en forma directa una pena 
de publicidad (14), el contribuyente pueda 
ejercer su derecho de defensa, sin apoyar 
dicha decisión administrativa presuntiva 
con efectos sancionatorios inmediatos, en 
un acto administrativo individual, previo, 
válido y eficaz, provocando retenciones ile-
gítimas sustentadas en un presunto riesgo 
fiscal, informadas fuera de todo protocolo 
de notificación donde se asegure un debido 
proceso (15).

En esta misma línea, también se advier-
te una concreta violación a la garantía de 
defensa (en tanto se desconoce el motivo 
por el cual se debe articular una defensa), 
de trabajo (en tanto aplica una sanción de 
publicidad comercial que interrumpe la 
venta de bienes y servicios al presumir la 
emisión de facturas apócrifas), de legali-
dad objetiva, reserva y jerarquía normativa 
(porque desde una reglamentación ope-
rativa, se cercenan injustificadamente ga-
rantías de fondo), de propiedad (dado que 
obliga al adquirente a que por un presun-
to riesgo, retenga IVA y Ganancias al con-
tribuyente que emite comprobantes M, sin 
una vinculación con el presupuesto de he-
cho con el que pretende ser captado en la 
propia fuente, generando además un pago 
a cuenta indisponible para el vendedor re-
tenido, beneficiando de manera no neutra 
a la competencia comercial que pasa a ejer-
cer una posición dominante en el mercado, 
privilegiando así prácticas monopólicas de 
terceros), etc., en tanto la intervención en el 
circuito económico bajo la sanción tributa-
ria, social y comercial que impone la factu-
ración con letra “M”, impone públicamente 
en el mercado una pena de publicidad co-
mercial  (16) y un modelo de retención en 
la fuente que equipara al contribuyente así 

(13) Cfme. art. 70 y ccs. ley 11.683.

(14) Cfme. Juz. Cont. Adm. Fed. N° 3, Sec. N° 5 de Ca-
pital Federal, 2/11/1995, "Yabrán s/Habeas Data —art. 43 
de la Constitución Nacional—".

(15) Cfme. art. 45 Dto. 1759/1972, reglamentario ley 
19.549, de aplicación supletoria al procedimiento tribu-
tario, conf. art. 116 ley 11.683.

(16) Idem, nota 14.

sancionado con contribuyentes de riesgo 
que posiblemente utilicen comprobantes 
apócrifos, con los efectos tributarios, socia-
les y comerciales que provoca semejante 
sanción social indirecta, aplicada en forma 
automática, sin colecta formal de datos pre-
via, ni control de prueba por oposición, ni 
procedimiento válido, ni acto eficaz previo.

Por tal motivo es que dicho control formal 
que hace a la cuestión adjetiva y sustantiva, 
debe sustanciarse bajo el marco de un pro-
cedimiento previo que garantice el debido 
proceso, de lo contrario la administración 
produce actos de control formal viciados de 
nulidad absoluta (17) que además rompen 
principios constitucionales, cuyo origen vi-
ciado incorpora a la teoría de la inducción 
o del fruto del árbol envenenado, en tanto 
se impone como sanción “preventiva”, fac-
turar bajo la letra M, sin sustentar dicha 
sanción innominada y automática en un 
procedimiento previo que resguarde al de-
bido proceso, donde además incorpora una 
prueba adquirida o colectada sin orden le-
gal previa (18), tornándola ilegítima.

Por ello, los contribuyentes que a crite-
rio de la autoridad de aplicación definan 
inconsistencias de parámetros con posi-
ble riesgo fiscal  (19), resultan castigados 
con la letra “M” en su régimen de factura-
ción, generando retenciones en IVA y Ga-
nancias puestas a cargo del adquirente en 
cada venta.

El motivo es por presuntas inconsisten-
cias formales y materiales que puedan ge-
nerar una interrupción en el curso regular 
de la recaudación, con sustento en una pre-
sunta emisión de facturas apócrifas, rom-
piendo así el circuito económico virtuoso 
del mercado y de la recaudación.

(17) Cfme. art. 14 ley 19.549.

(18) Cfme. CSJN, 13/05/1986, "Rayford, Reginald R. y 
otros"; CCAF, Sala III, 7/05/2015, causa "Servicios Paraná 
SRL c. Dirección General Impositiva s/Recurso Directo 
de Organismo Externo"

(19) Cfme. RG AFIP 4132/2017.
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Lo expuesto genera como efectos la am-
putación de una porción de propiedad (20) 
por retenciones puestas a cargo del adqui-
rente responsable inscripto, que acumulan 
saldos imposibles de compensar para liqui-
dar mensualmente IVA hasta no salir del ré-
gimen de facturación M.

Por ello resulta indispensable que la de-
puración de contribuyentes con presunto 
riesgo “APOC”, se instrumente en forma di-
recta sobre cada caso en particular, en be-
neficio de los contribuyentes en general, 
en lugar de abordar desde lo operativo ge-
neralidades presuntamente preventivas y 
abstractas, con un sacrificio plano que con-
verge en un modelo mucho más perjudicial 
que el riesgo que se pretende prevenir.

IV. Conclusión

El plano expuesto, adelanta una equipa-
ración temporal bajo letra M, entre con-
tribuyentes que operan regularmente en 
el mercado, y contribuyentes que operan 
con facturación apócrifa, sufriendo los pri-
meros un enorme perjuicio social y eco-
nómico directo al quedar temporalmente 
equiparados con los segundos, en tanto ex-
teriorizan públicamente en el mercado una 
alarma fiscal generadora de una percep-
ción de riesgo en el adquirente de bienes y 
servicios que lógicamente traba su trazabi-
lidad en la fase de comercialización, dado 

(20) Cfme. TSJCABA, 12/11/2014, "Minera IRL Patago-
nia SA".

que ningún adquirente que exija factura A, 
va a comerciar con un proveedor que emi-
ta facturas M, en tanto el circuito económico 
así exteriorizado, advierte que el comprador 
puede adquirir un crédito fiscal provenien-
te de facturas apócrifas, debiendo para ello 
retener; y las buenas prácticas comerciales 
recomiendan evitar intervenir en el circuito 
económico como agente de recaudación de 
un supuesto proveedor de facturas apócri-
fas, evitando así este tipo de problemas.

Por ello y desde lo preventivo, es necesario 
instrumentar herramientas que permitan 
la detección temprana de contribuyentes 
infieles con el sistema de facturación y con 
el mercado, sin embargo, dicho objetivo no 
puede afectar temporalmente en lo econó-
mico y social a los contribuyentes regulares 
como presuntos agentes de riesgo fiscal, ni 
tampoco agraviar garantías constituciona-
les, lo cual requiere verificar bajo qué ré-
gimen de facturación recaerá cada caso 
concreto mediante un procedimiento que 
garantice el debido proceso, suspendiendo 
la aplicación automática del régimen san-
cionatorio M hasta que el contribuyente 
pueda ejercer su derecho a ser oído, en tan-
to, el fin que sostiene al poder de policía de 
control no es otro que el de buscar la verdad 
material y objetiva, debiendo por ello el ré-
gimen de presunciones encuadrarse bajo 
un debido proceso donde, antes de aplicar 
una sanción, dichas presunciones tengan 
la oportunidad procedimental de ser reba-
tidas mediante prueba en contrario.
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Ajuste por inflación impositivo: 
¿qué sucede frente a la muerte  
del contribuyente?

Richard L. Amaro Gómez (*)

El presente artículo es un ensayo de la posible solución a la pregunta formulada, teniéndo-
se en cuenta que hasta el momento la cuestión no está normativamente reglada y que no 
existen antecedentes sobre este punto.

I. Introducción

Uno de los interrogantes comunes frente 
al regreso del ajuste por inflación impositi-
vo propiciado por la ley de reforma es: ¿qué 
sucede con la aplicación del AXI impositivo 
cuando se produce la muerte del contribu-
yente, considerando que existen en el año 
en que ocurre dicho evento dos declaracio-
nes juradas que presentar?

Recordemos que la sucesión indivisa no 
es en realidad un sujeto con personería ju-
rídica, sino que es una ficción legal que se 
creó a los fines impositivos.

Al respecto, el art. 5° de la ley 11.683 es-
tablece entre los responsables por deuda 
propia, a la sucesión indivisa. En este con-
texto, indica que “están obligados a pagar el 
tributo al Fisco en la forma y oportunidad 
debidas, personalmente o por medio de 
sus representantes, como responsables del 
cumplimiento de su deuda tributaria, quie-
nes sean contribuyentes, sus herederos y 
legatarios con arreglo a las disposiciones 
del Código Civil y Comercial de la Nación, 
sin perjuicio, con respecto de estos últimos, 
de la situación prevista en el inciso e) del 
artículo 8°”.

Asimismo, agrega, que “revisten el carác-
ter de contribuyentes, en tanto se verifique 

a su respecto el hecho imponible que les 
atribuyen las respectivas leyes tributarias, 
en la medida y condiciones necesarias que 
estas prevén para que surja la obligación 
tributaria:

“(...)

“d) Las sucesiones indivisas, cuando las 
leyes tributarias las consideren como suje-
tos para la atribución del hecho imponible, 
en las condiciones previstas en la ley res-
pectiva”.

Por lo tanto, la sucesión indivisa será 
sujeto pasivo cuando la ley del impues-
to respetivo la tipifique como tal. La ley de 
procedimientos tributarios solo esboza una 
tipificación genérica de las sucesiones indi-
visas.

Además, hay que agregar que en esto ca-
sos, o sea, cuando sea tipificada como su-
jeto pasivo de un determinado impuesto, 
actuará como responsable del cumpli-
miento de la deuda ajena, según el art. 6° 
inc. c de la ley referenciada a “quienes ejer-
zan la administración de las sucesiones y, a 
falta de estos últimos, el cónyuge supérstite 
y los herederos”.

Por su parte, la ley del impuesto a las ga-
nancias, art. 33, establece:

“Art. 33 - Las sucesiones indivisas son 
contribuyentes por las ganancias que ob-(*) Profesional independiente.
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tengan hasta la fecha que se dicte declaratoria de herederos o se haya declarado válido el 
testamento que cumpla la misma finalidad, estando sujetas al pago del impuesto, previo 
cómputo de las deducciones a que hubiere tenido derecho el causante, con arreglo a lo 
dispuesto en el artículo 23 y con las limitaciones impuestas por el mismo”.

Por ende, son sujetos pasivos del impuesto las sucesiones indivisas por estar expresa-
mente tipificadas de manera singular. Lo expuesto se puede ver gráficamente.

En resumen:

1. Desde la muerte del causante hasta la declaratoria de herederos o hasta que se haya 
declarado válido el testamento que cumpla el mismo fin, el sujeto pasivo del impuesto es 
la sucesión indivisa.

2. Desde la declaratoria de herederos o desde que se haya declarado válido el testamen-
to que cumpla la misma finalidad hasta la aprobación de la cuenta particionaria, judicial 
o extra judicialmente, los sujetos pasivos son los herederos.

Lo expuesto implica que, en el año de la muerte o fallecimiento del causante, se deberán 
presentar dos declaraciones juradas:

1. Una por el causante: desde el 1 de enero del año en que en acontezca el suceso hasta 
la fecha de fallecimiento.

2. Otra por la sucesión indivisa: desde la fecha de fallecimiento hasta el 31 de diciembre 
del año en que acontezca el deceso.

En este contexto, el problema que surge es: ¿qué sucede con el AXI impositivo si el falle-
cimiento ocurre en un ejercicio donde resulta procedente su aplicación considerando que 
hay que presentar dos declaraciones juradas?

II. Posibles repuestas al interrogante

En nuestra visión, creemos que por más que en el año de deceso del contribuyente se 
tengan que presentar dos declaraciones juradas, si durante ese ejercicio se verifica que se 

 

Causante Declaratoria 
herederos o 
validez del 
testamento 

Cuenta 
particionaria 
(aprobación) 

Sujeto pasivo 
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supera el umbral de aplicación (55%, 30%, 
15% 0 100%, según el cierre); de todas ma-
neras, hay que aplicar el AXI impositivo. 
El problema es ¿Cómo? Ello teniendo en 
cuenta el vacío normativo y la inexistencia 
de antecedentes.

En este marco, pensamos que existen dos 
criterios:

Criterio A: cuantificar el AXI impositivo 
por todo el ejercicio completo, estático y 
dinámico, sin importar la existencia de dos 
declaraciones juradas.

Y una vez obtenido el RECPAM impositi-
vo, deberá proporcionarse en función de la 
ganancia neta sujeta a impuesto:

- Ganancia neta atribuible a la decla-
ración jurada del causante por las rentas 
de tercera categoría que dan derecho al  
cómputo del AXI impositivo y,

- Ganancia neta atribuible a la declara-
ción jurada de la sucesión indivisa por las 
rentas de tercera categoría que dan derecho 
al cómputo del AXI impositivo

En ambos casos, se deberá computar di-
cho RECPAM impositivo en 1/6. Y los 5/6 
siguientes, en ambos casos, sería razonable 
que se compute en la declaración jurada de 
la sucesión indivisa en períodos posterio-
res. Lo expuesto por cuanto la sucesión in-
divisa es la continuación del causante.

Criterio B: cuantificar dos AXI impositivo, 
estático y dinámico:

- Causante: en este caso se considerará el 
lapso entre el 1 de enero del año de deceso 
y la fecha de muerte del causante.

Para el estático deberá tenerse en cuen-
ta el patrimonio al inicio, pero cuantificarse 
hasta el mes de deceso. Y en el dinámico se 
deben cuantificar las variaciones positivas 
y negativas producidas entre dichas fechas.

- Sucesión indivisa: se debe ponderarse el 
lapso entre la fecha del deceso y el 31 de di-
ciembre.

Para el estático deberá tenerse en cuenta 
el patrimonio al inicio (que sería el patrimo-
nio al cierre del causante), pero cuantificar-
se desde la fecha de fallecimiento hasta el 
31 de diciembre. Y en el dinámico se deben 
cuantificar las variaciones positivas y nega-
tivas producidas entre dichas fechas.

Es preciso indicar que el criterio B es mu-
cho más preciso que el Criterio de A, en 
cuanto a su determinación. Por lo cual, es-
taría sujeto a menos riesgo de cuestiona-
mientos.

III. La reflexión final

Repetimos que, hasta el momento, el 
tema no está normativamente reglado y no 
existen antecedentes normativos. No obs-
tante, nos pareció interesante ensayar una 
posible solución al tema.

Esperamos haber sido lo suficientemente 
claros.
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El Régimen de Información  
Anual de Participaciones 
Societarias de la RG 4697

Sebastián Ceci Uroz (*)

En este trabajo se analiza el Régimen de Información Anual de Participaciones Societarias 
y se realiza un resumen de la información que se debe presentar según el sujeto de que se 
trate, como así también determinados aspectos a tener en cuenta para cumplir con la nor-
mativa.

I. Introducción

A través de la RG (AFIP) 4697/2020 (BO 
15/04/2020) se estableció un nuevo régi-
men de información de participaciones 
societarias derogando al régimen anterior 
regido por la RG (AFIP) 3293.

Este nuevo régimen consta de tres títu-
los. El Título II (Régimen de registración 
de operaciones) y el Título III (Régimen de 
actualización de autoridades societarias) 
prácticamente no han sufrido modificacio-
nes por lo que ahondaremos en lo estable-
cido en el Título I (Régimen de información 
anual) que ha incluido cambios sustancia-
les como, p. ej., la identificación de los be-
neficiarios finales de las sociedades.

Dicho régimen de información anual so-
bre participaciones societarias vence en el 
mes de julio de cada año. En el año 2020, en 
carácter de excepción, el vencimiento ope-
ra a partir del 14 de diciembre (1).

En este trabajo analizaremos el régimen 
de información anual. Además, adjunta-
mos un resumen de la información que se 
debe presentar según el sujeto de que se 
trate como así también determinados as-

(*) Profesional independiente.

(1) Prórroga establecida por la RG (AFIP) 4839 — BO 
23/10/2020.

pectos a tener en cuenta para cumplir con 
lo normado por esta resolución.

II. Régimen de Información Anual

El art. 1° divide a los sujetos obligados a 
presentar el régimen anual en tres grandes 
grupos:

Grupos:

1. Sociedades y demás entidades consti-
tuidas en el país.

2. Personas humanas (incluyendo a las 
sucesiones indivisas) domiciliadas en el 
país.

3. Sujetos titulares de más del 50% de las 
acciones o participaciones en sociedades 
del exterior, directores y quienes ocupen 
cargos similares en sociedades del exterior 
y estas obtengan rentas pasivas superiores 
al 50% de sus ingresos brutos.

II.1. Grupo 1: Sociedades y demás entes 
constituidos en el país

Este grupo incluye, entre otras, a las so-
ciedades comerciales, asociaciones civiles, 
fundaciones, cooperativas, sociedades de 
economía mixta, fondos comunes de inver-
sión y cualquier otra clase de sociedades 
constituidas en el país; con excepción de 
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las detalladas en el anexo final del cuadro 
del presente trabajo.

Deberán brindar información al 31/12 de 
cada año sobre los titulares de las acciones, 
cuotas o quienes tengan participación en el 
capital social.

II.1.a. El concepto del beneficiario final

Como adelantáramos en la introducción 
del presente trabajo, esta es una de las no-
vedades introducidas por la norma. La in-
clusión del sujeto beneficiario final está en 
sintonía con los cambios propuestos por la 
OCDE a nivel mundial. Con esto se busca 
que las autoridades impositivas de los esta-
dos miembros tengan acceso a información 
real sobre dichas personas.

Por lo tanto, en los casos en que los suje-
tos titulares o quienes tengan participacio-
nes no sean personas humanas o no se trate 
sucesiones indivisas, se deberá identificar 
al beneficiario final.

Este sujeto está definido en el art. 1 de la 
norma como la persona humana que posea 
el capital o los derechos de voto de una so-
ciedad independientemente del porcentaje 
de participación, o que por cualquier otro 
medio, ejerza el control directo o indirecto 
de dicha persona jurídica, entidad o estruc-
tura.

En los casos en que no se identifique 
al beneficiario final, deberá informarse 
como tal al presidente, socio gerente, ad-
ministrador o a la máxima autoridad de la 
entidad. Vemos que siempre deberá con-
signarse a una persona humana en este rol 
de beneficiario final. En caso de identifi-
car a la máxima autoridad del ente y no a 
quien realmente posee el capital o los de-
rechos de voto, la AFIP podrá verificar y 
fiscalizar las causas que llevaron al incum-
plimiento de la identificación de dicho be-
neficiario.

Asimismo, cuando este no participe en 
forma directa en el capital, derecho a voto o 
control de los sujetos obligados, se deberá 
conservar la documentación que acredite 

las estructuras jurídicas hasta el beneficia-
rio, identificando la cadena de participacio-
nes intermedias entre ambos sujetos.

II.2. Grupo 2: Personas humanas domici-
liadas en el país y sucesiones indivisas radi-
cadas en el país

Deberán informar sus participaciones so-
cietarias al 31 de diciembre en entidades 
constituidas o domiciliadas en el exterior. 
Esta obligación de informar incluye a las 
empresas unipersonales de las que sean ti-
tulares.

También deberán informar los cargos di-
rectivos o su carácter como apoderados en 
entidades domiciliadas en el exterior.

II.3. Grupo 3: Sujetos titulares de más del 
50% y quienes ejerzan la dirección o control 
en entidades del exterior, que obtengan una 
renta pasiva superior al 50%

Deberán cumplir con el régimen de in-
formación los sujetos obligados que sean 
titulares de más del cincuenta por ciento 
(50%) de las acciones o participaciones 
del capital de sociedades o cualquier otro 
ente del exterior (excepto fideicomisos 
y fundaciones), los directores, gerentes, 
apoderados, miembros de los órganos de 
fiscalización o quienes desempeñen car-
gos similares en dichas sociedades o entes 
del exterior, que obtengan una renta pasi-
va superior al cincuenta por ciento (50%) 
de sus ingresos brutos durante el año ca-
lendario.

Para analizar la cuestión de las rentas 
pasivas debemos mencionar que median-
te la ley 27.260 se creó el Registro de En-
tidades Pasivas del Exterior, el cual estaba 
pendiente de reglamentación. Con el dic-
tado de esta resolución se establece que si 
un ente del exterior obtiene una renta pa-
siva superior al 50% de sus ingresos brutos 
y en ese ente el sujeto participa (más del 
50%) o si ejerce uno de los cargos mencio-
nados anteriormente, este último sujeto 
deberá cumplir con el régimen de infor-
mación.
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III. ¿Quiénes deben cumplir con este 
régimen de información?

Como dijimos anteriormente lo deben 
cumplir:

a) Los titulares de más del 50% de las ac-
ciones o participaciones del ente del exte-
rior.

Dicha participación se considerará cum-
plida cuando sea igual o superior al 50% del 
patrimonio, resultado o derecho de voto, 
por sí o conjuntamente con:

a.1) entidades sobre las que posea control 
o vinculación;

a.2) cónyuge o conviviente;

a.3) parientes hasta tercer grado.

En caso de no registrarse ninguno de los 
requisitos anteriores, se deberá cumplir 
igualmente con el régimen de información 
cuando se de alguna de las siguientes con-
diciones:

- Posean bajo cualquier título el derecho 
a disponer de los activos del ente.

- Tengan derecho a la elección de la ma-
yoría de los directores o similares y sus vo-
tos sean los que definen las decisiones que 
se tomen.

- Posean facultades de remover a la ma-
yoría de los directores o administradores.

- Posean un derecho actual sobre los be-
neficios del ente.

b) Quienes ejerzan funciones de direc-
ción o similares.

IV. ¿Qué se entiende por renta pasiva y 
que período se computa?

Se deben considerar los ingresos brutos 
del último balance cerrado con anteriori-
dad al 31/12 del año que se trate. En el caso 
de sujetos que no confeccionan balances se 
computarán los ingresos obtenidos durante 
el respectivo año calendario.

Con respecto a la definición de Renta Pa-
siva, la norma remite al dec. 862 (2). En tal 
sentido y a modo de resumen podemos de-
finir como renta pasiva a las que tengan ori-
gen en los siguientes ingresos:

a) Dividendos y cualquier otra forma de 
distribución de utilidades provenientes de 
participaciones en sociedades o cualquier 
tipo de ente.

b) Intereses excepto que:

i. El ente del exterior que los recibe sea 
una entidad bancaria o financiera.

ii. Se originen en préstamos entre miem-
bros de un mismo grupo económico.

c) Regalías.

d) Rentas provenientes del arrendamien-
to de bienes inmuebles, salvo que la entidad 
controlada tenga como actividad principal 
la explotación de inmuebles.

e) Rentas por operaciones de capitaliza-
ción y seguro que tengan como beneficiaria 
a la propia entidad, excepto que el ente del 
exterior sea una entidad aseguradora.

f) Rentas que provengan de instrumentos 
financieros derivados o rentas provenientes 
de operaciones de compraventa de divisas.

g) Resultados derivados de la enajena-
ción de acciones, cuotas y participaciones, 
monedas digitales, títulos, bonos y demás 
valores.

h) Resultados provenientes de la enaje-
nación de otros bienes que generen las ren-
tas indicadas en los incisos precedentes.

V. Presentación de la información

La información debe ser presentada me-
diante la página web de la AFIP utilizando 
clave fiscal nivel 2.

A tal fin se deberá utilizar el servicio “Ré-
gimen de Información de Participaciones 
Societarias y Rentas Pasivas” que será váli-
do para la presentación de la información 

 (2) Art. 292 del dec. 862/2019 — reglamentario de Imp. 
a las Ganancias (t.o. 2019).
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de los tres títulos establecidos en la reso-
lución.

VI. Sanciones

El cumplimiento de esta resolución será 
indispensable cuando se tramiten solicitu-
des referidas a la permanencia en distintos 
registros implementados por la AFIP, ob-
tención de certificados de crédito fiscal o 
constancias de situación impositiva o pre-
visional.

Además, el incumplimiento del régimen 
de información dará lugar a las sanciones 
tipificadas en la ley 11.683.

VII. Comentario final

Resaltamos la trascendencia de esta re-
solución general en el sentido de la impor-
tancia que posee la información declarar. 
Entendemos que la identificación de los 
beneficiarios finales es de gran valor para 
el organismo fiscal a efectos de prevenir 
maniobras ilícitas. Pero también debemos 
destacar que todas estas modificaciones 
suponen un mayor trabajo para el profe-
sional de ciencias económicas teniendo en 
cuenta la responsabilidad que conlleva la 
preparación de los papeles de trabajo y la 
exactitud de la información que se debe de-
clarar.

GRUPO INFORMAN SOBRE INFORMACIÓN REQUERIDA

1. Sociedades co-
merciales, asocia-
ciones civiles, fun-
daciones, coope-
rativas, sociedades 
de economía mixta, 
fondos comunes 
de inversión cons-
tituidos en el país y 
cualquier otra cla-
se de sociedades 
constituidas en el 
país.

a) PH y SI del país y del exte-
rior.

b) Sociedades del exterior.

c) Demás sujetos.

1. Apellido y nombres, razón social o denomi-
nación, CUIT, CUIL o CDI.

No residentes deben indicar la nacionalidad 
o país de radicación, residencia tributaria, 
Número de Identificación Tributaria en el 
país correspondiente y domicilio del exterior. 

En caso de que posea representante legal en 
el país, informará CUIT.

2. Cantidad de acciones, cuotas porcentaje de 
las demás participaciones y su valor nominal.

3. Valor de las acciones, cuotas, cuotas parte o 
participaciones.

4. Saldos deudores o acreedores para el agen-
te de información.

5. Si se trata de una sociedad controlada, con-
trolante y/o vinculada.

d) Sociedades controladas, 
controlantes y/o vinculadas.

1. Razón social o denominación, CUIT y do-
micilio en el país.

En el caso de no residentes deberá indicarse el 
país de radicación, residencia tributaria, Número 
de Identificación Tributaria en el país correspon-
diente y domicilio en el exterior. 

Además, en caso de que posea representan-
te legal en el país, informará la CUIT, CUIL o 
CDI.

2. Tipo de vinculación que determina la rela-
ción controlada/controlante.
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GRUPO INFORMAN SOBRE INFORMACIÓN REQUERIDA

1. Sociedades co-
merciales, asocia-
ciones civiles, fun-
daciones, coope-
rativas, sociedades 
de economía mixta, 
fondos comunes 
de inversión cons-
tituidos en el país y 
cualquier otra cla-
se de sociedades 
constituidas en el 
país.

e) Beneficiario final. 1. Apellido y nombres.

2. CUIT, CUIL o CDI.

3. Domicilio en el país o de corresponder la 
nacionalidad, residencia tributaria, Número 
de Identificación Tributaria en el país corres-
pondiente y domicilio del exterior (para no 
residentes).

f ) Directores, gerentes, ad-
ministradores, síndicos y 
miembros del consejo de vi-
gilancia.

g) Apoderados con mandato 
durante el período que se de-
clara (no incluye autorizados 
por F. 3283).

1. Nombre, CUIT, CUIL o CDI y domicilio en 
el país, de corresponder.

 De tratarse de no residentes deberá indicarse 
la nacionalidad, residencia tributaria, Núme-
ro de Identificación Tributaria en el país co-
rrespondiente y domicilio en el exterior. 

 Si posee representante legal en el país, infor-
mará CUIT, CUIL o CDI.

2. Fecha a partir de la cual han desarrollado 
en forma ininterrumpida las respectivas fun-
ciones.

 Cuando estos sujetos sean, a su vez, titulares 
de participaciones societarias, deberán infor-
marse además datos para PH y SI del país y 
del exterior —inciso a) de este cuadro—.

h) Patrimonio Neto al 31/12. Patrimonio Neto al 31/12.

i) Fondos Comunes de Inver-
sión previstos en arts. 205 o 
206 de la ley 27.440.

1. Nombre, CUIT, CUIL o CDI y domicilio de 
cada beneficiario.

2. Renta atribuida a cada cuotapartista, dis-
criminándola según el tipo de renta (ej.: cate-
goría, si está exenta, si se trata de dividendos, 
etc.).

3. Fecha de cierre de ejercicio.

Adicionalmente informarán:

a) Fecha de efectiva emisión de las cuotapar-
tes.

b) Tiempo transcurrido desde la fecha indi-
cada en el punto anterior hasta la fecha de 
distribución de la ganancia o de liquidación 
del fondo común de inversión, según corres-
ponda.Tho
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GRUPO INFORMAN SOBRE INFORMACIÓN REQUERIDA

2. Personas Huma-
nas y Suc. Indivisas 
domiciliadas en el 
país.

2.1. Sus participaciones so-
cietarias o equivalentes (tí-
tulos valores privados, ac-
ciones, cuotas y demás par-
ticipaciones) en entidades 
constituidas, domiciliadas, 
radicadas o ubicadas en el 
exterior (incluidas las em-
presas unipersonales, de las 
que resulten titulares).

2.2. El desempeño de cargos 
directivos y/o ejecutivos o el 
carácter de apoderados, en 
cualquier sociedad, estruc-
tura jurídica, ente o entidad, 
con o sin personería jurídica, 
constituidas, domiciliadas, 
radicadas o ubicadas en el 
exterior.

a) Nombre o razón social, nacionalidad o país 
de radicación (en el caso de personas jurídi-
cas).

Según corresponda residencia tributaria, 
Número de Identificación Tributaria en el 
país correspondiente y domicilio en el ex-
terior del sujeto en el cual posee partici-
pación. Además, en caso de que la posea, 
informará la CUIT, CUIL o CDI del sujeto 
del exterior y/o del representante legal en 
el país.

b) Cantidad de acciones, cuotas -incluidas 
las cuotas parte de fondos comunes de inver-
sión-, porcentaje de las demás participacio-
nes sociales y -en su caso- su valor nominal.

c) Valor de las acciones, cuotas, participacio-
nes y cuotas parte.

d) Saldos deudores o acreedores para el agen-
te de información, correspondientes a los su-
jetos respecto de los cuales se produjo la in-
formación y que no fueron tenidos en cuenta 
a los efectos de la determinación del valor 
previsto en el inciso c) precedente, por tener 
tratamiento igual al de un tercero.

e) Si posee control sobre el sujeto del exte-
rior por el cual informa su participación, 
ejerciendo una influencia dominante o 
cuenta con los votos necesarios que permi-
tan de manera directa o indirecta formar la 
voluntad social.

f ) Cargo para el que fue designado en los ór-
ganos de dirección del sujeto del exterior que 
informa, con indicación del tipo de cargo 
(director, gerente, síndico, apoderado, etc.), 
fecha del acto resolutorio de designación, de 
inicio y de cese de mandato.
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GRUPO INFORMAN SOBRE INFORMACIÓN REQUERIDA

3. Titulares de más 
del 50% de partici-
pación en entes del 
exterior y quienes 
ejerzan funciones 
de dirección o si-
milares en entes del 
exterior, que obten-
gan una renta pasi-
va superior al 50%.

Renta pasiva del exterior y la 
entidad generadora de dicho 
rendimiento.

1. Razón social o denominación.

2. Tipo de entidad.

3. Domicilio del exterior.

4. Lugar y fecha de constitución.

5. Número de Identificación Fiscal (NIF) en el 
país de residencia.

6. País de residencia fiscal.

7. Ingresos brutos totales obtenidos en el año 
calendario que se declare.

8. Tipo de rentas pasivas obtenidas en el año 
calendario que se declare.

- Si el representante legal del país es distinto 
del sujeto obligado deberá informar su CUIT.

- Respecto de los titulares de las acciones o 
participaciones sociales:

1. Porcentaje de participación en la entidad 
del exterior.

2. Tipo de vinculación.

3. Porcentaje que representan las rentas pasi-
vas obtenidas por la entidad del exterior, en el 
año calendario que se declare, con respecto a 
sus ingresos brutos del mismo período.

4. ANEXO.

SUJETOS EXCEPTUADOS 
DE LA OBLIGACIÓN DE AC-
TUAR COMO AGENTES DE 
INFORMACIÓN O REGIS-
TRACIÓN.

- Cooperadoras escolares.

- Personas de existencia ideal sin fines de 
lucro, que destinen sus fondos a actividades 
hospitalarias y/o de bomberos voluntarios.

- Comunidades indígenas inscriptas en el 
RENACI y asociaciones sin fines de lucro que 
destinen sus fondos al mantenimiento y fo-
mento de la cultura indígena.

- Instituciones religiosas.

- UTE y agrupaciones de colaboración.

- Sociedades cuyo capital, pertenezca total-
mente al Estado nacional, provincial o mu-
nicipal.

- Empresas unipersonales.

 - Fideicomisos.
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Régimen de Promoción de la 
Economía del Conocimiento 
reformulado durante el actual 
Gobierno

Santiago A. Cambra (*)

En la presente colaboración, a modo de "barajar y dar de nuevo", el autor nos indica los 
aspectos más destacados de la reformulación de este régimen.

I. Introducción

El 10/06/2019 se publicó en el Boletín Ofi-
cial la ley 27.506 (en adelante, “la ley”), por 
medio de la cual se creó el régimen del tí-
tulo, con vigencia desde el 01/01/2020 has-
ta el 31/12/2029, para regir en todo el país, 
con el objetivo de promover actividades 
económicas que apliquen el uso del cono-
cimiento y la digitalización de la informa-
ción, apoyado en los avances de la ciencia y 
de las tecnologías, a la obtención de bienes, 
prestación de servicios y/o mejoras de pro-
cesos, con los alcances y limitaciones esta-
blecidos en sus disposiciones y las normas 
reglamentarias por entonces a dictarse.

La mencionada ley fue reglamenta-
da por medio del dec. PEN 708/2019  
(BO 16/10/2019), la res. 1084/2019 del en-
tonces Ministerio de Producción y Trabajo 
(MPyT) (BO 17/10/2019) que designó como 
Autoridad de Aplicación de este Régimen 
a la Secretaría de Emprendedores y de la 
Pequeña y Mediana Empresa (SEyPyME), 
que, en tal sentido, dictó la res. 449/2019 
(BO 18/10/2019), modificada por la res. 
(SEyPyME) 557/2019 (BO 06/12/2019).

Todo parecía avanzar a paso firme en el 
sentido de poner en marcha el régimen, 
hasta que el 20/01/2020 se publicó en el 
Boletín Oficial la res. 30/2020 del actual 
Ministerio de Desarrollo Productivo, por 
medio de la cual se dejaron sin efecto las 
res. 1084/2019 del MPyT y 449/2019 de la  
SEyPyME referidas en el párrafo anterior, y 
se designó como nueva Autoridad de Apli-
cación de este Régimen, a la Secretaría de 
Industria, Economía del Conocimiento y 
Gestión Comercial Externa del Ministerio 
de Desarrollo Productivo, la cual quedó fa-
cultada para dictar las normas aclaratorias 
y complementarias necesarias para su fun-
cionamiento.

Por medio de dicha norma, también se 
suspendieron los plazos para analizar y 
procesar las solicitudes de adhesión al Ré-
gimen presentadas hasta la fecha de su 
emisión, hasta el momento en que se dic-
te la normativa complementaria corres-
pondiente, lo cual provocó que el Régimen 
quedara, prácticamente suspendido, al de-
rogarse las normas que ponían en funcio-
namiento su implementación.

También tuvo una influencia decisiva la 
ley 27.541 de Solidaridad Social y Reacti-
vación Productiva (BO 23/12/2019), que, 
al derogar ciertas disposiciones vinculadas 
a las contribuciones patronales de la segu-(*) Profesional independiente.
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ridad social, menoscabó o eliminó bene-
ficios que confería la ley 27.506 en dicha 
materia, afectándolo seriamente.

Días más tarde, el 29/01/2020 se publicó 
en el Boletín Oficial el dec. 111/2020, por 
medio del cual se amplió el temario de las 
sesiones extraordinarias del Congreso Na-
cional, incorporando la modificación de la 
ley 27.506, proyecto que recién se convirtió 
en ley en octubre de 2020, bajo el número 
27.570 y fue publicada en el Boletín Oficial 
del 26/10/2020.

En la presente colaboración, a modo de 
“barajar y dar de nuevo”, informaremos al 
lector todos los aspectos de este régimen, y 
en futuras colaboraciones abordaremos los 
aspectos reglamentarios que vayan dictán-
dose en torno a su texto modificado.

II. Vigencia del régimen

El art. 20 de la ley, modificado por la  
ley 27.570, establece que este régimen 
de promoción tiene vigencia desde el 
01/01/2020 para las empresas adherentes 
provenientes de la ley 25.922 (Régimen de 
Promoción del Software) y a partir de la pu-
blicación de la nueva ley para las nuevas 
empresas. La duración de este será hasta el 
día 31/12/2029.

III. Autoridad de aplicación

Según el art. 17 de la ley modificada 
(modificatorio del art. 19 de la ley original 
27.506), dicha función recae en el actual 
Ministerio de Desarrollo Productivo (MDP), 
quien podrá dictar las normas aclaratorias 
y complementarias que resulten necesarias 
para el adecuado funcionamiento de este.

Cabe agregar que en el Boletín Oficial 
del 05/08/2020, se publicó la res. MDP 
390/2020, mediante la cual, dicho Minis-
terio creó el “Registro de Articuladores de 
la Economía del Conocimiento”, que esta-
rá constituido por expertos en la temática, 
con el objetivo de promover la aplicación 
de actividades de la economía del conoci-
miento y facilitar el acceso de los diferentes 
sectores productivos y de servicios del país.

IV. Actividades comprendidas en el Ré-
gimen de Promoción

IV.1. En general

Complementando lo dicho en el primer 
párrafo de la Introducción en cuanto al  
objetivo de esta norma, el presente Régi-
men tiene como objeto la creación, diseño, 
desarrollo, producción e implementación 
o adaptación de productos y servicios y su 
documentación técnica asociada, tanto en 
su aspecto básico como aplicado, incluyen-
do el que se elabore para ser incorporado a 
procesadores y/u otros dispositivos tecno-
lógicos.

IV.2. En detalle

Se promueven los siguientes rubros:

a) Software y servicios informáticos y di-
gitales, incluyendo:

(i) desarrollo de productos y servicios de 
software (SAAS) existentes o que se creen 
en el futuro, que se apliquen a actividades 
como e-learning, marketing interactivo,  
e-commerce, servicios de provisión de apli-
caciones, edición y publicación electrónica 
de información; siempre que sean parte de 
una oferta informática integrada y le agre-
guen valor;

(ii) desarrollo y puesta a punto de pro-
ductos de software originales registrables 
como obra inédita o editada;

(iii) implementación y puesta a punto 
para terceros de productos de software pro-
pios o creados por terceros y de productos 
registrados;

(iv) desarrollo de software a medida, 
cuando esta actividad permita distinguir la 
creación de valor agregado, aun cuando en 
los contratos respectivos se ceda la propie-
dad intelectual a terceros;

(v) servicios informáticos de valor agre-
gado orientados a mejorar la seguridad de 
equipos y redes, la confiabilidad de progra-
mas y sistemas de software, la calidad de los 
sistemas y datos y la administración de la 
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información y el conocimiento de las orga-
nizaciones;

(vi) desarrollo de partes de sistemas, mó-
dulos, rutinas, procedimientos, documen-
tación, siempre que se trate de desarrollos 
complementarios o integrables a productos 
de software registrables;

(vii) servicios de diseño, codificación, im-
plementación, mantenimiento, soporte a 
distancia, resolución de incidencias, con-
versión y/o traducción de lenguajes infor-
máticos, adición de funciones, preparación 
de documentación para el usuario y garan-
tía o asesoramiento de calidad de sistemas, 
entre otros, todos ellos a ser realizados a 
productos de software y con destino a mer-
cados externos;

(viii) desarrollo y puesta a punto de  
software que se elabore para ser incorpora-
do en procesadores (software embebido o 
insertado) utilizados en bienes y sistemas 
de diversa índole;

(ix) videojuegos; y

(x) servicios de cómputo en la nube;

b) Producción y postproducción audiovi-
sual, incluidos los de formato digital.

c) Biotecnología, bioeconomía, biología, 
bioquímica, microbiología, bioinformática, 
biología molecular, neurotecnología e inge-
niería genética, geoingeniería y sus ensayos 
y análisis.

d) Servicios geológicos y de prospección 
y servicios relacionados con la electrónica y 
las comunicaciones.

e) Servicios profesionales, únicamente 
en la medida que sean de exportación, con 
el agregado de la nueva ley 27.570 (art. 1°), 
de que estén comprendidos dentro de los si-
guientes:

i) Servicios jurídicos, de contabilidad ge-
neral, consultoría de gerencia, servicios ge-
renciales y servicios de relaciones públicas, 
auditoría, cumplimiento normativo, aseso-
ramiento impositivo y legal;

ii) Servicios de traducción e interpreta-
ción, gestión de recursos humanos (búsque-
da, selección y colocación de personal);

iii) Servicios de publicidad, creación y 
realización de campañas publicitarias 
(creación de contenido, comunicación insti-
tucional, estrategia, diseño gráfico/web, di-
fusión publicitaria);

iv) Diseño: diseño de experiencia del usua-
rio, de producto, de interfaz de usuario, di-
seño web, diseño industrial, diseño textil, 
indumentaria y calzado, diseño gráfico, di-
seño editorial, diseño interactivo;

v) Servicios arquitectónicos y de ingenie-
ría: asesoramiento sobre arquitectura (ela-
boración y diseño de proyectos y planos y 
esquemas de obras, planificación urba-
na), diseño de maquinaria y plantas in-
dustriales, ingeniería, gestión de proyectos 
y actividades técnicas en proyectos de in-
geniería.

f ) Nanotecnología y nanociencia.

g) Industria aeroespacial y satelital, tec-
nologías espaciales.

h) Ingeniería para la industria nuclear.

i) Fabricación, puesta a punto, man-
tenimiento e introducción de bienes y 
servicios orientados a soluciones de au-
tomatización en la producción que in-
cluyan ciclos de retroalimentación de 
procesos físicos a digitales y viceversa, es-
tando en todo momento, exclusivamente 
caracterizado por el uso de tecnologías de 
la industria 4.0, tales como inteligencia 
artificial, robótica e Internet industrial, 
Internet de las cosas, sensores, manufac-
tura aditiva, realidad aumentada y virtual.

También quedan comprendidas las ac-
tividades de ingeniería, ciencias exactas y 
naturales, ciencias agropecuarias y ciencias 
médicas vinculadas a tareas de investiga-
ción y desarrollo experimental.

La Autoridad de Aplicación dictará las 
normas aclaratorias tendientes a precisar 

Tho
mso

n R
eu

ter
s



38 • IMPUESTOS | PP • TRIBUTARIO NACIOnal - Opinión﻿

Régimen de Promoción de la Economía del Conocimiento reformulado durante el actual Gobierno

el alcance de las actividades y rubros com-
prendidos en el presente régimen. Asimismo, 
el Poder Ejecutivo Nacional podrá ampliar 
los rubros y/o actividades en virtud de las 
tecnologías emergentes.

V. Registro

Por medio del art. 3º de la ley, se creó el 
Registro Nacional de Beneficiarios del Régi-
men de Promoción de la Economía del Co-
nocimiento (en adelante “el Registro”), en 
el que deberán inscribirse quienes deseen 
acceder al régimen creado por la presente 
ley, sujeto a las condiciones que establezca 
la reglamentación.

VI. Beneficiarios del régimen. Requisi-
tos de inscripción y revalidación

VI.1. Requisitos de inscripción

Podrán acceder a los beneficios del pre-
sente Régimen, las personas jurídicas 
constituidas en la República Argentina o 
habilitadas para actuar dentro de su territo-
rio, que se encuentren en curso normal de 
cumplimiento de sus obligaciones fiscales, 
laborales, gremiales y previsionales debi-
damente acreditados con el certificado de 
libre deuda de la entidad respectiva, y desa-
rrollen en el país por cuenta propia y como 
actividad principal alguna/s de la/s acti-
vidad/es mencionadas en el sub apartado 
IV.2 de la presente colaboración.

A efectos de su inscripción en el Registro, 
deberán acreditar, en las formas y condicio-
nes que determine la Autoridad de Aplica-
ción:

Respecto de la/s actividad/es promovida/s:

a) Que el setenta por ciento (70%) de su 
facturación total del último año se genere a 
partir de las actividades promovidas.b) Para 
aquellos casos en que la persona jurídica no 
contara aún (1) con facturación en la/s ac-
tividad/es promovida/s, podrá solicitar su 
inscripción en el Registro acreditando feha-
cientemente el desarrollo de dichas activi-

(1) Término observado por el Poder Ejecutivo Nacio-
nal mediante dec. 818/2020 (BO 26/10/2020).

dades de manera intensiva para incorporar 
conocimientos derivados de avances cien-
tíficos y tecnológicos en sus productos, ser-
vicios o procesos productivos, con el fin de 
agregar valor e innovación, en los términos 
y alcances que establezca la reglamentación 
junto con la documentación y/o requisitos 
que a esos efectos se soliciten.

Las empresas que desarrollen las acti-
vidades descritas en los puntos a) y/o e) 
del apartado IV.2 de la presente colabora-
ción (o sea, software y servicios informáti-
cos y digitales y/o servicios profesionales 
de exportación, respectivamente), deberán 
acreditar la realización de la/s actividad/es 
promovida/s de conformidad a la previsión 
dispuesta en el punto a) precedente, aun 
cuando pudieran realizar, de corresponder, 
alguna de las otras actividades que el men-
cionado artículo establece.

Adicionalmente, las empresas interesa-
das en inscribirse en el Registro deberán 
reunir al menos dos [2] de los siguientes re-
quisitos que se detallan a continuación, con 
relación a la/s actividad/es promovida/s:

I. Acreditar la realización de mejoras 
continuas en la calidad de sus servicios, 
productos y/o procesos, o mediante una 
norma de calidad reconocida aplicable a 
sus servicios, productos y/o procesos.

II. Acreditar la realización de inversiones 
en actividades de:

II.a. Capacitación de sus empleados y/o 
destinatarios en general, en temáticas rela-
cionadas con la economía del conocimien-
to, en un porcentaje respecto de su masa 
salarial del último año de al menos un uno 
por ciento (1%) para las microempresas, 
dos por ciento (2%) para las pequeñas y 
medianas (en los términos del art. 2° de la  
ley 24.467 y sus normas modificatorias y 
complementarias), y cinco por ciento (5%) 
para grandes empresas. Podrán computar-
se por el doble de su valor, aquellas inversio-
nes en capacitación destinadas a población 
desocupada menor de veinticinco años y 
mayor de cuarenta y cinco años, mujeres 
que accedan por primera vez a un empleo 
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formal y/u otros grupos vulnerables deter-
minados por la autoridad de aplicación. En 
todos los casos estas inversiones en capaci-
taciones deberán llevarse adelante con en-
tidades del sistema de educación; o

II.b. Investigación y desarrollo (que inclu-
ya novedad, originalidad y/o creatividad) 
en un porcentaje respecto de su facturación 
total del último año de al menos el uno por 
ciento (1%) para las microempresas y dos 
por ciento (2%) para las pequeñas y media-
nas empresas (en los términos del art. 2° de 
la ley 24.467 y sus normas modificatorias y 
complementarias), y tres por ciento (3%) 
para las grandes empresas.

Respecto de las empresas que desarro-
llen la actividad descripta en el punto e) 
del subapartado IV.2 de la presente colabo-
ración (servicios profesionales de exporta-
ción), resultarán aplicables los porcentajes 
indicados para las grandes empresas.

III. Acreditar la realización de exportacio-
nes de bienes y/o servicios que surjan del 
desarrollo de alguna de las actividades pro-
movidas y/o del desarrollo y aplicación in-
tensiva de estas, en un porcentaje respecto 
de su facturación total del último año de al 
menos cuatro por ciento (4%) para las Mi-
cro Empresas y diez por ciento (10%) para 
las Pequeñas y Medianas Empresas (en los 
términos del art. 2° de la ley 24.467 y sus 
normas modificatorias y complementa-
rias), y trece por ciento (13%) para las gran-
des empresas.

Las empresas que desarrollen la actividad 
descripta en el punto e) del subapartado 
IV.2 de la presente colaboración (servicios 
profesionales de exportación), deberán 
cumplimentar los requisitos establecidos 
en los puntos 1) y 2) precedentes.

VI.2. Revalidación

Las empresas inscriptas en el Registro, a 
efectos de mantener su condición de ins-
criptas, deberán acreditar cada dos [2] años 
a contar desde su inscripción en el mencio-
nado Registro, que:

- se encuentran en curso normal de cum-
plimiento de sus obligaciones fiscales, la-
borales, gremiales y previsionales;

- mantienen y/o incrementen su nómina 
de personal respecto de la declarada al mo-
mento de la presentación de su solicitud de 
inscripción según los criterios que establez-
ca la Autoridad de Aplicación. Este requisi-
to podrá ser auditado anualmente;

- continúan cumpliendo las exigencias 
referidas a las actividades promovidas;

- los requisitos adicionales acreditados al 
momento de su inscripción han sido incre-
mentados en un porcentaje que al efecto 
establecerá la Autoridad de Aplicación se-
gún tamaño de empresa y el tipo de activi-
dad promovida.

El incumplimiento de cualquiera de es-
tos compromisos dará lugar a la aplicación 
de las sanciones a las que me refiero en el 
apartado XII de la presente colaboración.

Estos se deberán cumplir de acuerdo con 
las formas y condiciones que establezca la 
Autoridad de Aplicación.

La Autoridad de Aplicación podrá con-
sultar a organismos especializados del sis-
tema nacional o provincial de innovación, 
ciencia y tecnología -de manera no vin-
culante- para recibir asesoramiento a fin 
de evaluar el encuadramiento al momen-
to de la inscripción, determinar la propor-
cionalidad del beneficio y para analizar los 
requisitos incrementales fijados en la reva-
lidación bienal de aquellas empresas que 
soliciten la inscripción al régimen bajo la 
modalidad descripta en el VI.1.b de la pre-
sente colaboración.

VII. Exclusión del “autodesarrollo”

La nueva ley 27.570, trae como trascen-
dental diferencia respecto de su modifica-
da 27.506, que ahora queda excluida del 
Régimen la actividad de autodesarrollo, y, 
por ende, no podrá ser computado dentro 
del porcentaje de facturación exigido para 
constituir actividad promovida.
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Y mantiene la definición de autodesarro-
llo establecida en la ley 27.506, entendién-
dose por tal el realizado por una persona 
jurídica para su propio uso o para empresas 
vinculadas societaria y/o económicamen-
te, y en todos los casos revistiendo el carác-
ter de usuario final.

Considero desafortunada esta exclusión 
del autodesarrollo, por cuanto se trata de 
actividades que ameritan, en mi opinión, 
ser consideradas dentro del régimen de 
promoción por ser motores de la economía, 
que en todo caso podrían ser objeto de con-
troles exhaustivos para evitar algún tipo de 
maniobra de parte de los grupos económi-
cos, pero no descartadas por completo para 
su consideración dentro del Régimen que 
nos ocupa.

De todas maneras, entiendo que el au-
todesarrollo de software y servicios in-
formáticos debería ser computable si las 
compañías vinculadas adquirentes lo des-
tinaran a su comercialización a terceros, 
aspecto que bien vendría que fuese crista-
linamente aclarado por la reglamentación 
a dictarse.

VIII. Microempresas

Se agrega que cuando se trate de mi-
croempresas (siempre en los términos del 
art. 2° de la ley 24.467 y sus modificatorias), 
con antigüedad menor a tres años desde el 
inicio de actividades, para acceder al régi-
men solo deberán acreditar que desarro-
llan en el país, por cuenta propia y como 
actividad principal, alguna de las activida-
des mencionadas en IV.2. de la presente co-
laboración.

Transcurridos cuatro años de la ins-
cripción en el Registro o, en ocasión de 
dejar de encontrarse enmarcada como mi-
croempresa, lo que ocurra primero, debe-
rán dar cumplimiento a los requisitos del 
apartado VI.

Lo dispuesto precedentemente no re-
sultará aplicable respecto de aquellas em-
presas que desarrollen como actividad 
promovida la descrita en el punto e) del 

apartado IV.2 de la presente colaboración 
(servicios profesionales de exportación).

IX. Beneficios fiscales previstos en el  
régimen

IX.1. Estabilidad de los beneficios

Según la nueva ley 27.570, los sujetos al-
canzados por este Régimen gozarán de 
la estabilidad de los beneficios que este 
establece, respecto de su/s actividad/es 
promovida/s, a partir de la fecha de su ins-
cripción en el Registro, y por el término de 
su vigencia, siempre que cumplan con las 
verificaciones de las exigencias que dicho 
régimen prevé (realización de auditorías, 
controles anuales y revalidación bienal a 
la que hace referencia el último párrafo del 
apartado VI.2 de la presente colaboración, 
entre otros compromisos).

Francamente, no me resulta clara esta 
nueva redacción. Era mucho más claro el 
texto original de la ley 27.506 que estable-
cía estabilidad fiscal respecto de las activi-
dades objeto de promoción, en el sentido 
de no ver incrementada la carga tributaria 
total de los beneficiarios determinada al 
momento de su solicitud de adhesión al Re-
gistro, y se había establecido expresamen-
te que dicha estabilidad alcanzaba tanto a 
todos los tributos nacionales (impuestos 
directos, tasa y contribuciones) como así 
también a los derechos o aranceles de im-
portación y exportación.

En otras palabras, tal como quedó redac-
tado este “beneficio” con la modificación 
de la ley 27.570, no parece tratarse de un 
beneficio concreto especialmente otorga-
do por este régimen. No veo que se a los 
beneficiarios se los exima de que ni a nivel 
nacional, provincial ni municipal, vean in-
crementada su carga tributaria durante la 
vigencia del Régimen.

IX.2. Bono de crédito fiscal por contribu-
ciones patronales

Según el nuevo texto de la ley 27.570, los 
beneficiarios del Régimen podrán convertir 
en un bono de crédito fiscal intransferible 
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(según la ley original 27.506 era transferi-
ble una sola vez) hasta el setenta por cien-
to (70%) de las contribuciones patronales 
que hayan efectivamente pagado con des-
tino a los sistemas y subsistemas de la Se-
guridad Social, respecto de los empleados 
debidamente registrados afectados a la/s 
actividad/es definidas en el apartado IV de 
la presente colaboración.

Dichos bonos podrán ser utilizados por 
el término de veinticuatro meses desde su 
emisión para la cancelación de tributos na-
cionales, en particular el IVA y otros im-
puestos nacionales y sus anticipos, en caso 
de proceder, excluido el impuesto a las ga-
nancias. Este plazo podrá prorrogarse por 
doce meses por causas justificadas según lo 
establecido por la autoridad de aplicación.

El bono de crédito fiscal no podrá utili-
zarse para cancelar deudas anteriores a la 
efectiva incorporación del beneficiario al 
Régimen y, en ningún caso eventuales sal-
dos a su favor harán lugar a reintegros o de-
voluciones por parte del Estado nacional.

Sin perjuicio de lo dispuesto precedente-
mente, exclusivamente aquellos beneficiarios 
que acrediten exportaciones provenientes de 
su/s actividad/es promovida/s podrán op-
tar que el beneficio establecido en el primer 
párrafo sea utilizado para la cancelación de 
impuesto a las ganancias en un porcenta-
je no mayor al porcentaje de exportaciones 
informado durante su inscripción.

En ningún caso el bono de crédito fis-
cal podrá superar ni individual ni conjun-
tamente el setenta por ciento (70%) de las 
contribuciones patronales que hubiese co-
rrespondido pagar por el personal afectado 
a la/s actividad/es promovida/s.

Para todos los casos, el beneficio aplicado 
sobre las contribuciones patronales tendrá 
un límite de alcance de hasta el equivalente 
a siete veces la cantidad de empleados de-
terminada para el tramo II de las empresas 
medianas del sector servicios, en los tér-
minos del art. 2° de la ley 24.467 y sus mo-
dificatorias. Superado el tope máximo de 
personal señalado en el párrafo anterior, la 

franquicia prevista precedentemente resul-
tará computable adicionalmente respec-
to de las nuevas incorporaciones laborales 
debidamente registradas, en la medida en 
que dichas incorporaciones signifiquen 
un incremento en la nómina total de em-
pleados declarados al momento de la ins-
cripción en el Registro y siempre que estas 
estuvieran afectadas a la realización de la/s 
actividad/es promovida/s. La Autoridad de 
Aplicación podrá establecer parámetros al 
alcance de las nuevas incorporaciones.

El bono de crédito fiscal al que me refie-
ro en este subapartado y en el siguiente no 
será computable por sus beneficiarios para 
la determinación de la ganancia neta en el 
impuesto a las ganancias.

La Autoridad de Aplicación y la AFIP, en 
el marco de sus respectivas competencias, 
regularán las formas y condiciones de emi-
sión, registración y utilización del bono de 
crédito fiscal.

A los fines del otorgamiento de los bonos 
de crédito fiscal se deberá fijar un cupo fis-
cal, el cual será distribuido sobre la base de 
los criterios y las condiciones que al efecto 
establezca la Autoridad de Aplicación.

Dicho cupo fiscal deberá incluir el monto 
de los beneficios relativos a los beneficia-
rios incorporados al Régimen que resul-
ten necesarios para la continuidad de la 
promoción, debiendo fijarse mediante la  
Ley de Presupuesto General para la Ad-
ministración Nacional, sobre la base de la 
propuesta que al respecto elabore la Auto-
ridad de Aplicación junto con el Ministerio 
de Economía.

IX.3. Incentivos adicionales

El monto del beneficio previsto en el pun-
to anterior ascenderá al ochenta por cien-
to (80%) de las contribuciones patronales 
que se hayan efectivamente pagado, con 
destino a los sistemas y subsistemas de se-
guridad social, cuando se trate de nuevas 
incorporaciones laborales debidamente re-
gistradas, de:
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a) Mujeres.

b) Personas travestis, transexuales y 
transgénero, hayan o no rectificado sus da-
tos registrales, de conformidad con lo esta-
blecido en la ley 26.743.

c) Profesionales con estudios de posgra-
do en materia de ingeniería, ciencias exac-
tas o naturales.

d) Personas con discapacidad.

e) Personas residentes de “zonas desfavo-
rables y/o provincias de menor desarrollo 
relativo”.

f) Personas que, previo a su contratación, 
hubieran sido beneficiarias de planes so-
ciales, entre otros grupos de interés a ser 
incorporados a criterio de la autoridad de 
aplicación, siempre que se supere la canti-
dad del personal en relación de dependen-
cia oportunamente declarado.

La Autoridad de Aplicación establecerá 
además las definiciones y aclaraciones que 
estime pertinentes, a los fines de tornar ope-
rativa la franquicia.

Cabe recordar que la AFIP dictó oportu-
namente su RG 4052 (BO 30/12/2019), me-
diante la cual estableció el procedimiento 
para la aplicación y/o cesión de los bonos 
de crédito fiscal aplicables a la cancelación 
de anticipos y/o saldos de declaración ju-
rada del impuesto a las ganancias y al valor 
agregado, en el marco del presente Régi-
men, pero antes de las modificaciones de la 
reciente ley 27.570.

En dicha norma estableció también la 
forma en que los beneficiarios del régimen 
de promoción de la industria del software 
de la ley 25.922, podrán transferir los sal-
dos de los bonos de crédito fiscal no apli-
cados al 31/12/2019, efectuándola a través 
del servicio “Administración de Incentivos 
y Créditos Fiscales”, servicio web.

Veremos si la AFIP adecua dicha norma a 
las modificaciones de la ley 27.570 que mo-
tiva la presente colaboración.

IX.4. Reducción de la alícuota del impues-
to a las ganancias

Conforme la nueva ley 27.570, los benefi-
ciarios del presente Régimen tendrán una re-
ducción de un porcentaje respecto del monto 
total del impuesto a las ganancias correspon-
diente a la/s actividad/es promovida/s, deter-
minado en cada ejercicio, de acuerdo con el 
siguiente esquema: sesenta por ciento (60%) 
para micro y pequeñas empresas, cuarenta 
por ciento (40%) para empresas medianas y 
veinte por ciento (20%) para grandes empre-
sas. Dicho beneficio será aplicable tanto a las 
ganancias de fuente argentina como a las de 
fuente extranjera, en los términos que esta-
blezca la Autoridad de Aplicación.

Este beneficio será de aplicación para los 
ejercicios fiscales que se inicien con pos-
terioridad a la fecha de inscripción del be-
neficiario en el Registro. O sea que, si el 
beneficiario se inscribe en el Registro du-
rante el año en curso, gozará de la reduc-
ción en el monto total del impuesto a las 
ganancias (i) según el tamaño de empresa, 
(ii) solo por su/s actividad/es promovida/s 
y (iii) recién a partir del ejercicio fiscal que 
se inicie en el año 2021.

Este punto también lo han alterado ne-
gativamente con la nueva ley 27.570, 
por cuanto en la versión original de la  
ley 27.506, el beneficio consistía en que to-
dos los beneficiarios del Régimen iban a 
quedar alcanzados a la alícuota reducida del 
15% sobre el total de sus ingresos gravados, 
originados o no en actividades promovidas.

Tal como quedó conforme la nueva  
ley 27.570, esta disposición, además del 
mayor impacto impositivo, conlleva un in-
cremento de costos administrativos, por 
cuanto obligará a llevar una doble registra-
ción de operaciones, separando entre no 
promovidas (alcanzadas por la alícuota ge-
neral del gravamen) y promocionadas (be-
neficiadas por la reducción de alícuota).

IX.5. No sujeción a retenciones y percep-
ciones de IVA

Los beneficiarios del presente régimen 
que efectúen operaciones de exportación 
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respecto de la/s actividad/es promovida/s, 
no serán sujetos pasibles de retenciones y 
percepciones del IVA.

La AFIP expedirá la respectiva constancia 
del beneficio dispuesto en el párrafo prece-
dente, en las formas y condiciones que esta-
blezca la reglamentación.

Adicionalmente, el organismo fiscal po-
drá expedir la referida constancia a otros 
beneficiarios que, por las particulares ca-
racterísticas de sus actividades, contarán 
con la aprobación por parte del Ministerio 
de Desarrollo Productivo y del Ministerio 
de Economía.

Este beneficio también fue acotado, en 
relación con la ley 27.506 original, en la cual 
se otorgaba la exclusión de retenciones y 
percepciones de manera amplia, y no sola-
mente para quienes efectúen operaciones 
de exportación respecto de la/s actividad/
es promovidas.

Se recuerda que la AFIP dictó su norma 
reglamentando esta solicitud, mediante su 
RG 4656 (BO 30/12/2019), que no sabemos 
si merecerá o no adecuación en algún as-
pecto, a partir de la sanción de la ley 27.570 
que nos ocupa o mantendrá dicha norma 
reglamentaria, la cual también hace refe-
rencia a los “antiguos” beneficiarios del 
régimen de promoción de la industria del 
software de la ley 25.922. En mérito a la bre-
vedad, remitimos al lector interesado a la 
lectura de dicha RG.

IX.6. Impuesto a las ganancias

Los beneficiarios del presente régimen, 
podrán considerar como gasto deducible a 
los fines de la determinación del impuesto 
a las ganancias, al monto equivalente a los 
gravámenes análogos efectivamente paga-
dos o retenidos en el exterior, con motivo 
de los ingresos obtenidos en contrapresta-
ción de las actividades comprendidas en el 
sub apartado IV.2 de la presente colabora-
ción, en la medida en que dichos ingresos 
fueran considerados ganancias de fuente 
argentina, en los términos de la ley del im-
puesto a las ganancias.

Cabe mencionar que en la versión origi-
nal de la ley 27.506, este beneficio consis-
tía en que los pagos en efecto realizados o 
retenciones efectivamente sufridas (am-
bos en el exterior), de impuestos análogos 
a nuestro impuesto a las ganancias, por ex-
portaciones de servicios, podían computar-
se como crédito de impuesto (tax credit) de 
las rentas de fuente argentina, hasta el lími-
te del incremento de la obligación tributa-
ria originado por la incorporación de esas 
ganancias.

Con la redacción actual, dichas reten-
ciones pasarán a ser un costo más para los 
exportadores de servicios promovidos ar-
gentinos.

Sin embargo, no debe soslayarse que las 
mencionadas retenciones se podrían com-
putar como crédito de impuesto en la me-
dida en que exista un Convenio para evitar 
la Doble Imposición entre Argentina y el 
país en el cual se genera la retención, que 
lo permita.

IX.7. Aplicación conjunta de beneficios

Los beneficios que confiere este Régi-
men promocional podrán ser aplicados 
juntamente con los del art. 9°, inc. b) de la  
ley 23.877 (2) (de promoción y fomento de 

(2) Art. 9°, ley 23.877 - Facúltase al Poder Ejecutivo 
Nacional a instrumentar los siguientes mecanismos: 
...b) De promoción y fomento fiscales: Las empresas 
podrán obtener de manera automática un certificado 
de crédito fiscal de hasta diez por ciento (10%) o cinco 
millones de pesos ($ 5.000.000), el que fuera menor, 
de los gastos elegibles realizados en investigación, 
desarrollo e innovación tecnológica para el pago de 
impuestos nacionales. Dicho certificado podrá ser uti-
lizado solo para la modalidad indicada en los incisos 
a)1. y b) del artículo 10 de esta ley. El beneficio podrá 
materializarse en un plazo no mayor a dos años de 
la ejecución del gasto y no podrá ser compatible con 
otros regímenes promocionales. La autoridad de apli-
cación definirá el criterio de elegibilidad de los gastos 
en investigación, desarrollo e innovación tecnológica 
para el crédito fiscal, debiendo estar contablemente 
individualizados. En ningún caso los citados gastos 
podrán vincularse con los gastos operativos de las 
empresas. Dicha autoridad definirá el procedimiento 
para auditar las declaraciones juradas de gastos de 
las empresas beneficiarias con el fin de garantizar la 
transparencia y establecerá las sanciones previstas en 
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la innovación tecnológica), la ley 24.331 
(de zonas francas) y la ley 26.270 (promo-
ción para el desarrollo y producción de la 
biotecnología moderna), no siendo de apli-
cación las restricciones allí contenidas. En 
cualquier caso, para acceder a los bene-
ficios deberá darse cumplimiento con los 
requisitos establecidos en la normativa 
aplicable.

X. Régimen informativo. Verificación y 
control

La ley hace referencia a un régimen in-
formativo a cumplir por los beneficiarios 
del presente régimen de promoción, el cual 
será establecido en la reglamentación.

En materia de verificación y control, se 
dispone que la Autoridad de Aplicación, 
por sí o a través de universidades naciona-
les, organismos especializados o colegios 
o consejos profesionales de cada jurisdic-
ción, realizará auditorías, verificaciones, 
inspecciones, controles y/o evaluaciones 
con el fin de constatar el debido cumpli-
miento de las obligaciones y compromisos 
a cargo de los beneficiarios y el manteni-
miento de las condiciones que hubieren 
posibilitado su encuadramiento en el ré-
gimen.

Las mencionadas tareas serán solventa-
das por los beneficiarios mediante el pago 
de una tasa, la que en ningún caso podrá 
exceder el cuatro por ciento (4%) calcula-
do sobre el monto de los beneficios fiscales 
obtenidos en el marco del régimen.

La Autoridad de Aplicación establecerá 
el procedimiento para determinar el por-
centaje, plazo y forma de pago, así como las 
demás condiciones para la percepción de 
dicha tasa.

el artículo 15 bis de la presente ley. El Poder Ejecutivo 
nacional fijará anualmente el cupo de los créditos fis-
cales establecidos en el primer párrafo de este inciso, 
el cual no podrá superar los dos mil millones de pesos 
($ 2.000.000.000) anuales. (Inciso sustituido por art. 
308 de la Ley 27.430, BO 29/12/2017. Vigencia: a par-
tir del día siguiente al de su publicación en el Boletín 
Oficial).

XI. Envío de información a cargo de la 
AFIP

Se dispone que la AFIP proporcionará a 
la Autoridad de Aplicación la información 
que esta le requiera a efectos de verificar 
y controlar el cumplimiento de las condi-
ciones de acceso y permanencia en el régi-
men, no rigiendo ante ese requerimiento, 
el instituto del secreto fiscal dispuesto en el 
art. 101 de la ley de Procedimiento Fiscal.

A dicho efecto, la solicitud de inscripción 
del beneficiario en el Registro implicará el 
consentimiento pleno y su autorización a 
favor de la AFIP, para la transferencia de di-
cha información a la Autoridad de Aplica-
ción y su procesamiento.

En caso de detectarse incumplimientos 
por parte de los beneficiarios, la Autoridad 
de Aplicación informará de ello al Organis-
mo Recaudador.

XII. Sanciones

El nuevo art. 15 de la ley 27.506, modifi-
cada por la 27.570, establece que el incum-
plimiento de las disposiciones del presente 
Régimen, del régimen informativo y/o la 
falsedad de la información declarada por 
el beneficiario y/o documentación pre-
sentada, dará lugar a la aplicación, en for-
ma individual o conjunta, de las siguientes 
sanciones, sin perjuicio de las que pudie-
ran corresponder por aplicación de la legis-
lación penal y/o previsional y/o tributaria:

a) Suspensión del goce de los beneficios 
del presente régimen por el período que 
dure el incumplimiento. Esta suspensión 
no podrá ser menor a tres [3] meses ni ma-
yor a un [1] año. Durante la suspensión no 
podrá utilizarse el bono de crédito fiscal 
para la cancelación de tributos nacionales.

b) Baja del Régimen.

c) Revocación de la inscripción como be-
neficiario, la que tendrá efectos desde la fe-
cha de inscripción o desde el momento de 
configuración del incumplimiento grave, 
de acuerdo con la gravedad del incumpli-
miento.
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d) Pago de los tributos no ingresados, con 
más sus intereses y accesorios.

e) Devolución a la Autoridad de Aplica-
ción del bono de crédito fiscal en caso de 
no haberlo aplicado.

f) Inhabilitación para inscribirse nueva-
mente en el registro de beneficiarios.

g) Imposición de multas por un monto 
que no podrá exceder del cien por ciento 
(100%) del beneficio otorgado o aprove-
chado en incumplimiento de la normativa 
aplicable.

Para la evaluación y valoración de las san-
ciones, la Autoridad de Aplicación deberá 
tener en cuenta la gravedad de la infrac-
ción, el perjuicio fiscal y los antecedentes 
de la empresa en el cumplimiento del régi-
men.

Asimismo, se incorpora el art. 15 bis a la 
ley original 27.506, por medio del cual se 
dispone que, en caso de acaecimiento de 
alguna de las siguientes situaciones se pro-
ducirá el decaimiento de pleno derecho de 
los beneficios, a saber:

a) Reducción de la plantilla de perso-
nal registrada afectada a la/s actividad/es 
promovida/s enumeradas en el subaparta-
do IV.2 de la presente colaboración al mo-
mento de su inscripción en el Registro, por 
un plazo que exceda los sesenta días corri-
dos de producido el cese del vínculo o de la 
suspensión que hubiere ocasionado tal al-
teración cuantitativa.

b) Detección de trabajadores no regis-
trados en los términos del art. 7° de la ley 
24.013.

c) Incorporación en el Registro Público 
de Empleadores con Sanciones Laborales 
(REPSAL).

d) Verificación de la utilización de prácti-
cas fraudulentas para la obtención y/o en el 
uso del beneficio.

XIII. Tratamiento aplicable a los benefi-
ciarios de la ley 25.922 de promoción del 
software y servicios informáticos

Se dispone que los saldos de los bonos 
de crédito fiscal no aplicados al 31/12/2019 
por los beneficiarios del Régimen de Pro-
moción de la Industria del Software de la 
ley 25.922 y su modificatoria, se manten-
drán vigentes hasta su agotamiento.

También se establece que, a partir de la 
promulgación de la ley que nos ocupa y 
hasta su entrada en vigencia, los benefi-
ciarios del Régimen de Promoción de la 
Industria del Software de la ley 25.922 de-
berán expresar su voluntad de continuar en 
el Régimen de Promoción de la Economía 
del Conocimiento, a través de la presenta-
ción de la respectiva solicitud de adhesión.

Cumplidas las formalidades establecidas 
al efecto, los interesados serán incorpora-
dos en el Registro, considerándose como 
fecha de inscripción el día 01/01/2020. Para 
ello, deberán encontrarse en curso nor-
mal de cumplimiento de sus obligaciones 
respecto del Régimen de la Industria del  
Software.

A tal efecto, se entenderá que una empre-
sa beneficiaria de la citada ley 25.922 se en-
cuentra en curso normal de cumplimiento 
de sus obligaciones promocionales respec-
to del Régimen de la Industria del Software, 
cuando así lo refleje el resultado de los in-
formes anuales de auditoría previstos en el 
art. 24 de dicha ley, o bien se encuentren 
subsanadas las observaciones formuladas 
en ellos, según lo determine la autoridad de 
aplicación.

XIV. Costo para los beneficiarios. Apor-
te para el financiamiento

Se crea el “Fondo Fiduciario para la Pro-
moción de la Economía del Conocimiento” 
(FONPEC), que se conformará como un fi-
deicomiso de administración y financiero 
con los alcances y limitaciones establecidos 
en la ley y su reglamentación, aplicándose, 
supletoriamente, las normas del Código Ci-
vil y Comercial de la Nación.
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XIV.1. Objeto

El FONPEC y los fideicomisos que en su 
marco se establezcan, tendrán por obje-
to financiar actividades de capacitación y 
formación para fortalecer las actividades 
promovidas en la ley, apoyar inversiones 
productivas, financiar capital de trabajo, 
promover el desarrollo de empresas am-
bientalmente sustentables, fomentar la 
inserción comercial internacional de las 
empresas, las actividades de innovación 
productiva y nuevos emprendimientos que 
se encuadren en las actividades promovi-
das enumeradas en el sub apartado IV.2 de 
la presente colaboración.

El fondo tendrá como objeto el financia-
miento de las actividades precedentemen-
te mencionadas, siendo las destinatarias 
de estos las micro, pequeñas y medianas 
empresas y nuevos emprendimientos en el 
marco de los sectores y actividades promo-
vidas en el presente régimen de promoción. 
La Autoridad de Aplicación establecerá las 
formas y condiciones de acceso a las herra-
mientas de financiamiento que se otorguen 
en el marco del FONPEC.

XIV.2. Recursos del FONPEC

I. El FONPEC contará con un patrimonio 
constituido por los bienes fideicomitidos, 
que en ningún caso constituyen, ni serán 
considerados como recursos presupuesta-
rios, impositivos o de cualquier otra natura-
leza que pongan en riesgo el cumplimiento 
del fin al que están afectados, ni el modo u 
oportunidad en que se realice. Dichos bie-
nes son:

a) Aportes de los beneficiarios del Régi-
men por un monto equivalente de hasta el 
cuatro por ciento (4%) del monto total de 
los beneficios percibidos.

b) Los recursos que anualmente se asig-
nen a través de las correspondientes leyes 
de Presupuesto General de la Administra-
ción Nacional u otras leyes que se sancio-
nen.

c) Los ingresos por legados o donaciones.

d) Los fondos provistos por organismos 
nacionales, provinciales, de la CABA, inter-
nacionales u organizaciones no guberna-
mentales.

e) Los fondos que se puedan generar o 
recuperar como consecuencia de la apli-
cación de los programas y ejecución de los 
objetivos del fondo.

f) Las rentas y frutos de estos activos.

g) Los fondos provenientes de la colo-
cación por oferta pública de valores nego-
ciables emitidos por el fondo a través del 
mercado de capitales.

h) Los fondos provenientes de empresas 
públicas o privadas, nacionales o extranje-
ras, que decidan apoyar el desarrollo de la 
industria de la economía del conocimiento.

i) Los ingresos por las penalidades previs-
tas ante el incumplimiento de la ley.

j) Recursos provenientes de saldos no uti-
lizados o remanentes de fondos extrapre-
supuestarios establecidos por la Autoridad 
de Aplicación, en tanto se encuentren cum-
plidas en su totalidad las tareas a las que se 
encontraren afectados.

II. Los fondos integrados al FONPEC se 
depositarán en una cuenta especial del fi-
duciario, quien actuará como agente finan-
ciero. Con los recursos del FONPEC y como 
parte integrante de este, la Autoridad de 
Aplicación podrá crear diferentes patrimo-
nios de afectación para lograr una mejor in-
versión, asignación y administración de los 
fondos disponibles.

XIV.3. Contrato de fideicomiso. Suscrip-
ción. Sujetos

El contrato de fideicomiso del Fondo Fi-
duciario para la Promoción de la Econo-
mía del Conocimiento será suscripto entre 
el Ministerio de Desarrollo Productivo, o 
quien este designe, como fiduciante, y la 
entidad pública, entidad bancaria pública 
o sociedad controlada por cualquiera de es-
tas que designe la autoridad de aplicación, 
como fiduciario.
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XIV.4. Comité directivo

I. La dirección del fondo estará a cargo de 
un comité directivo, que tendrá la compe-
tencia para realizar el análisis y definir la 
elegibilidad de las entidades a las que se 
proveerá financiamiento o aportes, la fija-
ción del otorgamiento de las herramientas 
financiadas con el FONPEC. A esos efectos 
deberá atenerse a los criterios de distribu-
ción que establezca la autoridad de aplica-
ción.

II. Las funciones y atribuciones del comi-
té serán definidas en la reglamentación.

III. El comité estará integrado por repre-
sentantes de las jurisdicciones con com-
petencia en la materia, de acuerdo con las 
formas y condiciones que establezca la re-
glamentación. La presidencia estará a cargo 
de la Autoridad de Aplicación del presente 
régimen de promoción.

XIV.5. Duración

El FONPEC tendrá la misma duración que 
el Régimen motivo de la presente colabora-
ción. No obstante, ello, el fiduciario conser-
vará los recursos suficientes para atender 
los compromisos pendientes, reales o con-
tingentes, que haya asumido el fondo hasta 
la fecha de extinción de esas obligaciones.

XIV.6. Exenciones impositivas

Se exime al FONPEC y a su fiduciario, en 
sus operaciones directamente relacionadas 
con el FONPEC, de todos los impuestos, ta-
sas y contribuciones nacionales existentes y 
a crearse en el futuro, incluyendo el IVA y el 
impuesto a los créditos y débitos en cuentas 
bancarias y otras operatorias. La exención 
de este último impuesto será aplicable para 
los movimientos de las cuentas utilizadas 
exclusivamente a los fines de su creación.

XV. Adhesión de la CABA y de las pro-
vincias y municipios

Finalmente, se invita a las provincias, 
a la CABA y a los municipios a adherir al 
presente régimen mediante el dictado de 

normas de promoción análogas a las esta-
blecidas en la presente ley.

Al momento de la presente colaboración, 
sabemos que la CABA ha adherido al Régi-
men que nos ocupa (al menos en su versión 
antes de la reciente ley 27.570 que nos ocu-
pa), mediante su ley 6248 (BO 19/12/2019).

Lo mismo han llevado a cabo las provin-
cias de Santa Fe (ley 13.944, BO 27/12/2019), 
Córdoba (ley 10.649, BO 09/01/2020), La 
Pampa (ley 3199 BO, 03/01/2020), Tucumán 
(ley 9216, BO 30/12/2019), Catamarca (ley 
5639, BO 11/02/2020) y Chubut (ley IX-149, 
BO 12/06/2020).

XVI. Cláusulas transitorias

La nueva ley 27.570 incorpora un Capítu-
lo VII a la ley del presente Régimen, conte-
niendo las siguientes cláusulas transitorias:

Cláusula transitoria 1ª. Se establece que 
el Ministerio de Desarrollo Productivo será 
la Autoridad de Aplicación de la Ley de 
Promoción de la Industria del Software, 
N.º 25.922, en las cuestiones remanentes y 
transitorias.

Cláusula transitoria 2ª. Si con motivo del 
informe anual de auditoría previsto en el 
cuarto párrafo del apartado XIII de la pre-
sente colaboración, existieren ajustes al 
monto del beneficio percibido en el marco 
de la ley 25.922, se podrá descontar dichos 
montos sobre los beneficios que sean ob-
jeto de solicitudes en el marco del régimen 
creado por la presente ley, en los términos y 
condiciones que determine la autoridad de 
aplicación, sin perjuicio de la aplicación de 
otras medidas sancionatorias que puedan 
corresponder.

No obstante, lo previsto precedentemen-
te, los ajustes que se registren en el marco 
de la ley 25.922 no generarán, en ninguna 
circunstancia, un incremento del benefi-
cio solicitado en el marco del presente régi-
men, ni tampoco se reconocerán beneficios 
no percibidos oportunamente.

Cláusula transitoria 3ª. Se faculta al Jefe 
de Gabinete de Ministros a aprobar el Flujo 
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y Uso de Fondos para cada uno de los ejer-
cicios presupuestarios al Fondo Fiduciario 
para la Promoción de la Economía del Co-
nocimiento (FONPEC).

Cláusula transitoria 4ª. Durante el perío-
do de la vigencia de la emergencia pública 
en materia sanitaria establecida por el de-
creto de necesidad y urgencia 260/2020 y 
el aislamiento social preventivo y obligato-
rio dispuesto mediante decreto 297/2020 y 
sus sucesivas prórrogas, no será exigible, al 
momento de la inscripción en el Registro, la 
acreditación de cumplimiento de los requi-
sitos adicionales previstos en el apartado VI 
de la presente colaboración. Dicha acredi-
tación podrá ser diferida, a pedido del in-
teresado, por un plazo máximo de ciento 
ochenta días de finalizada la mencionada 
circunstancia excepcional, conforme lo es-
tablezca la Autoridad de Aplicación, dentro 
de los treinta días hábiles siguientes. Las 
empresas que optaren por la opción pre-
vista precedentemente deberán acreditar al 
momento de solicitar esta alternativa, que 
su nómina de personal ha sido incrementa-
da respecto de la nómina con la que conta-
ba al 31/12/2019.

La inobservancia de la acreditación dife-
rida en las formas, plazos y condiciones que 
al efecto establezca la autoridad de aplica-
ción, dará lugar a la revocación de la ins-
cripción en el Registro y la consecuente 
devolución de los beneficios promociona-
les usufructuados al amparo de esta.

Cláusula transitoria 5ª. Se deja estable-
cido que, en función de la emergencia pú-
blica en materia sanitaria establecida por el 
decreto de necesidad y urgencia 260/2020 
y el aislamiento social, preventivo y obliga-
torio dispuesto mediante decreto 297/2020 
y sus sucesivas prórrogas, no resultará exi-
gible el incremento proporcional previsto 
para la primera revalidación bienal a la que 
se refiere el subapartado VI.2 de la presente 
colaboración.

Volveremos con más novedades acer-
ca de este régimen, tan pronto vean la luz 
sus nuevas normas reglamentarias. Por lo 
pronto, no puedo dejar de expresar que los 
beneficios impositivos que confiere el régi-
men eran mejores en la versión original de 
la ley 27.506.
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El nuevo Régimen de Información 
de Planificaciones Fiscales

Silvina É. Coronello (*)

En el artículo se analiza, desde el punto de vista legal, cómo este nuevo mecanismo tiende 
a reemplazar las tareas de verificación y fiscalización de la AFIP, lo que lesionaría los dere-
chos, principios y garantías de los contribuyentes y de sus asesores fiscales.

I. Introducción

El fisco nacional implementó un nuevo 
Régimen de Información de Planificacio-
nes Fiscales para contribuyentes y asesores 
fiscales mediante la RG 4838/2020 (AFIP) 
publicada el 20/10/20 en el BO y vigente 
desde esa fecha.

La información requerida debe ser apor-
tada de manera exhaustiva, en lenguaje cla-
ro y preciso y describir en forma acabada la 
planificación fiscal realizada y la manera en 
que resulta una ventaja fiscal o cualquier 
otro tipo de beneficio en favor de alguna de 
las partes comprendidas en dicha planifi-
cación, o de un tercero.

En tal sentido se exige que se suministre 
una descripción completa de: (i) los he-
chos relevantes, (ii) los detalles relativos a 
las partes involucradas, (iii) cada elemento 
o transacción relevante de la planificación 
fiscal; y (iv) el análisis pormenorizado de 
las disposiciones legales y reglamentarias 
aplicables, incluso de la normativa extran-
jera.

En la resolución comentada se dispone 
que el organismo no emitirá respuesta al-
guna aceptando o rechazando la planifi-
cación informada, y que la información 
recabada por este régimen podrá ser obje-

to de intercambio de información con las 
jurisdicciones con las cuales el país cuente 
con acuerdos de intercambio de informa-
ción.

Al respecto consideramos que “[l]os dis-
tintos tipos de intercambio de informa-
ción constituyen las herramientas con que 
cuentan las administraciones tributarias 
para mejorar la recaudación, disminuir el 
grado de evasión y desalentar conductas 
nocivas, aunque deben ser utilizadas sin le-
sionar los derechos fundamentales de los 
contribuyentes”. Toda vez que pueden re-
sultar lesivas del secreto fiscal, del derecho 
a la intimidad y del derecho de defensa y 
debido proceso (1).

Por otra parte, se fijan plazos de cumpli-
miento para cada tipo de planificación fis-
cal, como así también, se dispone el deber 
de informar antes del 29/01/2021 todas las 
planificaciones implementadas (i) desde el 
01/01/2019 hasta el 20/10/2020 o (ii) con 
anterioridad al 01/01/2019 y que subsistan 
al 20/10/2020.

Todo lo cual, pareciera indicar que la re-
solución comentada ha creado sin fun-
damento legal un nuevo deber formal de 

(1) CORONELLO, Silvina "Acuerdos de intercambio de 
información tributaria y de fiscalización en el extranjero" 
en la obra colectiva "Derecho Internacional Tributario. 
Medidas Beps de transparencia tributaria", dirigida por 
BRACCIA, Mariano, publicada en agosto de 2019 por Ed. 
Edicon (Ed. del Consejo Profesional de Ciencias Econó-
micas).

(*) Abogada (UBA). Especialista en Derecho Tributario 
(UBA). Doctoranda en Derecho Fiscal (UBA). Estudio Co-
ronello & Asociados. Docente de grado y posgrado en dis-
tintas universidades.
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brindar información de manera constan-
te, generando un mecanismo tendiente a 
reemplazar las tareas de verificación y fis-
calización del organismo, con lesión de 
derechos, principios y garantías de los con-
tribuyentes y de sus asesores fiscales.

II. Definición y alcance

La resolución define las planificaciones 
fiscales como “todo acuerdo, esquema, 
plan y cualquier otra acción de la que re-
sulte una ventaja fiscal o cualquier otro tipo 
de beneficio en favor de los contribuyentes 
comprendidos en ella”.

Y considera ventaja fiscal o cualquier otro 
tipo de beneficio, a:

(i) cualquier disminución de la materia 
imponible de los contribuyentes y/o de sus 
sujetos vinculados de manera directa o in-
directa;

(ii) la falta de declaración por parte de los 
contribuyentes de los regímenes de infor-
mación establecidos por el fisco.

De manera tal que el deber de informar 
no se limita a las planificaciones fiscales 
internacionales que resulten “nocivas” 
conf. el Plan de Acción BEPS (2) desarro-
llado por OCDE —respecto de las cuales 
habría que analizar la posible “autoincri-
minación” que podría generar este deber 
formal-, sino que se extiende a planifica-
ciones fiscales nacionales e internacio-
nales en general, lo cual vulneraría la 
razonabilidad del régimen.

III. Clasificación

La norma clasifica las planificaciones fis-
cales en nacionales e internacionales. Las 
nacionales son aquellas que se desarrollan 
en nuestro país con relación a cualquier tri-
buto nacional y/o régimen de información 
establecido; mientras que las internaciona-
les son aquellas que involucran a nuestro 
país y a una o más jurisdicciones del exterior.

(2) BEPS es la sigla de "Base Erosion and Profit Shif-
ting" ("Erosión de la base imponible y el traslado de be-
neficios").

III.1. Planificaciones fiscales nacionales

Tal como señalamos, la planificación fis-
cal nacional se refiere a cualquier acción de 
la que resulte una ventaja fiscal o cualquier 
otro tipo de beneficio en favor de los contri-
buyentes que se desarrolle en nuestro país 
con relación a cualquier tributo nacional 
y/o régimen de información establecido.

Al respecto la resolución dispone que 
deberán informarse aquellas planifi-
caciones fiscales nacionales que se en-
cuentren contempladas en el micrositio 
“Régimen de Información de Planifica-
ciones Fiscales” disponible en el sitio web 
del organismo.

De esta forma, el concepto de planifica-
ción fiscal nacional será definido por el sis-
tema informático, a través de la inclusión 
de las distintas situaciones, lo cual implica 
una nueva versión de la inversión de la pi-
rámide kelseniana, y por ende una nueva 
vulneración de derechos constitucionales 
del contribuyente.

El plazo para informar este tipo de plani-
ficaciones vence el último día del mes si-
guiente al del cierre del período fiscal en el 
que se implementó la planificación fiscal.

III.2. Planificaciones fiscales internacio-
nales

La planificación fiscal internacional inclu-
ye a todo acuerdo, esquema, plan y cualquier 
otra acción de la que resulte una ventaja fis-
cal o cualquier otro tipo de beneficio en fa-
vor de los contribuyentes comprendidos en 
ella, que involucre a nuestro país y a una o 
más jurisdicciones del exterior.

Se presume que se verifican este tipo de 
planificaciones en las siguientes situacio-
nes:

a) Se utilicen sociedades para el aprove-
chamiento de convenios para evitar la do-
ble imposición, se adopten estrategias para 
evitar la configuración del estatus de esta-
blecimiento permanente, se produzca un 
resultado de doble no imposición interna-
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cional, se permita la locación de una o va-
rias bases imponibles en fiscos extranjeros 
o se pretenda evitar la presentación de al-
gún régimen de información.

b) Se encuentren involucradas jurisdic-
ciones no cooperantes o de baja o nula tri-
butación.

c) Se aprovechen las asimetrías existentes 
en las leyes tributarias de dos o más juris-
dicciones en lo que respecta al tratamiento 
y/o calificación de una entidad o contrato 
o de un instrumento financiero, que tengan 
por efecto una ventaja fiscal o cualquier 
otro tipo de beneficio.

d) La persona humana, sucesión indivisa, 
sociedad, fideicomiso, fundación o cual-
quier otro ente del exterior o instrumento 
legal posea doble residencia fiscal.

e) Cualquier sujeto posea derechos inhe-
rentes al carácter de beneficiario, fiducian-
te, fiduciario, fideicomisario (o similar) de 
fideicomisos (trusts o similares) de cual-
quier tipo constituidos en el exterior, o en 
fundaciones de interés privado del exterior 
o en cualquier otro tipo de patrimonio de 
afectación similar situado, radicado, domi-
ciliado y/o constituido en el exterior.

f ) Cualquier otra situación que se en-
cuentre específicamente contemplada en 
el micrositio “Régimen de Información de 
Planificaciones Fiscales”.

Como consecuencia de estas presun-
ciones reglamentarias y sistémicas de 
existencia de planificaciones fiscales inter-
nacionales, se genera el deber formal de in-
formar, que una vez cumplido, habilitaría la 
posibilidad de que el fisco prescinda de la 
aplicación de las presunciones legales, con 
consecuencias determinativas y sanciona-
torias para el contribuyente.

El plazo para informar este tipo de plani-
ficaciones vence el décimo día desde el co-
mienzo su implementación, es decir desde 
el momento en que se inicia la primera ges-
tión para poner en marcha la planificación 
fiscal.

IV. Sujetos obligados

Los sujetos obligados a cumplir el régi-
men de información son los contribuyentes 
y sus asesores fiscales.

En todos los casos el deber formal de in-
formar resulta una obligación “autónoma” 
de cada uno de los sujetos obligados, de 
manera que el cumplimiento por uno de 
los sujetos obligados no libera al resto de la 
obligación de informar.

IV.1. Contribuyentes

Los contribuyentes resultan sujetos obli-
gados en la medida que “participen” en 
una planificación fiscal nacional o inter-
nacional.

IV.2. Asesores fiscales

Asimismo, resultan sujetos obligados los 
asesores fiscales, que son las personas hu-
manas, jurídicas y demás entidades que, 
en el curso ordinario de su actividad, ayu-
den, asistan, aconsejen, asesoren, opinen 
o realicen cualquier actividad relacionada 
con la implementación de una planifica-
ción fiscal, siempre que participen en dicha 
implementación directamente o a través de 
terceros.

En el concepto de “asesor fiscal”, encua-
dran las personas que “en el curso ordi-
nario de su actividad...realicen cualquier 
actividad relacionada con la implementa-
ción de una planificación fiscal”; esto es, no 
se requiere el desempeño de ningún tipo 
de profesión u oficio. Cualquiera podría en-
cuadrar como asesor fiscal.

Entre los asesores fiscales se encuen-
tran los profesionales en las ciencias eco-
nómicas o la abogacía. En cualquiera de 
estos casos, el asesoramiento brindado se 
encuentra amparado por el secreto profe-
sional.

Cabe recordar que el secreto profesional 
constituye un derecho y un deber esencial 
de los profesionales que tiene como contra-
partida el derecho a la intimidad de todos 
ciudadanos, y se funda en la libertad de co-
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municación que debe existir entre el pro-
fesional y su cliente, y en la obligación de 
asegurarle a este último que sus confiden-
cias no serán ventiladas, de acuerdo con los 
arts. 18 y 19 de nuestra CN (3).

Ahora bien, el alcance del secreto pro-
fesional es amplio, toda vez que está inte-
grado por todo lo confiado o conocido del 
cliente y abarca las confidencias recibidas 
del cliente, la documentación, la informá-
tica, los expedientes, las comunicaciones 
postales, telefónicas o de cualquier tipo ne-
cesarias para el desenvolvimiento profesio-
nal (4).

En orden a los antecedentes reseñados 
consideramos que el secreto profesional al-
canza:

- la información, manifestaciones, docu-
mentación brindada al profesional por su 
cliente;

- las confidencias verbales o escritas efec-
tuadas por los clientes o aún por terceros;

- las confidencias intempestivas de los 
colegas;

- la documentación y/o información en 
cualquier tipo de soporte (papel o magné-
tico) que se encuentra en el estudio profe-
sional;

- los papeles de trabajo;

- los datos y radicación de las causas judi-
ciales y/o extrajudiciales del cliente;

- las estrategias legales sugeridas por el 
profesional al cliente.

(3) IGLESIAS ARAUJO, Fabiana — CORONELLO, Silvi-
na "El secreto profesional como proyección del derecho a 
la intimidad de las personas y como límite al deber de in-
formar" publicado en XXXV Jornadas Tributarias, Cole-
gio de Graduados en Ciencias Económicas, Mar del Plata 
10, 11 y 12 de noviembre de 2005, Ed. Osmar Buyatti, p. 
107 y ss.

(4) CORONELLO, Silvina "El secreto profesional como 
límite a las facultades de verificación y fiscalización en 
pedidos de información de terceros" publicado en el Pe-
riódico Económico Tributario N° 290 de fecha 17 de di-
ciembre de 2003, Ed. La Ley, p. 6 y ss.

En tal entendimiento, el secreto profesio-
nal es un derecho y deber del profesional en 
relación a todos los aspectos que integran 
su relación con su cliente, y por lo tanto si el 
profesional considera que el régimen de in-
formación lesiona el secreto profesional se 
encuentra facultado a eximirse de su cum-
plimiento.

Al respecto, la resolución dispone que 
esta regla general del secreto profesional 
que rige las relaciones profesionales debe 
ser notificada expresamente al contribu-
yente a través del sitio web del organismo, y 
se prevé que también a través del sitio web, 
el contribuyente releve al asesor fiscal del 
secreto profesional para el caso particular 
o permanentemente. Todo lo cual resulta 
improcedente, en primer lugar, porque el 
secreto profesional es un instituto funda-
mental de la relación profesional, de mane-
ra que está implícito en cualquier vínculo 
profesional, y en segundo lugar porque no 
puede ser relevado por el contribuyente, 
menos aún a través de un sistema informá-
tico; máxime por cuanto la violación al de-
ber de confidencialidad podría configurar 
un ilícito penal.

Por otra parte, la resolución no dispone el 
secreto fiscal con respecto a la información 
de la planificación fiscal, que resulta fruto 
de la capacitación y trabajo del profesional 
que brindó el asesoramiento; por el contra-
rio, prevé su intercambio.

Asimismo, los asesores fiscales serán res-
ponsables de cumplir con el régimen de in-
formación cuando otros asesores fiscales 
vinculados, asociados y/o conectados di-
recta o indirectamente implementen una 
planificación fiscal, independientemente 
de su radicación o domicilio y de la que la 
conexión resulte directa o indirecta.

Claramente, además de la invocación del 
secreto profesional de cada asesor de ma-
nera individual para eximirse del deber for-
mal, pareciera indispensable el planteo de 
una defensa colectiva del ejercicio profe-
sional por parte de los colegios, consejos y 
federaciones.
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V. Forma de la presentación

La información de las planificaciones fis-
cales se presentará de acuerdo a los mon-
tos, condiciones y requisitos establecidos 
en el micrositio “Régimen de Información 
de Planificaciones Fiscales” disponible en 
el sitio web del organismo fiscal y se en-
viará mediante: (i) el servicio denominado 
“Régimen IPF” o (ii) el intercambio de in-
formación basado en WebService.

Como constancia de la presentación efec-
tuada, el sistema emitirá un formulario de 
declaración jurada que servirá como acuse 
de recibo.

VI. Sanciones por incumplimiento

La resolución general comentada esta-
blece distintas sanciones por el incumpli-
miento del Régimen de Información de 
Planificaciones Fiscales.

VI.1. Rechazo de solicitudes diversas

Por un lado, dispone que el cumplimien-
to del deber formal de brindar información 
resulta un requisito para la tramitación de 
distintas solicitudes que pueda realizar al 
organismo el sujeto obligado, entre las cua-
les se mencionan las referidas a la incor-
poración y/o permanencia en los distintos 
registros implementados por el organismo 
fiscal, y la obtención de certificados de cré-
dito fiscal y/o de constancias de situación 
impositiva o previsional. De manera que a 
contrario sensu, dichas solicitudes no serán 

admitidas en caso de incumplimiento de 
este deber formal.

VI.2. Categorización de riesgo fiscal

Por otra parte, el incumplimiento se con-
sidera una causal de encuadramiento en 
una categoría creciente de riesgo en el Sis-
tema de Percepción de Riesgo (SIPER), con 
las consecuencias negativas que ese siste-
ma genera en la actividad del contribuyen-
te al carecer de un sistema recursivo idóneo 
que permita la revisión de la calificación en 
tiempo oportuno, y con plena vigencia del 
derecho de defensa y debido proceso adje-
tivo.

VI.3. Multas por incumplimientos a los de-
beres formales

Asimismo, se dispone que el incumpli-
miento de este deber formal de brindar in-
formación dará lugar a la aplicación de las 
sanciones previstas en la ley 11.683, y se lo 
considerará como como agravante en los 
términos de la ley citada; generando de esta 
manera supuestos no contemplados legal-
mente.

En todos los casos, la inclusión de este 
nuevo hecho punible mediante la resolu-
ción comentada implica un claro exceso 
reglamentario que resulta inadmisible en 
materia sancionatoria, por vulnerar el prin-
cipio constitucional de legalidad, como así 
también, del derecho constitucional de de-
fensa y debido proceso adjetivo.
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Cuestiones controvertidas del 
nuevo Régimen de Promoción  
de la Economía del Conocimiento

Lucas Gutiérrez (*)

En la presente colaboración, se analizan los aspectos más controvertidos de la reformula-
ción de este régimen.

Recientemente, se sancionó la ley 27.570, 
la cual modificó el Régimen de Promoción 
de la Economía del Conocimiento concebi-
do por su similar 27.506, que no llegó regir.

Un punto positivo de la nueva ley es que 
no alteró el universo de actividades inclui-
das dentro del régimen de promoción origi-
nal, incluso, amplió su alcance, facilitando 
la adhesión de aquellas empresas que, aun 
sin contar con el nivel de facturación exigi-
do para calificar como actividad principal, 
realizan en forma intensiva alguna de las 
actividades promovidas con el fin de “incor-
porar conocimientos derivados de avances 
científicos y tecnológicos en sus productos, 
servicios o procesos productivos.”

Sin embargo, además de que se recorta-
ron los beneficios fiscales originariamente 
previstos, quitándole algo de su principal 
atractivo; se introdujeron al régimen re-
quisitos que, en su aplicación concreta, 
podrían resultar verdaderos “caballos de 
Troya” para la empresa promovida, como 
es la obligación de acreditar que “se en-
cuentran en curso normal de cumplimien-
to de sus obligaciones fiscales, laborales, 
gremiales y previsionales”.

En efecto, el cumplimiento de este re-
quisito generará problemas en el futuro, ya 
que, a título de ejemplo, cualquier eventual 

diferencia que se suscite entre las empre-
sas y los organismos de aplicación en tor-
no al pago de las obligaciones previsionales 
o gremiales, amén de que la resolución del 
tema sea llevada a la órbita judicial para su 
dilucidación, bien podría convertirse en la 
excusa perfecta para que los respectivos 
organismos se nieguen a otorgar los “certi-
ficados de libre deuda” que la ley exige pre-
sentar a estos fines, y que de este modo ello 
sea usado como una suerte de herramienta 
de coacción sobre la voluntad del benefi-
ciario que pueda llevarlo a convalidar deu-
das de dudosa legitimidad.

Es decir, aquello podría convertirse en 
una suerte de espada de Damocles en ca-
beza de las empresas, generando un estado 
permanente de inseguridad jurídica, que 
desincentive la inversión.

Por este motivo, y sin perjuicio de que 
la emisión del certificado en cuestión es 
un acto que le corresponde a las autorida-
des de aplicación de las mentadas obliga-
ciones, resulta no solamente aconsejable 
sino imprescindible, que las normas regla-
mentarias de la ley delimiten con el mayor 
grado de detalle posible las condiciones o 
pautas a tomar en cuenta para definir en 
qué casos se considerará que media de par-
te de las empresas un “incumplimiento de 
sus obligaciones”.

En particular, y entre otros puntos, pien-
so que no deberían calificar como tal los re-(*) Socio del Estudio Lisicki Litvin & Asociados.
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clamos que dichos entes de control realicen 
a las empresas promovidas en reclamo de 
supuestas acreencias no ingresadas, cuan-
do estas no se encuentran firmes o no son 
conformadas y la cuestión es llevada por 
los beneficiarios a la sede judicial, caso en 
el cual se deberá esperar la resolución co-
rrespondiente para decidir su suerte.

De otro modo, se corre el peligro de que el 
centro de gravedad en materia de contralor 
del cumplimiento del régimen, al menos en 
este aspecto, pase a manos de otros entes 
ajenos a su especialidad y aplicación.

Otro cambio controvertido, y que tam-
bién es fácil imaginar que generará conflic-
tos, se refiere a la aplicación de los bonos 
de créditos fiscal, habida cuenta de que 
la nueva ley no autoriza su transferencia 
a terceros como sí lo hacía su antecesora 
y tampoco se contempla su actualización 
por inflación entre la fecha de su reconoci-
miento y la de su efectiva aplicación para 
el pago de las obligaciones tributarias del 
contribuyente.

Al respecto, cabe señalar que este nuevo 
bono de crédito fiscal (en adelante BCF), 
que tendrá un valor nominal equivalente 
al 70% de las contribuciones patronales 
efectivamente abonadas por las empresas 
promovidas —que podrá llegar al 80% en 
caso de que se contraten personas en si-
tuación vulnerable—, es ahora intransfe-
rible.

Dichos BCF podrán ser utilizados por el 
término de 24 meses para la cancelación 
de tributos nacionales, excluido el im-
puesto a las ganancias (salvo por el por-
centaje que corresponde a ingresos por 
exportaciones). Este plazo de vigencia po-
drá prorrogarse por 12 meses por causas 
justificadas.

Esto significa que, en caso de que la em-
presa no lo pueda aplicar en el corto plazo 
al pago de sus impuestos, el valor real del 
BCF y su poder de cancelación de obligacio-
nes fiscales nacionales, se verán evapora-
dos por el efecto de la inflación, quedando 

manguado uno de los principales benefi-
cios del régimen.

Naturalmente, las empresas que no estén 
dispuestas a ceder en sus derechos lleva-
rán este problema al plano judicial gene-
rando una litigiosidad que por la salud del 
régimen es aconsejable evitar. Nótese que 
ya existen precedentes judiciales que han 
convalidado la actualización por inflación 
de esta clase de BCF originados en regíme-
nes de promoción industrial, como forma 
de mitigar su pérdida de valor real y con 
ello la afectación del derecho de propiedad 
del contribuyente (1).

En otro orden de cosas, también debe 
causar preocupación la nueva prerrogati-
va asignada a la autoridad de aplicación del 
régimen por medio del art. 15 bis, de dispo-
ner el decaimiento de pleno derecho de los 
beneficios de la empresa promovida sin la 
existencia de un sumario o actuación ad-
ministrativa previa en la que esta se pueda 
defender, lo que es un derecho básico de 
cualquier persona ya que tiene raigambre 
constitucional y convencional a través de 
los tratados internacionales sobre derechos 
humanos a ella incorporados (cfr. arts. 18 y 
75, inc. 22, de la CN).

Ello, al menos, parece desprenderse por 
la ubicación que le corresponde dentro del 
texto de la ley a continuación del art. 15 
que sí hace referencia a que, para aplicar 
otro tipo de sanciones, se tenga en cuenta 
la conducta previa del beneficiario, como 
también por los términos empleados, es 
decir, de su literalidad.

Sin embargo, y aunque no se encuentre 
contemplado el derecho de la empresa a 
contar con una tutela jurisdiccional efecti-
va (que comprende el derecho a ser oído, 
a producir pruebas y a obtener una resolu-
ción fundada en los hechos del caso y en el 
derecho aplicable), la reglamentación de-
bería establecer un procedimiento al res-
pecto. A todo evento, será de aplicación 

(1) Cfr. CSJN, 4/06/2013, "Orbis Mertig San Luis SA c. 
AFIP y Otros s/Ordinario", O.244.XLV.
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supletoria la ley 19.549 de procedimientos 
administrativos y su decreto reglamentario.

Cabe tener presente que las causales que 
pueden dar lugar a la aplicación de esta 
sanción son:

a) Reducción de la plantilla de perso-
nal registrada afectada a la/s actividad/es 
promovida/s al momento de su inscrip-
ción al Registro por un plazo que exceda los 
60 días corridos de producido el cese del  
vínculo o de la suspensión que hubiere oca-
sionado tal alteración cuantitativa.

b) Detección de trabajadores no registra-
dos (cfr. art. 7° ley 24.013).

c) Incorporación en el Registro Público 
de Empleadores con Sanciones Laborales 
(REPSAL).

d) Verificación de la utilización de prácti-
cas fraudulentas para la obtención y/o en el 
uso del beneficio.

No hay dudas acerca de la gravedad que 
revisten alguna de las conductas tipificadas 
como ilícito, sin embargo, dado que tam-
bién es extremadamente grave la sanción 
que por ellas les cabe, deben extremarse 
los recaudos formales para asegurarle a las 
empresas promovidas el ejercicio efectivo 
del derecho de defensa.
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Una importante sentencia que 
admite la aplicación del ajuste 
por inflación en el impuesto a las 
ganancias del período fiscal 2018

Marcos Torassa (*)

Gastón Vidal Quera (**)

Se pone bajo análisis la sentencia del Juzgado Federal de Junín, "F Y A Basile SAICEI c. 
AFIP s/ acción declarativa de certeza”, del 14 de septiembre de 2020 con referencia al im-
pacto de la inflación en el impuesto a las ganancias.

I. Introducción

Las leyes 27.430 (en sus arts. 65, siguientes 
y ccds.) y 27.468 (arts. 1°, siguientes y ccds.) 
efectuaron modificaciones al denominado 
mecanismo de “ajuste por inflación” (Títu-
lo VI de la ley de impuesto a las ganancias) 
impidiendo su aplicación en forma plena. 
Ello llevó a los contribuyentes a cuestionar-
las ante la justicia.

La sentencia que comentamos hizo lugar 
a la plena aplicación del mecanismo para el 
período fiscal 2018 por vulnerar la garantía 
de la capacidad contributiva y no confisca-
toriedad por estar plenamente probados 
los parámetros que exige la CS (1).

II. Análisis de las normas

Antes de entrar a analizar la sentencia, te-
nemos que hacer una reseña de las normas 
involucradas en el tema.

(*) Contador público. Especialista en Tributación.

(**) Abogado. Especialista en Derecho Tributario UBA.

(1) Juzgado Federal de Junín, "F Y A Basile SAICEI c/ 
AFIP s/ acción declarativa de certeza", sentencia del 14 
de septiembre de 2020.

El mecanismo de ajuste por inflación 
se encuentra previsto en el Título VI de la 
ley del impuesto a las ganancias (t.o. 1997 
y modificaciones). Concretamente en el  
art. 94 de la ley: “Sin perjuicio de la aplica-
ción de las restantes disposiciones que no 
resulten modificadas por el presente Título, 
los sujetos a que se refieren los incisos a) a 
e) del art. 49, a los fines de determinar la ga-
nancia neta imponible, deberán deducir o 
incorporar al resultado impositivo del ejer-
cicio que se liquida, el ajuste por inflación 
que se obtenga por aplicación de las nor-
mas de los artículos siguientes”.

Con el dictado de la ley 27.430  (2), con 
vigencia desde el día siguiente de su publi-
cación en el BO, se dispuso en su art. 65 in-
corporar como últimos párrafos del art. 95 
de la Ley del Impuesto a las Ganancias, tex-
to ordenado en 1997 y sus modificaciones, 
los siguientes: “El procedimiento dispues-
to en el presente artículo resultará aplicable 
en el ejercicio fiscal en el cual se verifique 
un porcentaje de variación del índice de 
precios a que se refiere el segundo párra-
fo del art. 89, acumulado en los treinta y 

 (2) B.O. 29/12/2017.
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seis meses anteriores al cierre del ejercicio 
que se liquida, superior al ciento por ciento 
(100%).

“Las disposiciones del párrafo preceden-
te tendrán vigencia para los ejercicios que 
se inicien a partir del 1° de enero de 2018. 
Respecto del primer y segundo ejercicio a 
partir de su vigencia, ese procedimiento 
será aplicable en caso de que la variación 
acumulada de ese índice de precios, calcu-
lada desde el inicio del primero de ellos y 
hasta el cierre de cada ejercicio, supere un 
tercio (1/3) o dos tercios (2/3), respectiva-
mente, el porcentaje indicado en el párrafo 
anterior”.

De acuerdo a las previsiones de la ley 
27.430 aplicable a partir del período fiscal 
2018, el mecanismo del ajuste por inflación 
resultaba procedente solo si esta supera-
ba la suma del 33% de acuerdo al “Índice 
de Precios Internos al Por Mayor” (“IPIM”) 
al que remitía la ley del gravamen, que en 
el 2018 fue del 66% anual de acuerdo a lo 
publicado por el Instituto de Estadísticas y 
Censos (INDEC).

El 4 de diciembre de 2018, antes del cie-
rre del período fiscal 2018 del impuesto a 
las ganancias, y con aplicación para este, se 
publicó en el BO la ley 27.468 que introdu-
jo importantes modificaciones en lo con-
cerniente a la aplicación del mecanismo de 
ajuste por inflación (Título VI de la ley de 
impuesto a las ganancias).

El art. 1º de la ley 27.468 en el art. 89 de la 
ley de impuesto a las ganancias (texto orde-
nado en 1997) se sustituyó las expresiones 
“índice de precios internos al por mayor 
(IPIM)” e “índice de precios al por mayor, 
nivel general” por “Índice de precios al con-
sumidor nivel general” (“IPC”).

Por ende, el citado artículo quedó re-
dactado de la siguiente manera: “Art. 89: 
Las actualizaciones previstas en esta ley se 
practicarán conf. lo establecido en el art. 
39 de la ley 24.073. Sin perjuicio de lo dis-
puesto en el párrafo precedente, las actua-
lizaciones previstas en los arts. 58 a 62, 67, 
75, 83 y 84, y en los arts. 4° y 5° agregados 

a continuación del art. 90, respecto de las 
adquisiciones o inversiones efectuadas en 
los ejercicios fiscales que se inicien a partir 
del 1° de enero de 2018, se realizarán sobre 
la base de las variaciones porcentuales del 
índice de precios al consumidor nivel gene-
ral (IPC) que suministre el Instituto Nacio-
nal de Estadística y Censos, conf. las tablas 
que a esos fines elabore la Administración 
Federal de Ingresos Públicos”.

Asimismo, la ley 27.468 sustituyó el últi-
mo párrafo del art. 95 de la Ley de Impues-
to a las Ganancias, texto ordenado en 1997, 
por el siguiente: “Las disposiciones del pá-
rrafo precedente tendrán vigencia para los 
ejercicios que se inicien a partir del 1ª de 
enero de 2018. Respecto del primer, segun-
do y tercer ejercicio a partir de su vigencia, 
ese procedimiento será aplicable en caso 
de que la variación de ese índice, calcula-
da desde el inicio y hasta el cierre de cada 
uno de esos ejercicios, supere un cincuen-
ta y cinco por ciento (55%), un treinta por 
ciento (30%) y en un quince por ciento 
(15%) para el primer, segundo y tercer año 
de aplicación, respectivamente”.

También la ley 27.468 incorporó como se-
gundo artículo sin número a continuación 
del art. 118 de la Ley de Impuesto a las Ga-
nancias el siguiente:

“El ajuste por inflación positivo o negati-
vo, según sea el caso, a que se refiere el títu-
lo VI de esta ley, correspondiente al primer, 
segundo y tercer ejercicio iniciados a partir 
del 1ª de enero de 2018 que se deba calcular 
en virtud de verificarse los supuestos pre-
vistos en los dos [2] últimos párrafos del art. 
95, deberá imputarse un tercio (1/3) en ese 
período fiscal y los dos tercios (2/3) restan-
tes, en partes iguales, en los dos [2] perío-
dos fiscales inmediatos siguientes”.

III. Los hechos del caso. Los argumen-
tos de la sentencia de fondo

Se inició una acción declarativa de certe-
za (art. 322 CPCCN) para hacer cesar el es-
tado de incertidumbre existente respecto a 
la vigencia de las leyes 27.430 y 27.468 que 
le impedían a la empresa aplicar el régimen 
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de ajuste por inflación previsto en la decla-
ración jurada del período fiscal cerrado al 
31 de diciembre de 2018.

En primer lugar el juez consideró: “...en lo 
referente al mecanismo de ajuste por infla-
ción para determinar el impuesto corres-
pondiente a un período fiscal, las cuestiones 
planteadas en autos resultan sustancial-
mente análogas a las tratadas y resueltas 
en la causa ‘Candy SA’ (Fallos 332:1571). 
a cuyos fundamentos y conclusiones co-
rresponde remitirse en lo pertinente por 
razones de brevedad... los instrumentos 
obrantes y, en especial, las conclusiones 
del peritaje contable llevan a tener por de-
mostrada la existencia de un supuesto de 
confiscatoriedad según el criterio estable-
cido en los consids. 7° y siguientes del refe-
rido precedente”.

De la sentencia que tiene un profundo 
desarrollo del tema y de los efectos de no 
reconocer la inflación, se destaca:

1) “el objetivo del ajuste por inflación es 
evitar sujetar al gravamen a resultados me-
ramente nominales, tratando de valuar los 
bienes de modo de no gravar ganancias no-
minales o irreales con el fin de no horadar 
el capital del contribuyente, la tributación 
debida conf. a la normativa impugnada 
produce una injusticia que aparece más 
importante y evidente si se tiene en cuenta 
el recrudecimiento del ritmo inflacionario 
padecido, que afecta a todo tipo de em-
presas, creando diferencias que originan 
impuesto a favor del fisco mediante un pro-
cedimiento arbitrario que grava ganancias 
no reales sino solo nominales”.

2) “... la normativa legal atacada resulta 
inconstitucional al confrontar y afectar los 
principios de capacidad contributiva, de 
igualdad y proporcionalidad, de razonabi-
lidad, de equidad y resultar confiscatoria, 
conf. los derechos y garantías implícitos, to-
dos los que son objeto directo de reconoci-
miento y tutela constitucional ... por lo que 
corresponde, con carácter excepcional, de-
clararla inconstitucional e inaplicable res-
pecto de la declaración jurada el Impuesto 

a las Ganancias de la sociedad actora en el 
período reclamado”.

3) Al analizar la pericia contable se tiene 
por probada la vulneración de las garantías 
constitucionales al establecer contundente-
mente “...la tasa efectiva resultante sobre la ga-
nancia sujeta a impuesto sin utilizar métodos 
correctivos de la inflación, arroja un cincuen-
ta y uno con setenta y tres por ciento (51,73%), 
punto sobre el que existe conformidad entre 
las partes ... mal podría sostenerse que un por-
centaje superior al cincuenta por ciento (50%) 
no es confiscatorio ... la Corte Suprema no ha 
fijado un límite preciso a partir del cual una 
imposición se convierte en confiscatoria, 
puede fácilmente conducir a esta conclusión 
el hecho que la administración obtenga más 
que el propio contribuyente. ... “.

4) Se termina concluyendo: “La confis-
catoriedad que se alega está demostrada 
frente a un resultado indiscutido: sin apli-
car el ajuste por inflación, la tasa efectiva 
del impuesto llega al 51,73% del resultado 
económico de la firma en ese ejercicio ... 
superando claramente la tasa máxima que 
establece la ley del Impuesto a las Ganan-
cias (ley 20.628)”.

IV. La importancia de la sentencia

Esta clase de sentencias en donde se res-
guarda la Constitución deben destacarse y 
difundirse ya que la inflación es un fenóme-
no que impacta en los impuestos, en parti-
cular en el impuesto a las ganancias, ya que 
no permitir la aplicación de los mecanis-
mos correctivos que contempla la propia 
ley, puede llevar a tener que tributar sobre 
ganancias irreales o ficticias como se probó 
en la causa con la pericia contable.

La inflación es un fenómeno que provo-
ca que se deba tributar sobre ganancias fic-
ticias por no permitirse la utilización del 
método creado por la ley para evitar preci-
samente ese efecto tan perjudicial.

Desconocer la necesidad de corregir los 
resultados impositivos por la incidencia del 
proceso inflacionario implica desconocer 
la real capacidad contributiva de un con-
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Una importante sentencia que admite la aplicación del ajuste por inflación en el impuesto…

tribuyente, con lo cual esta clase de senten-
cias deben ser difundidas y destacadas.

La solución real del tema está en permitir 
desde las normas el reconocimiento de la 

aplicación del ajuste por inflación y no obli-
gar a tener que litigar ante la justicia para 
obtener el reconocimiento de algo que es 
inevitable: el impacto de la inflación en el 
impuesto a las ganancias.
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Beneficio para contribuyentes 
cumplidores: RG 4855/2020

Leandro D. Pais (*)

En el artículo se analiza la reglamentación de los beneficios para contribuyentes cumpli-
dores contemplados en la moratoria 2020: las exenciones para los monotributistas, la de-
ducción especial del impuesto a las ganancias para los autónomos y el mecanismo de 
amortización acelerada para las micro y pequeñas empresas.

I. Introducción

El 6 de noviembre de 2020 se publicó la 
RG 4855, reglamentando el procedimien-
to para la solicitud de un beneficio a con-
tribuyentes cumplidores inscriptos en 
el Régimen Simplificado para Pequeños 
Contribuyentes o en el Impuesto a las Ga-
nancias.

En su art. 1°, la resolución establece los 
sujetos en condición de “cumplidores” lo 
serán según lo establecido por el artículo 
sin número incorporado a continuación del 
art. 17 de la ley 27.541 y su modificación.

Los requisitos son:

a) Poseer domicilio fiscal electrónico 
constituido conforme a lo previsto en la RG 
4.280.

b) Declarar y mantener actualizado do-
micilio fiscal.

c) Tener actualizado el código de la activi-
dad desarrollada.

d) Encontrarse adheridos al Régimen 
Simplificado para Pequeños Contribuyen-
tes y/o inscriptos en el impuesto a las ga-
nancias a la fecha de entrada en vigencia de 
la ley 27.562 y al momento de la solicitud 
del beneficio.

e) Haber presentado la totalidad de las 
declaraciones juradas determinativas e in-
formativas, respecto de los impuestos en 
los cuales el sujeto se encuentre o se encon-
trara inscripto.

f) No poseer deudas líquidas y exigibles 
—a la fecha de entrada en vigencia de la 
ley 27.562—correspondientes a las obliga-
ciones impositivas, aduaneras y de los re-
cursos de la seguridad social, relativas a los 
períodos fiscales iniciados a partir del 1° de 
enero de 2017, inclusive.

g) No tener la Clave Única de Identifica-
ción Tributaria (CUIT) inactiva o limitada 
por inclusión en la base de contribuyen-
tes no confiables en los términos de la RG 
3.832.

II. Exclusión

Quedan excluidos de los beneficios com-
prendidos en la presente, los sujetos enun-
ciados en el art. 16 de la ley 27.541 y su 
modificación.

III. Monotributistas

La eximición del componente impositivo 
se efectuará a partir del período fiscal ene-
ro de 2021, y por los períodos que seguida-
mente se detallan:

(*) Integrante del Estudio Bertazza, Nicolini, Corti y 
Asociados.
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Beneficio para contribuyentes cumplidores: RG 4855/2020

Categoría del pequeño contribuyente Períodos fiscales a eximir

Categorías A y B Enero de 2021 a junio de 2021

Categorías C y D Enero de 2021 a mayo de 2021

Categorías E y F Enero de 2021 a abril de 2021

Categorías G y H Enero de 2021 a marzo de 2021

Categorías I, J y K Enero de 2021 a febrero de 2021

Para todas las categorías será de aplicación el límite de pesos diecisiete mil quinientos 
($ 17.500) que fija al presente beneficio la citada ley.

IV. Impuesto a las ganancias

El beneficio de deducción especial será aplicado por los sujetos previstos en el inciso a) 
del punto 2 del primer párrafo del artículo sin número incorporado a continuación del art. 
17 de la ley 27.541 y su modificación, en la declaración jurada del impuesto a las ganancias 
correspondiente al período fiscal 2020.

V. Procedimiento

Si bien es cierto que la resolución dice: “A los fines de formular su adhesión los soli-
citantes deberán acceder a la transacción ‘Beneficio a cumplidores’, a través del servicio 
‘Sistema Registral’ o del ‘Portal Monotributo’, disponibles en el sitio web de este Organis-
mo (http://www.afip.gob.ar), mediante la utilización de su ‘Clave Fiscal’ habilitada con 
Nivel de Seguridad 3 como mínimo”, en la práctica y hasta el momento de publicado este 
artículo, no se dispone del acceso a través del “Portal Monotributo”. No obstante, los mo-
notributistas pueden solicitarlo a través del “Sistema registral”, opción “Beneficio a contri-
buyentes cumplidores”.

Aquí los pasos:

1. Ingresar en www.afip.gob.ar, con clave fiscal.
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2. Presionar sobre la opción “Sistema registral”.

3. Buscar la opción “Beneficio para contribuyentes cumplidores” y hacer clic en el botón 
“INGRESAR”.
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Beneficio para contribuyentes cumplidores: RG 4855/2020

4. Nos llevará a una pantalla que nos explica brevemente las características del beneficio.

Aquí presionar “Solicitar Beneficio”.

5. Nos solicita una confirmación.

6. Listo, ya está hecha la presentación.
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7. Si así lo quisiéramos, podemos descargar la constancia.

VI. Denegatoria del beneficio

En caso de que el sistema no permita resolver exitosamente el beneficio solicitado, el con-
tribuyente podrá hasta el 30/11/2020, acreditar el cumplimiento de los requisitos exigidos 
mediante la presentación de la “Solicitud de revisión de denegatoria Beneficio Cumplidores 
Ley 27.541”, disponible en el servicio con Clave Fiscal denominado “Presentaciones Digi-
tales” implementado por la RG 4503 y sus complementarias. La resolución respectiva será 
notificada al Domicilio Fiscal Electrónico dentro de los 15 días corridos posteriores a la pre-
sentación y, en caso de corresponder, se efectuará la caracterización en el Sistema Registral.

VII. Desistimiento del beneficio

Los contribuyentes podrán desistir del beneficio obtenido, a cuyo efecto deberán ingre-
sar mediante el servicio “Sistema Registral” o “Portal Monotributo”, opción “Beneficio a 
cumplidores” y seleccionar “Desistimiento del beneficio”.
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Moratoria ampliada
Novedades varias, beneficio a contribuyentes 
cumplidores y prórroga

María Cecilia Signanini (*)

Roque T. Claramunt (**)

En la presente colaboración se realiza, de manera esquemática, un repaso de la reglamen-
tación de la moratoria ampliada, destacando los puntos más importantes vinculados a los 
beneficios para contribuyentes cumplidores con la finalidad de facilitar la comprensión, así 
como para precisar las fechas relevantes a tener en cuenta en este nuevo escenario.

I. Introducción

El pasado 31 de octubre fue publicado en 
el BO el dec. 833/2020 por medio del cual 
se dispuso la prórroga del plazo para la ad-
hesión a la moratoria ampliada de la ley 
27.541 y su modificatoria.

Esta decisión de prórroga obedece a que 
el gobierno ha reconocido la necesidad de 
brindarle a los contribuyentes un plazo adi-
cional para que puedan adherirse al régi-
men de regularización de deudas —el cual 
prevé beneficios de condonación de mul-
tas y sanciones— ante las dificultades que 
plantea la crisis económica actual.

Por su parte la RG (AFIP) 4850 (BO 
06/11/2020) adecuó la reglamentación de 
la moratoria con las nuevas fechas para el 
acogimiento.

Tan solo unos pocos días después, más 
precisamente el 10/11/2020, el fisco dic-
tó la RG (AFIP) 4855 a fin de reglamentar 
una cuestión que aún quedaba pendiente: 

el beneficio para contribuyentes cumpli-
dores.

En la presente colaboración realizare-
mos, de manera esquemática, un repaso de 
ambas cuestiones destacando los puntos 
más importantes con la finalidad de facili-
tar la comprensión así como para precisar 
las fechas relevantes a tener en cuenta en 
este nuevo escenario.

II. Contribuyente cumplidor

II.1. Definición

La ley 27.541 definió, en su art. 17.1 últi-
mo párrafo, como contribuyente cumpli-
dor a aquel que al 26/8/2020 NO registre 
incumplimientos:

- En la presentación de declaraciones ju-
radas determinativas ni informativas a las 
que estaban obligados por los períodos fis-
cales iniciados a partir del 01/01/2017.

- En el pago de las obligaciones tributa-
rias desde los períodos fiscales iniciados a 
partir del 01/01/2017.

A su vez, la mencionada ley precisa los 
beneficios a otorgar los cuales dependerán 
de la condición tributaria que Rev. el con-
tribuyente.

(*) Integrante del Departamento Tributario en el Estu-
dio Bertazza, Nicolini, Corti y Asociados. 

(**) Integrante del Estudio Bertazza, Nicolini, Corti y 
Asociados.
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II.2. Reglamentación del beneficio

La RG (AFIP) 4855 establece los requisi-
tos, las condiciones y el procedimiento para 
acceder a los beneficios. La citada norma 
—que entró en vigencia el 11/11/2020— re-
glamenta los beneficios para:

- Monotributistas.

- Autónomos.

- Pequeñas y medianas empresas.

Resulta importante mencionar que los be-
neficios a contribuyentes cumplidores no re-
sultan acumulativos, debiéndose, cuando 
corresponda, optarse por alguno de ellos.

II.3. Requisitos

Los requisitos para poder acceder a los 
beneficios son:

- Tener domicilio fiscal constituido e in-
formado un e-mail y teléfono.

- Declarar y mantener actualizado el do-
micilio fiscal.

- Tener actualizado el código de la activi-
dad desarrollada, según el “Clasificador de 
Actividades Económicas”.

- Encontrarse adheridos al monotributo 
y/o inscriptos en el impuesto a las ganan-
cias al 26/08/2020 y al momento de la soli-
citud del beneficio.

- Haber presentado la totalidad de las 
declaraciones juradas determinativas e 
informativas a las que hubiera estado obli-
gado el contribuyente, correspondientes a 
los períodos fiscales iniciados a partir del 
01/01/2017 y hasta el 26/08/2020 respecto 
de los impuestos en los cuales el sujeto res-
ponsable se encuentre o se encontrara ins-
cripto.

- No poseer deudas líquidas y exigibles 
al 26/08/2020 correspondientes a las obli-
gaciones impositivas, aduaneras y de los 
recursos de la seguridad social, relativas a 

los períodos fiscales iniciados a partir del 
01/01/2017, inclusive.

- No tener la CUIT inactiva o limitada por 
inclusión en la base de contribuyentes no 
confiables (RG 3832)

II.4. Sujetos excluidos

Se encontrarán excluidos de poder ac-
ceder a los beneficios para contribuyentes 
cumplidores quienes al 26/08/2020 estu-
vieran en alguna de las siguientes situacio-
nes (art. 16 ley 27.541):

a) Declarados en estado de quiebra res-
pecto de los cuales no se haya dispuesto la 
continuidad de la explotación mientras du-
ren los efectos de dicha declaración.

b) Los condenados por alguno de los de-
litos previstos en las leyes 23.771, 24.769 y 
sus modificatorias, Título IX de la ley 27.430 
o en la ley 22.415 (Cód. Aduanero) y sus 
modificatorias, respecto de los cuales se 
haya dictado sentencia firme con anteriori-
dad al 26/08/2020, siempre que la condena 
no estuviera cumplida;

c) Los condenados por delitos dolosos 
que tengan conexión con el incumplimien-
to de obligaciones tributarias, respecto de 
los cuales se haya dictado sentencia firme 
con anterioridad al 26/08/2020 siempre 
que la condena no estuviere cumplida;

d) Las personas jurídicas en las que, sus 
socios, administradores, directores, síndi-
cos, miembros del consejo de vigilancia, 
consejeros o quienes ocupen cargos equi-
valentes en ellas, hayan sido condenados 
por las infracciones mencionadas en el 
puntos b) y c) precedentes, respecto de los 
cuales se haya dictado sentencia firme con 
anterioridad al 26/08/2020 siempre que la 
condena no estuviere cumplida.

II.5. Adhesión

La adhesión podrá realizarse entre el 
11/11/2020 y el 30/11/2020 a través del 
“Sistema registral” o “Portal Monotributo”, 
transacción “Beneficio a cumplidores” con 
clave fiscal nivel 3 como mínimo.

Tho
mso

n R
eu

ter
s



70 • IMPUESTOS | PP • TRIBUTARIO NACIOnal - Novedades Tributarias﻿

Moratoria ampliada

Recordamos que en el campo “Beneficio cumplidor” se deberá seleccionar SOLO 1 
opción:

- Exención de Monotributo.

- Personas humanas y sucesiones indivisas: Deducción especial en el Impuesto a las 
Ganancias.

- Micro y Pequeñas Empresas: Amortización acelerada.

La selección de la opción se deberá realizar en función de la situación tributaria del con-
tribuyente al momento de la solicitud, sin perjuicio de los controles que realice AFIP a los 
fines de verificar su procedencia.

II.6. Beneficio - Régimen Simplificado Pequeños Contribuyentes

En beneficio para los sujetos adheridos al régimen simplificado reviste las siguientes 
características:

- Eximición del componente impositivo a partir de enero 2021.

- Períodos fiscales a eximir: según categoría de Rev. al 26/08/2020 (ver cuadro a conti-
nuación).

- Tope beneficio: $ 17.500 para todas las categorías.

- De superar el tope se deberán ingresar las diferencias resultantes mediante transferen-
cia electrónica de fondos.

- Contribuyentes con beneficio “Crédito a Tasa Cero” o el “Crédito a Tasa Cero Cultura”: 
podrán reimputar los pagos realizados en exceso mediante el “Portal Monotributo”.

A continuación detallamos los períodos a eximir para cada una de las categorías de 
revista:

Categoría Pequeño Contribuyente Períodos a eximir

Categorías A y B Enero de 2021 a junio de 2021

Categorías C y D Enero de 2021 a mayo de 2021

Categorías E y F Enero de 2021 a abril de 2021

Categorías G y H Enero de 2021 a marzo de 2021

Categorías I, J y K Enero de 2021 a febrero de 2021

II.7. Beneficio Ganancias - Autónomos

El presente beneficio:

- Alcanza a personas humanas y sucesiones indivisas inscriptas en el impuesto.

- No resultará de aplicación para los sujetos comprendidos en los incisos a), b) y c) del 
art. 82 de la ley de impuesto a las ganancias.

- Consiste en el cómputo de una deducción especial.

Moratoria ampliada
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- Importe adicional equivalente al 50% 
del mínimo no imponible.

- Aplicable a la declaración jurada corres-
pondiente al período fiscal 2020.

- La deducción en ningún caso podrá ge-
nerar saldo a favor del contribuyente ni po-
drá trasladarse a ejercicios futuros.

II.8. Beneficio Ganancias - Micro y Peque-
ñas Empresas

Este beneficio resultará aplicable a los su-
jetos a que se refiere el art. 53 de la ley del 
impuesto a las ganancias que revistan la 
condición de micro y pequeñas empresas.

Comprende inversiones en bienes mue-
bles amortizables realizadas desde el 
26/08/2020 al 31/12/2021.

Los contribuyentes podrán optar por 
practicar las respectivas amortizaciones a 
partir del período fiscal de habilitación del 
bien, de acuerdo con las normas generales 
de la ley del gravamen o conf. al régimen 
que se establece a continuación:

- Bienes muebles amortizables adquiri-
dos, elaborados o fabricados: como mínimo 
en 2 cuotas anuales, iguales y consecutivas.

- Bienes muebles amortizables impor-
tados: como mínimo en 3 cuotas anuales, 
iguales y consecutivas.

- Obras de infraestructura: como míni-
mo en la cantidad de cuotas anuales, igua-
les y consecutivas que surja de considerar 
su vida útil reducida al 50% de la estimada.

- Se aplicará a ejercicios finalizados con 
posterioridad al 30/12/2020.

- El cómputo de la amortización acelera-
da no podrá generar saldos a favor ni trasla-
darse a ejercicios futuros.

Ejercida la opción se deberá informar a 
AFIP y aplicarse a todas las inversiones de 
capital que se realicen para la ejecución de 
la nueva inversión directa, incluidas aque-
llas que se requieran durante su funciona-

miento, pudiendo optar nuevamente en 
caso de que se modifique el régimen impo-
sitivo aplicable.

A los fines del beneficio de amortización 
acelerada en el impuesto a las ganancias 
los contribuyentes y/o responsables que 
cuenten con la caracterización en el “Sis-
tema Registral” “471 - Amortización Ace-
lerada - Ganancias” deberán informar los 
comprobantes, así como otra información 
relevante, vinculados a inversiones realiza-
das en bienes muebles amortizables adqui-
ridos, elaborados, fabricados o importados 
y/u obras de infraestructura.

La presentación de la información se rea-
lizará mediante el servicio web “SIR Sistema 
Integral de Recuperos”, opción “Amortiza-
ción Acelerada - Ley 27.541” hasta el último 
día del mes inmediato anterior a la fecha de 
vencimiento para la presentación de la de-
claración jurada del impuesto a las ganan-
cias, en la cual se aplique la amortización 
acelerada del bien o inversión respectiva.

II.9. Aprobación y desistimiento

II.9.a. Aprobación

El contribuyente deberá realizar la regis-
tración al beneficio accediendo a la opción 
“Seleccionar Beneficio”, considerando los 
requisitos exigidos por las normas perti-
nentes. Ello, sin perjuicio de los controles 
que realice el organismo fiscal a los fines de 
verificar la procedencia de la solicitud de 
conformidad con la información existente 
en sus bases de datos y la situación fiscal 
del contribuyente.

De resultar aprobada la transacción el 
sistema emitirá una constancia del trámite, 
la cual se podrá reimprimir desde el mismo 
servicio.

Los contribuyentes serán caracterizados 
en el “Sistema Registral” con el código que 
corresponda según el beneficio solicitado, 
conf. se detalla a continuación:

- “469 - Exención Régimen Simplificado”.

- “470 - Deducción Especial - Ganancias”.

- “471 - Amortización Acelerada - Ganan-
cias”.
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La caracterización podrá ser consultada accediendo al servicio “Sistema Registral”, op-
ción: Consulta/Datos registrales/Caracterizaciones.

II.9.b. Desistimiento

Los contribuyentes podrán desistir del beneficio obtenido ingresando a “Sistema Re-
gistral” o “Portal Monotributo”, opción “Beneficio a cumplidores” y seleccionar “Desisti-
miento del beneficio”.

El desistimiento implicará para el responsable el deber de dar cumplimiento a las obli-
gaciones comprendidas en el beneficio solicitado conf. a su condición tributaria.

II.10. Denegatoria del beneficio

En el caso que el sistema no permita resolver exitosamente el beneficio solicitado el 
contribuyente podrá hasta el 30/11/2020, acreditar el cumplimiento de los requisitos exi-
gidos mediante la presentación a través del servicio web “Presentaciones Digitales”, trámi-
te “Solicitud de revisión de denegatoria Beneficio Cumplidores Ley 27.541”.

La resolución del trámite será notificada al Domicilio Fiscal Electrónico dentro de los 15 
días corridos posteriores a la presentación y, en caso de corresponder, se efectuará la ca-
racterización en el Sistema Registral.

II.11. Aplicación práctica

Para la adhesión a los beneficios los solicitantes deberán acceder a la transacción “Be-
neficio a cumplidores”, a través del servicio “Sistema Registral” o del “Portal Monotributo”, 
disponibles en el sitio web de AFIP mediante la utilización de su “Clave Fiscal” habilitada 
con Nivel de Seguridad 3 como mínimo.

A continuación efectuaremos el recorrido a través del servicio sistema registral para un 
contribuyente adherido al régimen simplificado que desea registrarse para gozar del be-
neficio de eximición de pago del componente impositivo.

1. Ingresar al servicio “Sistema Registral” - “Inicio” y seleccionar “Beneficio para contri-
buyentes cumplidores”.

Moratoria ampliada
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2. La pantalla a continuación mostrará los distintos beneficios disponibles.

3. En nuestro ejemplo, por tratarse de un contribuyente adherido al régimen simplifica-
do seleccionaremos la opción “Exención de Monotributo” y luego presionaremos el botón 
“Solicitar Beneficio”.
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4. Una vez presionado el botón “Solicitar beneficio” el sistema nos mostrará el siguiente 
mensaje solicitándonos confirmación de la operación a realizar.

Al presionar “Sí”, y de cumplirse con los requisitos, el sistema indicará que la solicitud se 
completó exitosamente.

Moratoria ampliada
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Asimismo, se podrá descargar la constancia del trámite:

A través de la consulta de datos al servicio sistema registral se podrá verificar la caracte-
rización del beneficio obtenido:

Por último, y desde la misma pantalla desde la cual se solicitó inicialmente el beneficio, 
el contribuyente tiene la opción de desistir, para lo cual deberá presionar el botón “Desis-
timiento del beneficio” ubicado en la parte inferior de la pantalla.
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III. Extensión del plazo para adhesión. 
Fechas para recordar

Para finalizar esta colaboración procede-
remos a compartir un resumen de las fechas 
que deben tenerse presentes con motivo 
de la modificación de plazos resultante de 
la prórroga del plazo para la adhesión a la 
moratoria dispuesta por el dec. 833/2020 y 
reglamentada por la RG (AFIP) 4850.

- Plazo para adhesión: hasta el 30/11/2020.

- Plazo para anulación y nueva solicitud: 
hasta el 26/11/2020, inclusive.

- Condonación de multas: subsanación de 
infracción con anterioridad al 30/11/2020.

- Reformulación de planes “condiciona-
les”:

- No obtención de certificado Pyme: al 
30/11/2020

- Plan de pago 1° cuota: Vencimiento: 
16/01/2021

- Plan de pago 1° cuota - Vencimiento ori-
ginal  16/12/2020: solicitar stop debit o re-
versión debito (plazo 30 días).

- Concurso preventivo: solicitado hasta el 
30/11/2020, inclusive.

- Resolución judicial homologatoria del 
acuerdo preventivo notificada al concur-
so hasta el 31/10/2020, inclusive: hasta el 
día del vencimiento del plazo general de  
adhesión.

- Resolución judicial homologatoria del 
acuerdo preventivo notificada con poste-
rioridad al 31 de octubre de 2020 y/o pen-
diente de dictado al 30 de noviembre de 
2020: dentro de los 30 días corridos inme-
diatos siguientes a aquel en que se produz-
ca la respectiva notificación.

- Inicio trámite certificado “MiPyME”: al 
30/11/2020.

- Deudores en estado falencial: hasta el 
30/11/2020, inclusive.

Moratoria ampliada
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En el presente artículo se analiza la particularidad del juicio por jurados, que es una forma 
de juzgar en causas penales, en la que un grupo de ciudadanos debe definir si existió el he-
cho que se investiga y si el acusado es culpable o no.

En tiempos de proyectos de reforma judi-
cial, un gran ausente: el juicio por jurados.

En estos días el Poder Legislativo se en-
cuentra discutiendo un proyecto de re-
forma judicial para el ámbito federal, que 
según el texto aprobado en la Cámara de 
Senadores daría lugar a la creación de 1739 
nuevos cargos con un costo de $10.000 mi-
llones (La Nación 28/08/2020).

Discusión que suena absurda y a contra-
mano con el Código Procesal Penal Federal 
según ley 27.063, publicado en el Boletín 
Oficial del 10 de diciembre de 2014, cuya 
vigencia se suspendió supeditada a una ley 
de implementación. Debió haber entrado 
en vigor el 1 de marzo de 2016 pero no fue 
así, y al día de hoy, se viene aplicando en 
forma lenta y escalonada en el territorio. 
Salta y Jujuy llevan un año utilizándolo y los 
resultados han sido por demás satisfacto-
rios.

Este código deja de lado cualquier resabio 
de sistema inquisitivo y da un paso adelan-
te, en el respeto al programa constitucional 
reconociendo, por primera vez, que nuestra 
constituyente siempre previó para el proce-
so penal un sistema acusatorio, adversarial, 
donde el rol del juez es el de juzgar y el del 
Fiscal impulsar la acción, presentado una 
hipótesis de delito que deberá probar en un 
juicio oral.

Extraño país en el que vivimos, que du-
rante poco menos de ciento setenta años 
tuvo un sistema procesal penal contrario a 

la manda constitucional. Lo cierto es que el 
ideario iluminista de nuestra Constitución 
Nacional se chocó con un sistema procesal 
de corte inquisitivo, que habían traído los 
españoles al Virreinato y aquí se cumplió 
la famosa frase de “más vale viejo conoci-
do que nuevo por conocer”, aunque lo viejo 
significase un reflejo de una justicia monár-
quica y lo nuevo de una democrática.

Y digo que la discusión que actualmen-
te se da en el Congreso suena absurda y a 
contramano, por cuanto, la justicia que se 
intenta modificar y los cargos que se pre-
tenden crear, son para un modelo de pro-
ceso, que desde diciembre de 2014 debería 
haber desaparecido.

En un sistema adversarial, acusatorio, el 
juez es un garante y quien dirime el con-
flicto que las partes le traen, esa imagen de 
la Justicia ciega, que no ve quien es quien, 
pero que pesa en su balanza lo que apor-
ta cada uno para determinar el derecho. La 
mayor actividad procesal la tienen las par-
tes, principalmente el fiscal, que debe tra-
bajar para fundar su caso. Los abogados 
particulares, sea en el rol de defensores o de 
querellantes, también deberemos aprender 
a trabajar el caso, a pensar con el método de 
litigación ¿cómo vamos a defender y plan-
tear el caso de nuestro cliente? Las partes 
deben, trabajar su caso, su hipótesis de he-
cho y las pruebas por separado y siempre 
apuntado al juicio oral o a dirimir el con-
flicto de un modo más satisfactorio para las 
partes aplicando el principio de oportuni-
dad en los casos proceda.

Innecesario resulta entonces, invertir un 
solo centavo del erario público, en un sis-

(*) Integrante del Departamento Penal Tributario del 
Estudio Bertazza, Nicolini, Corti y Asociados.
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tema procesal caduco y con fecha de ven-
cimiento, los recursos deberían destinarse 
a capacitar, adaptar, modificar y dotar de 
medios, a los operadores del nuevo sistema 
procesal acusatorio federal.

La pandemia nos ha mostrado en la cara 
(in your face, como dicen en la NBA), el 
atraso que tiene nuestro sistema judicial a 
nivel federal y nacional es necesario llevar 
a la administración de justicia y al Ministe-
rio Público al siglo XXI para que el nuevo 
Código Procesal Penal no nazca destinado 
al fracaso.

Pero la deuda con los mandatos de la 
constitución en materia procesal penal, no 
se agota con un sistema acusatorio, desde 
la primera redacción 1853 (1860), que fue 
reafirmado en la reforma de 1994, nuestra 
Carta Magna nos dice que el juicio será por 
jurados.

Veamos, algunos podrán pensar que esta 
idea quedó por error en la Constitución, 
que el jurado es una institución contraria 
a nuestro sistema procesal, como también 
lo eran los modelos previstos para los otros 
dos poderes en 1853, un presidente y un 
Congreso con dos cámaras, y sin embargo 
se organizó todo conforme lo mandaba la 
carta orgánica de esa nueva y naciente Na-
ción al sur de América.

El juicio por jurados fue implementado 
en nuestro territorio en el año 1811 por el 
Primer Triunvirato para los delitos de im-
prenta, también lo reguló la Asamblea del 
año 13 y aparece en todos los proyectos 
constitucionales desde la constitución uni-
taria del 1819 y la de 1826 en adelante. Para 
quedar plasmado en la constitución defini-
tiva de 1853/60.

El instituto del jurado está contemplado 
en más de un artículo, en el 24 cuando reco-
noce al jurado como un derecho y garantía 
de los habitantes, también en el artículo 75 
inciso 12 al ordenarle al Congreso Nacional 
el dictado de los códigos de fondo, le exige 
el dictado de una ley para implementar el 
juicio por jurados, recordemos que en el or-
den federal, ya que las provincias se reser-

van todo el poder no delegado y el dictado 
de los códigos procesales no fue delegado, 
y por último, el artículo 118 cuando le in-
dica al Poder Judicial que “todos los juicios 
criminales ordinarios se terminaran por ju-
rados”.

Durante años la Corte Suprema en nu-
merosos fallos (115:92; 164:258; 208:21 y 
208:225) señaló que se trataba de una cláu-
sula programática, que su obligatoriedad 
no era inmediata, que a su debido tiempo 
se darían las normas para implementar el 
instituto del jurado, de esta forma recono-
cía como constitucional un sistema pro-
cesal inquisitivo o mixto, como el actual 
código procesal penal de la nación, que a 
todas luces eran inconstitucionales pues 
no solo no respetaban la manda del jurado 
sino que tampoco la de un proceso adver-
sarial con roles bien definidos.

En mencionado artículo 75 inciso 12 le 
manda al Congreso también a legislar so-
bre los códigos de fondo, ¿se imagina usted 
lector qué hubiera pasado en la Argentina 
si jamás se dictaban los códigos penal, civil 
y comercial y se seguían aplicando aun hoy 
las leyes de indias y el derecho español, y 
ante los reclamos de los ciudadanos la Cor-
te respondiera que a su debido tiempo se 
darían? Una buena comparación puede ser 
más esclarecedora que muchas palabras.

Debido al paso del tiempo sin que el ju-
rado fuera reconocido por nuestra legis-
lación, algunos consideraban que estas 
normas constitucionales estaban deroga-
das por desuetudo, es decir que la costum-
bre de no aplicarlas las había derogado. Si 
esos análisis hubieran sido adecuados en 
1994 al reformarse la constitución deberían 
haber quitado del texto toda referencia al 
juicio por jurados. Lo que, llamativamente 
no sucedió.

El juicio por jurados no es una moda o un 
capricho de la constituyente o una copia del 
sistema americano, es un deseo de nuestros 
padres fundadores para nuestro sistema de 
administración de justicia, es una garantía 
más frente al Poder del Estado, es un res-
guardo más del ciudadano que elige vivir 
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en sociedad porque entiende que es mejor, 
que seguir siendo un buen salvaje, pero que 
firma un acuerdo, cede libertades absoluta 
en busca de una mejor vida y la protección 
de sus bienes, limitando a quienes gobier-
nan, pues no son más que empleados al 
servicio del pueblo y no monarcas que se 
valen del pueblo a su antojo.

El juicio por jurados es la participación 
popular en la administración de justicia, 
el único poder que no es por el voto del 
pueblo, es la garantía de ser juzgados por 
nuestros pares, así como, un excelente ter-
mómetro para los funcionarios públicos 
del humor social, lo que puede servir para 
determinar la política criminal, la política 
educativa, sanitaria, etc.

Quienes han concurrido a un juicio o leí-
do un escrito de un abogado suelen señalar 
que hablamos raro, que usamos palabras 
extrañas, y entre nosotros debemos recono-
cer que muchas discusiones o teorías son 
propias de laboratorios más que de la vida 
real, los jurados ponen luz sobre esto, que 
significa lo justo para el ciudadano común 
y no para los pensadores de las grandes ca-
sas de Estudios del mundo.

Las provincias una vez más, llevan la de-
lantera y así como muchas tienen excelen-
tes códigos acusatorios, son también varias 
las que se han animado a implementar el 
sistema de jurados con excelentes resulta-
dos, Buenos Aires, Santa Fe, Chubut, Men-
doza, Entre Ríos, Neuquén, Chacho, Río 
Negro y Córdoba, que casualmente fue la 
primera, pero su sistema de jurados hoy re-
quiere ser renovado.

¿Podría aplicarse el juicio por jurados 
para los delitos penales tributarios?

La respuesta es sí, nada impide que pue-
dan ser sometidos al veredicto de un jura-
do. Algunos podrán pensar que siendo una 
disciplina muy técnica el jurado no estaría 
capacitado, pero francamente, los jurados 
solo señalan si se ha cometido el delito y si 
el sujeto imputado es culpable. Dependerá 
de la capacidad de fiscales y defensores que 

los miembros del jurado entiendan sobre 
qué deben decidir.

Sin perjuicio de ello, será la ley que regule 
el instituto a nivel federal, la que indique si 
los delitos penales tributario quedan com-
prendidos. En general, y tal como lo señala 
la Constitución, los crímenes serán juzga-
dos por jurados, usando la vieja distinción 
francesa, se trata de aquellos delitos más 
graves, con escalas punitivas más elevadas. 
Con ese criterio, tal vez, podría aplicarse en 
algunas figuras agravadas o la asociación 
ilícita fiscal.

Si el juicio por jurados es la posibilidad 
de ser juzgados por nuestros pares, los in-
vito a hacer un ejercicio de imaginación y 
aunque por la pena este delito sería impro-
bablemente sometido a un jurado, es un ex-
celente ejemplo por eso los invito a pensar 
en doce ciudadanos comunes, hombres y 
mujeres, a quienes se le somete a conside-
ración un caso de apropiación indebida de 
impuestos o de los recursos de la seguri-
dad social. Imaginemos un gerente de una 
pyme o dueño de un negocio, que deposita 
tardíamente esos importes o que luego de 
tiempos complejos de su empresa, comien-
za a pagar sus deudas en un plan de pagos, 
sin que este pago tardío elimine la comi-
sión el delito, que sucedió cuando venció el 
plazo establecido por la ley.

Imaginen que este hombre es juzgado por 
gente común, que como él tiene un comer-
cio o brinda un servicio, paga impuestos, 
siente la presión tributaria y de las cargas 
sociales, que siente en su actividad la rece-
sión, así como, lo que afecta la inflación su 
negocio. Aclaremos que será tarea del abo-
gado defensor y del Fiscal la selección de 
los miembros del jurado.

Habiendo imaginado ese jurado de pares 
previsto por la Constitución Nacional, com-
parémoslo con el presente, donde es juzga-
do por un juez o tres jueces, que no pagan 
impuesto a las ganancias, que a fin de mes 
en forma regular se acredita en su cuenta 
bancaria la acaudalada suma de sus suel-
dos, que si bien tienen un equipo de gente 
a cargo no saben lo que es preocuparse por 
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conseguir el dinero para pagar sus salarios, 
ni lo que implica hacer frente a un juicio la-
boral, ni licencias que deben ser cubiertas 
con otro empleado al que también hay que 
seguir abonando su sueldo.

Interesante ejercicio de imaginación, 
¿verdad? El juicio por jurados fue pensa-
do para un sistema democrático para que 
podamos ser juzgados por nuestros pares, 
desde ya, que no todos los procesos conclu-

yen por jurados, solo algunos, los más se-
veramente penados y además, es a elección 
del imputado y su defensa.

A casi ciento setenta años de la Consti-
tución Nacional es hora de que encarar la 
verdadera reforma de la justicia y dar cum-
plimiento al modelo de justicia penal con-
templado en ella. Lo demás es una pérdida 
de tiempo y recursos del Estado, que se sus-
tancia con nuestros impuestos.
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I. CABA. Ingresos brutos. Determina-
ción de oficio. Aplicación del Régimen de 
Promoción de Alícuota Cero. Improce-
dencia

I.1. Autos

“Impulso de San Luis SA s/ queja por 
recurso de inconstitucionalidad denega-
do en: Impulso de San Luis SA c. AGIP s/ 
impugnación actos administrativos”. TSJ 
CABA (01/07/2020)

I.2. El caso

La empresa promovió demanda conten-
cioso administrativa contra AGIP impug-
nando las determinaciones de oficio sobre 
base presunta en concepto de ingresos bru-
tos. Explica que es una empresa dedicada a 
la actividad industrial bajo un régimen de 
promoción industrial, ubicándose su uni-
dad productiva, domicilio fiscal y sede de 
administración efectiva en la provincia de 
San Luis y que, ante la necesidad de un de-
pósito para colocar materia prima adquiri-
da a proveedores de la provincia de Buenos 
Aires, utilizó un inmueble ubicado en la 
Ciudad de Buenos Aires, de propiedad de 
una firma inversora, negando la existencia 
de ingresos atribuibles a esa jurisdicción. 
Plantea la prescripción de los períodos 
03/2003 a 03/2004 por aplicación del Códi-
go Civil y la vulneración del Pacto Federal 
de Empleo, la Producción y el Crecimien-
to y el art. 75, inc. 13 de la CN operada por 
la normativa local, en cuanto exigía que el 
contribuyente desarrolle su actividad en es-
tablecimientos ubicados en la Ciudad para 
gozar de una exención u obtener el benefi-

cio de alícuota cero, configurándose así un 
caso de discriminación ilegítima.

I.3. Doctrina del fallo

El Supremo Tribunal considera que la 
queja interpuesta no puede prosperar, ra-
tificando lo decidido por la Cámara, en la 
sentencia que se impugna. Cabe precisar 
que en todas las instancias del proceso se 
destaca la falta de colaboración del contri-
buyente a los efectos de proporcionar do-
cumental requerida, no obrando en autos 
prueba que acredite la ausencia de ingresos 
atribuibles a la jurisdicción de la CABA, ni 
el cumplimiento del requisito formal para 
el pretendido goce del beneficio de alícuo-
ta cero.

“La Sala II de la Cámara de Apelaciones 
en lo Contencioso Administrativo y Tribu-
tario desestimó los planteos oportunamen-
te formulados por la recurrente. Para así 
decidir, los jueces, en primer término, re-
chazaron un planteo de prescripción sobre 
los períodos 2003 y 2004. Luego, concluye-
ron que la contribuyente no había logrado 
desvirtuar las consideraciones efectuadas 
por el juez de primera instancia, quien ha-
bía señalado: (i) que los períodos respec-
to de los que entendía le correspondía la 
exención o el régimen de alícuota cero no 
operaban de pleno derecho, sino que de-
bían haber sido solicitados en su oportuni-
dad por la empresa, exigencia formal que 
no había sido cumplida —luego de ponde-
rar que de la base de datos de la AFIP sur-
gía que la contribuyente había consignado 
un domicilio alternativo en la Ciudad—; y  
(ii) que la inexistencia de ingresos atri-
buibles a esta jurisdicción también debió 
haber sido probada en oportunidad de su-
ministrarse la documentación requerida 
por el fisco local, en lugar de limitarse a 
afirmar que la misma se encontraba a dis-

(*) Abogada especialista en Tributación en el Departa-
mento Contencioso Tributario del Estudio Bertazza, Nico-
lini, Corti & Asociados.
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posición en su domicilio fiscal en la provin-
cia de San Luis”.

Respecto a la prescripción, el tribunal 
mantiene incólume su criterio, adoptado 
desde el caso “Fornaguera”, en los siguien-
tes términos: “Por otra parte, los agravios 
referidos a la prescripción de los períodos 
2003 y 2004 fueron oportunamente des-
echados por los magistrados de la causa 
con apoyo en los fundamentos vertidos por 
este Tribunal en el caso 'Fornaguera Sempe, 
Sara Stella y otros c. GCBA s/ otras deman-
das contra la Aut. Administrativa s/ recurso 
de inconstitucionalidad concedido', expte. 
11148/14, sentencia del 23 de octubre de 
2015. Sobre esta cuestión, la parte tampo-
co ha propuesto argumentaciones condu-
centes que logren conmover, en el caso, el 
criterio sostenido por la Sala II a partir del 
referido precedente”.

II. Santa Fe. Tasa de Inspección de Es-
tructuras Soporte de Antenas. Ausencia 
de prestación de servicio efectivo por el 
municipio. Improcedencia

II.1. Autos

“Telecom Personal SA c. Municipalidad 
de Roldán —recurso contencioso adminis-
trativo— s/ queja por denegación del re-
curso de inconstitucionalidad”. TSJ Santa 
Fe (23/06/2020).

II.2. El caso

La empresa interpone demanda conten-
cioso administrativa contra la municipa-
lidad de Roldán impugnando el dec. 1214 
del intendente que dejó sin efecto las dis-
posiciones de la resolución 1003/2015, y re-
clamó a la compañía el pago de una deuda 
en concepto de Tasa de Inspección de Es-
tructuras Soporte de Antenas por los perío-
dos fiscales 2010 a 2014, con más intereses 
y costas. La actora recurre la decisión de la 
Cámara que confirmó la pretensión fiscal, 
considerando que incurre en arbitrariedad 
manifiesta, pues acoge la defensa del muni-
cipio pese a que este no prestó ningún ser-
vicio a la empresa, alegando que en la etapa 
administrativa y al contestar la demanda, 

sostuvo la prestación de servicios, pero lue-
go viró su postura al presentar alegatos y 
afirmó que no podía brindar servicios por-
que Telecom Personal SA nunca había soli-
citado la habilitación de la antena.

II.3. Doctrina del fallo

La Corte provincial rechaza la queja inter-
puesta por Telecom Personal SA, advirtien-
do que los planteos que intenta encuadrar 
en hipótesis conculcatorias de garantías 
constitucionales carecen de consistencia 
y no alcanzan a persuadir de que se con-
figure un caso constitucional idóneo para 
operar la apertura de la instancia extraordi-
naria ante el superior tribunal.

En ese sentido, aseveró: “Debe señalarse 
que respecto de esa supuesta falta y aten-
to al alcance dado al término 'efectiva pres-
tación del servicio' por la jurisprudencia 
de esta Corte (AyS 278, ps. 57-61; t. 133, ps. 
258-279), luce suficientemente acredita-
da la prestación potencial del servicio por 
parte de la municipalidad de Roldán para 
hacer nacer la obligación a cargo del con-
tribuyente, no logrando la recurrente en 
este caso desmerecer las argumentaciones 
expuestas por la Cámara cuando sostuvo la 
exigibilidad del cobro de la tasa por haber 
acreditado el Fisco realizar actos de la ad-
ministración, verificaciones y requerimien-
tos propias de la tarea de inspección de 
estructuras soporte de antenas de la actora”.

Concluye: “En suma, esta Corte provin-
cial —aunque refiriendo a la percepción 
del Derecho de Registro e Inspección— ha 
analizado la exigencia o no, de la efectiva 
prestación del servicio, considerando que 
la tasa no es sin más ilegítima si en el perío-
do que se reclama el servicio efectivamente 
no se prestó, siempre que la Administra-
ción prima facie cuente con las estructuras 
adecuadas para la prestación del servicio 
('Arenera de la Cruz y Rozas SA c. Munici-
palidad de Santa Fe s/ recurso contencioso 
administrativo de plena jurisdicción', AyS 
104, ps. 84-91), perdiendo, entonces, deci-
sividad, en el sub judice, lo manifestado por 
la actora”.
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III. Santa Fe. Derecho de registro e ins-
pección. Régimen especial con índices 
de ajuste. Exceso de pretensión. Proce-
dencia

III.1. Autos

“LDC Argentina SA c. Comuna de Tim-
bues —recurso contencioso adminis-
trativo— s/ queja por denegación del 
recurso de inconstitucionalidad”. TSJ Santa 
Fe (07/07/2020).

III.2. El caso

La Comuna de Timbues interpone re-
curso de inconstitucionalidad contra la 
sentencia emitida por la Cámara de lo 
Contencioso Administrativo N.º 2 que 
anuló los actos administrativos impug-
nados por la actora, condenando a la co-
muna a pagar a la recurrente los importes 
cobrados en concepto de Derecho de 
Registro e Inspección en cuanto han ex-
cedido lo que le hubiera correspondido 
pagar a la contribuyente. La sentencia en 
cuestión declaró que el régimen estatui-
do por las ordenanzas 2/2005 y 17/2009 
debía aplicarse a la actora hasta la fecha 
ahí establecida (01/03/2015), no así las 
ordenanzas 20/2013 y 120/2014, en tanto 
pretende aprehender el período anterior 
al 01/03/2015. A entender de la recurren-
te, la Cámara excedió los límites impues-
tos para juzgar la causa, incurriendo en 
arbitrariedad por incongruencia pues 
realiza afirmaciones que contradicen los 
elementos probatorios acompañados a 
los autos.

III.3. Doctrina del fallo

La Corte rebate la queja interpuesta por 
la Comuna, en razón que la recurrente ex-
pone una mera discrepancia con los funda-
mentos brindados por la Cámara al emitir 
el pronunciamiento, lo que por otra parte 
fuera expuesto por el Tribunal en oportuni-
dad de denegar el remedio extraordinario 
con argumentos, que tampoco fueron des-
virtuados en el escrito de queja y que, por lo 
tanto, permanecen en pie.

“... [E]n la especie no había mediado una 
exención sino un régimen especial con ín-
dices de ajuste, no se había invocado (en la 
ordenanza impugnada 20/13) el instituto 
emergencial para dejar sin efecto el régimen 
tributario anterior (ordenanzas 2/2005 y 
17/2009, con vigencia hasta el 01/03/2015); 
y apoyándose en criterio inveterado de la 
Corte nacional, concluyó en que si bien 
nadie tiene derecho adquirido al manteni-
miento de las leyes ni a la inalterabilidad de 
los gravámenes creados o dispensados por 
ellas, ello no rige en los supuestos en que 
las normas para promover inversiones es-
tablecen la estabilidad por un determinado 
lapso del régimen tributario aplicable a los 
respectivos emprendimientos”.

“Además, en el auto denegatorio, el Tri-
bunal puso de resalto que, al fallar '... tuvo 
especialmente en miras el hecho de que el 
vínculo establecido entre las partes y la or-
denanza 2/2005, reflejaban... un régimen 
especial de tributos atendiendo al positi-
vo impacto de la inversión productiva en 
lo económico, en lo social y en el desarro-
llo en general de la localidad' dejando ex-
presamente aclarado que ello. No significó 
conferirle a la recurrente un status privile-
giado por un tiempo indeterminado...' (fs. 
2832), dado que entendió que 'el régimen 
especial tuvo en miras obligaciones que 
debiera proveer la Comuna y que no po-
día cumplimentar por, entonces y, al par, la 
asunción de tales obligaciones por parte de 
la empresa'...”.

A la luz de tal razonamiento, concluye: 
“Es más, como fuera dicho por la Cámara al 
denegar la concesión del remedio extraor-
dinario ahora bajo análisis, '... tras exami-
nar de manera detallada el material fáctico 
y probatorio aportado en la causa, explicó 
con argumentos más que suficientes, los 
motivos por los cuales la actora tenía de-
recho a que se le restituyeran las sumas 
abonadas en más hasta el 01/03/2015, acla-
rando precisamente que de hacerse lugar 
al planteo formulado por la demandada se 
estarían vulnerando los principios de lega-
lidad tributaria, seguridad jurídica y con-
fianza legítima'...”.
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IV. Santa Fe. Derechos de publicidad y 
propaganda y/o derechos de ocupación 
o uso del espacio público. Caducidad de 
demanda contenciosa. Repetición de lo 
ingresado en concepto de pago previo de 
capital. Improcedencia

IV.1. Autos

“Embotelladora del Atlántico SA c. Muni-
cipalidad de Casilda - recurso contencioso 
administrativo s/ queja por denegación del 
recurso de inconstitucionalidad”. TSJ Santa 
Fe (03/06/2020)

IV.2. El caso

La empresa interpuso demanda de repe-
tición contra la municipalidad de Casilda 
de los montos ingresados en concepto de 
Derechos de Publicidad y Propaganda y/o 
Derechos de Ocupación o Uso del Espacio 
Público abonados “indebidamente” como 
pago previo del capital (requisito impositi-
vo) que prevé la Ley de Recurso Contencio-
so Administrativo (art. 8º, ley 11.330); como 
así también, que se declare la inconstitu-
cionalidad de los arts. 35, 51 y 52, inc. b) del 
Código Tributario Municipal.

IV.3. Doctrina del fallo

El tribunal consideró que en el caso se 
configuró uno de los supuestos que la nor-
mativa aplicable prevé como obstativos 
para el progreso de la repetición de los im-
portes abonados por la accionante. Es que, 
habiendo deducido recurso administrativo 
contra un acto (dec. 1333/2014) que dis-
puso una denegación expresa del derecho 
postulado por el recurrente, la caducidad 
declarada en la contienda importa que el 
acto impugnado ha quedado firme y con-
sentido, no resultando admisible una nue-
va impugnación.

“... [E]stando reconocido por la inciden-
tista que la determinación de oficio se 
encuentra firme, se verifica de modo ma-
nifiesto configurado uno de los supuestos 
que la normativa aplicable al caso con-
templa como obstativos a la admisión de 
la repetición de los importes abonados en 

concepto del gravamen adeudado, en cum-
plimiento del requisito impositivo estable-
cido por el art. 8º de la ley 11.330. Máxime, 
cuando tampoco puede válidamente sos-
layarse que conforme lo ha reconocido el 
mismo recurrente las sumas que pretende 
repetir no provienen de un pago indebido, 
sino de un imperativo legal, esto es el cum-
plimiento del 'requisito impositivo'...”.

V. Tucumán. Ingresos brutos. Incons-
titucionalidad. Regímenes de retención 
y percepción. Ausencia de legitimación 
para accionar. Improcedencia

V.1. Autos

“Agro Lajitas SA c. Provincia de Tucumán 
- DGR s/ inconstitucionalidad”. CS Tucu-
mán (21/08/2020).

V.2. El caso

La empresa demandó la inconstituciona-
lidad de las resoluciones 86/2000; 23/2002; 
7/2011 y 125/2004. Las dos primeras, es-
tablecieron los regímenes de agentes de 
percepción y retención del impuesto a 
los Ingresos Brutos; las dos últimas, la in-
cluyeron en los respectivos regímenes. 
Sostuvo que los actos administrativos de 
designación carecían de motivación y que 
quebrantaban la garantía de igualdad, pues 
al no incluir en la misma condición a todas 
las empresas que se dedican a las mismas 
actividades, colocaban a quienes sí fueron 
afectados, en situación desventajosa res-
pecto de aquellos competidores que no 
debían cumplir las cargas impuestas a los 
agentes. El fisco al contestar la demanda, 
plantea como excepción de previo y espe-
cial pronunciamiento, la falta de legitima-
ción para actuar de la empresa, alegando 
que con anterioridad al inicio de la acción 
el contribuyente adhirió a diversos planes 
de facilidades de pago, lo que importaba de 
pleno derecho, el desistimiento y expresa 
renuncia, a toda acción y derecho, y a todo 
planteo acerca de la falta de validez consti-
tucional de las normas. Asimismo, invocó la 
convalidación por parte de la empresa, en 
razón que siempre cumplió con las obliga-
ciones referidas al cumplimiento de la car-
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ga pública impuesta. La Sala I de la Cámara 
en lo Contencioso Administrativo hizo lu-
gar al planteo del fisco y declaró abstracta 
la emisión de pronunciamiento en la causa, 
motivando la casación que se sentencia en 
el pronunciamiento bajo reseña.

V.3. Doctrina del fallo

El Supremo Tribunal, hizo lugar al plan-
teo casando la sentencia de la Cámara al 
considerar que la empresa se encontraba 
legitimada a cuestionar la constitucionali-
dad de los regímenes. A tal efecto, ponderó 
que el acogimiento a un régimen excepcio-
nal de facilidades de pago de obligaciones 
impositivas, si bien impedirá a quien adhi-
riera a este, cuestionar con posterioridad, 
de cualquier modo, las posiciones de los 
tributos que pagase o debiera abonar con 
los beneficios propios del sistema de excep-
ción pues, va de suyo, que tal prohibición se 
presenta como un contrapeso equilibrado y 
razonable a las ventajas que el contribuyen-
te o responsable recibe a raíz de esa parti-
cular y más conveniente manera de dar 
cumplimiento a las gabelas de que se trate, 
es también incontrovertible que el esfuerzo 
que el fisco impone al particular no puede 
traducirse en una renuncia sine die a todo 
planteo de constitucionalidad, pues ello no 
condice con la acotación de los beneficios 
acordados, el carácter restrictivo con que 
toda renuncia de derechos debe interpre-
tarse (confr. CS Tucumán, “Ingeco SACCI-
FIAGF c. Provincia de Tucumán s/ cobros”, 
sentencia 1111 del 11/11/2014; “Citrusvil 
SA c. Provincia de Tucumán s/ nulidad - re-
vocación”, sentencia 814 del 18/09/2012) y 
mucho menos con el interés común en la 
vigencia de la supremacía constitucional, 
solo asegurada por la existencia de meca-
nismos de control jurisdiccional.

“En ese marco, la declaración como abs-
tracta de la pretensión de autos, que im-
portaría desconocer a la firma actora 
legitimación para demandar la inconsti-
tucionalidad de los actos administrativos 
de marras, omite ponderar que el interés 
para impugnar las normas que les imponen 
cargas de índole tributaria, ha sido pacífi-
camente reconocido a los agentes de per-

cepción y retención (confr. CS Tucumán, in 
re 'Banco CMF SA c. Provincia de Tucumán 
s/ inconstitucionalidad', sentencia 295 del 
13/04/2015)”.

“En suma, de los precedentes citados sur-
ge con claridad el interés de la parte actora 
en obtener la declaración de inconstitucio-
nalidad que pretende, pues resulta indu-
bitable que integra la respectiva relación 
jurídica tributaria y está obligada a cumplir 
con la carga que le ha sido impuesta en su 
calidad de agente de retención y de agente 
de percepción, por lo que no es exacto que 
careciera de legitimación para promover la 
demanda de autos ni que esta hubiese des-
aparecido”.

VI. Tucumán. Ingresos brutos. Régimen 
de recaudación bancaria. Inconstitucio-
nalidad. Procedencia

VI.1. Autos

“Fonseca SA c. Provincia de Tucu-
mán - DGR s/ inconstitucionalidad”. Sala 
II, Cámara Contencioso Administrativo 
(28/08/2020)

VI.2. El caso

La firma plantea la inconstitucionalidad 
de la resolución General 80/2003 (y sus 
modificatorias) de la Dirección General de 
Rentas provincial, que creó el Régimen de 
Recaudación Bancaria de Ingresos Brutos, 
solicitando se la excluya del mentado régi-
men. En sustento de su demanda, sostiene 
que viene generando en forma permanen-
te un saldo a favor en concepto de ingresos 
brutos en tanto los montos cuya recau-
dación sufre en sus cuentas son superio-
res a los que efectivamente debe, es decir, 
al impuesto gravado, el cual no ha podido 
ser absorbido, ni podrá ser absorbido, en la 
medida que continúe siendo objeto de las 
recaudaciones por sistema bancario que le 
dieron origen. Esgrime que, la DGR se ha 
excedido en forma inconstitucional en el 
ejercicio de su facultad reglamentaria, por 
cuanto cercena al contribuyente, en forma 
compulsiva sus ingresos, creando un nue-
vo impuesto marginado del texto de la ley 
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5121 (Código Tributario de Tucumán), un 
impuesto a las acreditaciones bancarias y 
no a los ingresos brutos.

VI.3. Doctrina del fallo

La cámara, al fallar analiza el mecanismo 
de recaudación instituido por el organismo 
fiscal provincial y entiende que se trata, en 
principio, de un sistema para el adelanto de 
la obligación en concepto de ingresos brutos 
conforme los parámetros establecidos en el 
Código. Ahora bien, considera que so pretex-
to de este adelantamiento, no puede exigirse 
importes que no guarden la debida relación 
y proporción con la obligación fiscal previs-
ta en la ley y sus parámetros de liquidación 
(cfr. GIULIANI FONROUGE - NAVARRINE, 
“Procedimiento Tributario”, 1995, p. 188; CS, 
Fallos 324:4226), lo que considera ha sido 
probado en autos para el caso, y por ello, 
hace lugar al planteo de la actora.

“Toda prestación pública que se exija 
sistemáticamente por la Administración 
Fiscal, por encima del monto del tributo 
definido por el legislador que, en definiti-
va, se adeude, perdiendo su fundamento 
esencialmente impositivo para convertirse 
en un fenómeno exclusivamente financiero 
a partir de deudas inexistentes, importa al-
terar las bases éticas y jurídicas del derecho 
de recaudar, transfigurando, por medio de 
artilugios técnicos propios de alquimistas, 
la contribución común exigida por la ley a 
todos los ciudadanos para el levantamien-
to de las cargas públicas, en un verdadero 
despojo (v. en lo pertinente doctrina de-
sarrollada in re 'La Biznaga SAACIFyM c. 
Dirección General Impositiva', CS, Fallos: 
310:71414, sentencia del 31 de marzo de 
1987, TSJ CABA)”.

“De este modo 'la aplicación en la espe-
cie del régimen de retención cuestionado 

se traduce en el ingreso de recursos al era-
rio público con sustento único en la pre-
tendida verificación de un hecho diferente 
del previsto por el legislador como hecho 
imponible del gravamen, el que genera el 
pago a cuenta, sin razonable vinculación 
con el presupuesto de hecho que preten-
de ser captado en la propia fuente. Se sus-
tenta el ingreso público, de tal manera, en 
la verificación de una hipótesis de inciden-
cia novedosa, no prevista como tal en la ley 
formal y mediante la que, sin embargo, se 
asegura parte del financiamiento del Esta-
do local a través del adelanto de sumas, en 
concepto de aportes a cuenta del Impuesto 
sobre los Ingresos Brutos”.

“Si bien es cierto que la actora no ha efec-
tuado manifestación alguna con relación 
a la situación de exclusión administrativa 
que enuncia la norma, no parece apropia-
do, a la luz de la tutela constitucional que 
se persigue, erigir al requisito en cuestión 
como obstativo de la pretensión declara-
tiva. Comparto el criterio sostenido por la 
Sala III de esta misma Cámara en cuanto a 
que no sería viable 'que por vía de disposi-
ciones sub-legales emitidas por la DGR, con 
el fin de diseñar un sistema de recaudación 
de un determinado impuesto y la eventual 
exclusión de ese régimen o la restitución de 
sumas mal retenidas en ese marco, se ter-
mine generando en la práctica un ingreso 
que se encuentra excedido sustancialmen-
te respecto del monto legalmente exigible a 
los contribuyentes, a lo que debe sumarse 
el retardo en la restitución y la transitorie-
dad en su exclusión, lo que terminaría ins-
taurando por vía reglamentaria una suerte 
de empréstito forzoso'('Enrique R. Zeni y 
Cía. SACIAFEI c. Provincia de Tucumán 
DGR s/ inconstitucionalidad', CCA, Sala III, 
sentencia del 26/06/2018)”.Tho
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Exención de pago temporal  
de ingresos brutos para ciertas 
actividades gastronómicas  
en CABA

Ricardo H. Ferraro (*)

En el artículo se analiza la ley 6324, a través de la cual se dispone la liberación de pago del 
impuesto sobre los ingresos brutos para determinadas actividades del sector gastronómi-
co en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, producto de la pandemia.

I. Introducción

La pandemia no discrimina por tamaño 
de empresa ni por rubro; genera perjuicios 
en todas las actividades. La diferencia está 
en que algunas pudieron ir adecuándose 
de mejor manera que otras respetando las 
pautas de cuidado como el distanciamien-
to, la utilización de barbijos, la higiene de 
manos o la medición de la temperatura.

No es el caso de la gastronomía y el ho-
telería, según muestran las estadísticas que 
dio a conocer la Federación Empresaria 
Hotelera Gastronómica de la República Ar-
gentina (FEHGRA).

Los restaurantes, bares, cantinas etc. a pe-
sar de haberse reinventado a través de los 
delivery o el take away y otras formas que 
evitaron el servicio en el local o servicios de 
mesa registraron una caída interanual en 
torno al 73,5%.

Por su parte la hotelería mostró un decli-
ve mayor trepando al 92,6% en igual medi-
ción con un agravante, que todo indica que 
será el último sector en comenzar a norma-
lizarse o reactivarse.

Así las cosas, el Gobierno porteño fue 
anunciando ciertas flexibilizaciones al ais-
lamiento preventivo y entre ellas mencionó 
la reapertura de determinados servicios de 
gastronomía.

II. Medida importante pero parcial

En este contexto, la Legislatura de la Ciu-
dad Autónoma de Buenos Aires sancionó la 
ley 6324 (BOCABA 02/09/2020) disponien-
do la liberación de pago del impuesto sobre 
los ingresos brutos para determinadas ac-
tividades del sector gastronómico, pero sin 
incluir la hotelería.

Más precisamente, la reciente ley deja sin 
efecto el pago de ingresos brutos por el se-
mestre que va de septiembre de 2020 a fe-
brero 2021 sobre los ingresos obtenidos por 
los contribuyentes o responsables del tri-
buto que realicen alguna de las siguientes 
actividades según la clasificación del Códi-
go del Nomenclador de Actividades Econó-
micas del Sistema Federal de Recaudación 
(NAES):

- Servicios de restaurantes y cantinas sin 
espectáculo (561011).

- Servicios de restaurantes y cantinas con 
espectáculo (561012).

(*) Coordinador general del suplemento “Novedades 
Fiscales” del diario Ámbito Financiero.
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- Servicios de fast food y locales de venta 
de comidas y bebidas al paso (561013).

- Servicio de expendio de bebidas en ba-
res (561014).

- Servicio de expendio de comidas y be-
bidas en establecimientos con servicio de 
mesa y/o en mostrador n.c.p (561019).

- Servicio de expendio de helados 
(561030).

El código que identifica a cada servicio 
adquiere relevancia porque para ser be-
neficiario de la eximición de pago el códi-
go consignado en la declaración jurada del 
impuesto sobre los ingresos brutos debe 
coincidir con los enumerados taxativamen-
te en la ley.

Este beneficio se otorga debido a que 
se trata de uno de los sectores más cas-
tigados por la pandemia, a punto tal que 
muchos han tenido que cerrar definiti-
vamente, decisión que también han to-
mado ciertos establecimientos hoteleros 
porque no pueden esperar una eventual 
reactivación.

Un tema para tener en cuenta es que esta 
liberación de la obligación de pago alcanza 
“exclusivamente” a los ingresos provenien-
tes de las actividades mencionadas. Es de-
cir, que, si un contribuyente o responsable 
desarrollara más de una actividad declara-
da, la exención solo aplicará sobre la activi-
dad cuyo código coincida con alguno de los 
detallados más arriba, lo que implica que el 
beneficio puede ser gozado proporcional-
mente.

Fundamentalmente esta medida está re-
conociendo la falta de capacidad de pago 
de los contribuyentes comprendidos y a la 
vez, al no destinarse ingresos a la cancela-
ción del tributo se facilita la recomposición 
del capital de trabajo.

Ahora bien, la ley 6324 dispone la exen-
ción de pago, pero expresamente estable-
ce que no exime a los beneficiarios de la 
obligación de presentar las declaraciones 
juradas ni del cumplimiento de sus debe-

res formales, motivo por el cual esta deja 
en manos de la Administración Guberna-
mental de Ingresos Públicos (AGIP) la po-
sibilidad de solicitar la información que 
entienda oportuna a fin de hacer efectiva la 
exención; en suma, reglamentar el benefi-
cio para hacerlo operativo.

III. Resolución (AGIP) 236/2020

A menos de una semana, el 08/09/2020 
se publicó oficialmente la resolución 
236/2020 de la Administración Guberna-
mental de Ingresos Públicos (AGIP) regla-
mentando la exención de pago de carácter 
temporal antes comentada.

El primer tema para destacar es que la 
reglamentación precisa que alcanza a los 
contribuyentes y/o responsables que, reali-
zando las actividades incluidas, se encuen-
tren inscriptos como Locales, como sujetos 
al Convenio Multilateral o adheridos al Ré-
gimen Simplificado del Impuesto sobre los 
Ingresos Brutos.

III.1. Presentación de declaración jurada

En línea con lo establecido en la ley 6324, 
la AGIP dispone que los contribuyentes y/o 
responsables comprendidos en la libera-
ción de pago que se hallen inscriptos en 
las categorías Locales o Convenio Multila-
teral, respecto a los meses 09/20 a 02/21, 
deberán presentar sus respectivas declara-
ciones juradas, especificando que deberán 
consignar la base imponible como exenta. 
Ello, bajo la suposición de que se hayan ob-
tenido ingresos, si no será presentación en 
cero. Vale reiterar que el beneficio procede 
exclusivamente sobre los ingresos obteni-
dos vinculados a los códigos taxativamente 
estipulados en la ley y, por ende, serán esos 
ingresos los que deben consignarse como 
exentos.

Por su parte los sujetos inscriptos en el 
Régimen Simplificado del Impuesto so-
bre los Ingresos Brutos y su actividad 
principal declarada sea una de las benefi-
ciadas, la exención comprenderá las Cuotas  
N° 5/2020, 6/2020 y 1/2021.
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III.2. Trámite a observar

A partir del 10 de septiembre pasado 
está disponible en la página Web de la Ad-
ministración Gubernamental de Ingresos 
Públicos (www.agip.gob.ar) el aplicativo 
“Exención Ley 6324”, al cual se accede con 
Clave Ciudad Nivel 2.

Todos los contribuyentes y/o responsa-
bles que resulten beneficiarios de la exo-
neración de pago del impuesto sobre los 
ingresos brutos cualquiera sea su categoría 
(Local, Convenio Multilateral o Régimen 
Simplificado), deben completar la siguien-
te información en dicho aplicativo con ca-
rácter de declaración jurada, motivo por el 
cual les cabe la responsabilidad por la exac-
titud y veracidad de los datos manifestados 
y de las declaraciones efectuadas. Los datos 
por consignar son:

- Número de partida inmobiliaria del/de 
los inmueble/s afectado/s a la actividad de-
sarrollada.

- Carácter de la ocupación del/de los 
inmueble/s (titular de dominio, usufruc-
tuario, locatario, comodatario, etc.).

- Nombre y apellido o razón social del ti-
tular de dominio del/de los inmuebles/s.

- Clave Única de Identificación Tributa-
ria (CUIT) del titular de dominio del/de los 
inmueble/s afectados a la actividad.

- Alquiler pactado contractualmente del 
mes en curso. La declaración total de los 
requisitos informados ut supra será condi-
ción necesaria para:

-en el caso de contribuyentes y/o respon-
sables que se hallen inscriptos en las ca-
tegorías Locales o Convenio Multilateral: 
proceder a la exclusión temporal de los pa-
drones de retenciones y/o percepciones;

-en el caso de contribuyentes y/o res-
ponsables que se hallen inscriptos en la 
categoría Régimen Simplificado: registrar 
el crédito por exención para las Cuotas N° 
5/2020, N° 6/2020 y N° 1/2021.

Al llegar a este procedimiento de acceso 
al beneficio se advierte que la AGIP incor-
pora la exclusión de los regímenes de reten-
ción y/o percepción, algo que de la letra de 
la ley no surge con claridad pero que la ad-
ministración aplicó con criterio coherente. 
Si el tratamiento preferencial consiste en la 
exención de pago del tributo, el beneficiario 
mal puede ser sujeto pasible de retención 
y/o percepción que en definitiva resulte 
pago a cuenta de un impuesto exento.

No obstante, cuando se trate de contri-
buyentes y/o responsables que desarro-
llen múltiples actividades, la exclusión de 
los regímenes de recaudación será propor-
cional a la magnitud de los ingresos de la 
actividad contemplada en el beneficio libe-
ratorio, dispone la resolución.

IV. Regímenes de recaudación. Exclu-
sión temporal

La exclusión prevista en la resolución 
de la AGIP es temporal pues acompaña el 
término fijado por la ley. Lo que se regu-
la es desde cuando queda reflejada en los 
respectivos padrones la condición del be-
neficiario para no sufrir ni retención ni per-
cepción.

A tales fines, el comienzo de la vigencia 
de la exclusión dependerá de la fecha en el 
beneficiario haya dado cumplimiento a los 
requerido en la declaración jurada del apli-
cativo “Exención Ley 6324”. A saber:

- Si la presentación (declaración) se rea-
liza hasta el día 15 de cada mes, tendrá 
efectos en los padrones respectivos con vi-
gencia a partir del primer día hábil del mes 
siguiente; y en caso de dar cabal cumpli-
miento a los requisitos establecidos, perdu-
rará hasta el 28 de febrero de 2021.

- Cuando la presentación se materializa 
con posterioridad al día 15 y hasta el últi-
mo día de cada mes, serán consideradas en 
los padrones respectivos con vigencia en el 
mes subsiguiente.

Más allá de lo puntualizado, la resolución 
prevé una disposición intermedia para el 
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período que corre entre la validación de los 
datos consignados y su recepción en los pa-
drones de que se trate.

Así establece que los contribuyentes 
exentos por todas sus actividades, de supe-
rarse las validaciones del sistema, y hasta el 
efectivo impacto en los padrones respeti-
vos, podrán alegar su condición de exento 
temporalmente por la ley 6324 ante el agen-
te de recaudación. A raíz de ello, el agente, 
no deberá practicar retención o percepción 
alguna siempre y cuando verifique la condi-
ción de exento del sujeto pasivo accedien-
do a la consulta establecida a estos fines, 
disponible en la página web de la AGIP.

Con relación a lo comentado en el párra-
fo anterior, cabe señalar que dicha opción 
no será aplicable al régimen de recau-
dación establecido por la resolución 211 
(AGIP)/2020. Se trata del Régimen de Re-
caudación del Impuesto sobre los Ingresos 
Brutos adecuado al Sistema de Recauda-
ción y Control de Acreditaciones Bancarias 
(SIRCREB) aprobado por la RG 104/2004 de 
la Comisión Arbitral, para quienes revistan 
o asuman la calidad de contribuyentes de 
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, ex-
cepto para aquellos comprendidos en la ca-
tegoría Régimen Simplificado del Impuesto 
sobre los Ingresos Brutos.
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Autonomía de la CABA  
y competencia originaria de  
la CSJN: habilitación de la feria  
del máximo tribunal para dictar  
un fallo en la materia

María Julieta Canobbio (*)

En ese contexto particular que estamos viviendo, el Tribunal resolvió habilitar días y ho-
ras inhábiles exclusivamente a los fines del dictado de una sentencia en una ejecución 
fiscal promovida por el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires ("GCBA") contra el Es-
tado nacional (Ministerio de Economía), y se remitió al pronunciamiento expedido en 
"Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (‘CABA’) c. Provincia de Córdoba" del 
04/04/2019, ratificando su criterio conforme al cual la CABA tiene derecho a la compe-
tencia originaria prevista en la Constitución Nacional, con el mismo alcance que el reco-
nocido a las provincias.

I. Introducción

La declaración por parte de la Organiza-
ción Mundial de la Salud (OMS) del bro-
te del nuevo coronavirus COVID-19 como 
pandemia el pasado 11 de marzo produ-
jo una multiplicidad de consecuencias en 
nuestro país a distintos niveles: sanitario, 
social, económico, laboral, etcétera.

Una de las medidas más importantes que 
se tomaron a raíz de la declaración referi-
da supra es sin duda alguna el “aislamien-
to social, preventivo y obligatorio” (ASPO) 
establecido por el Poder Ejecutivo Nacio-
nal (PEN) a través del Decreto de Necesi-
dad y Urgencia (DNU) 297/2020 dictado el 
19/03/2020 (BO: 20/03/2020), a fin de pro-
teger la salud pública, para todas las perso-
nas que habitan en el país o se encuentren 

en él en forma temporaria (art. 1º). Confor-
me la norma, la medida regiría en principio 
desde el 20 hasta el 31 de marzo inclusi-
ve, pudiéndose prorrogar este plazo por 
el tiempo que se considerase necesario 
en atención a la situación epidemiológica  
[art. 1º (1)]. La vigencia del decreto fue pro-
rrogada por sucesivos preceptos de la mis-

  (1) DNU 297/2020, art. 1º: "A fin de proteger la sa-
lud pública, lo que constituye una obligación inalie-
nable del Estado nacional, se establece para todas las 
personas que habitan en el país o se encuentren en él 
en forma temporaria, la medida de "aislamiento social, 
preventivo y obligatorio" en los términos indicados en 
el presente decreto. La misma regirá desde el 20 hasta 
el 31 de marzo inclusive del corriente año, pudiéndose 
prorrogar este plazo por el tiempo que se considere ne-
cesario en atención a la situación epidemiológica. Esta 
disposición se adopta en el marco de la declaración 
de pandemia emitida por la Organización Mundial de 
la Salud (OMS), la Emergencia Sanitaria ampliada por 
el dec. 260/2020 y su modificatorio, y en atención a la 
evolución de la situación epidemiológica, con relación 
al Coronavirus-COVID-19".(*) Profesional independiente.
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ma naturaleza (2), siendo el último el DNU 
576/2020 (3).

En virtud de lo decidido por el PEN, la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación 
(“CS”), mediante la Acordada 6/2020, dis-
puso una feria extraordinaria respecto de 
todos los tribunales nacionales y federa-
les y demás dependencias que integran el 
Poder Judicial de la Nación, desde el 20 al 
31 de marzo de 2020, la que, eventualmen-
te, se extendería por igual plazo que el PEN 
pudiera disponer su prórroga —en los tér-
minos de lo dispuesto en el art. 1º del DNU 
297/2020 (4)—. La aludida feria extraordi-
naria fue prorrogada por el Alto Tribunal 
en distintas Acordadas (5), siendo la última 
la 25/2020. Asimismo, durante ese perío-
do, la CS fue emitiendo distintas Acorda-

 (2) DNU 325/2020 (BO: 31/03/2020), prórroga hasta el 
12/04/2020 inclusive; DNU 355/2020 (BO: 11/04/2020), 
prórroga hasta el 26/04/2020 inclusive; DNU 408/2020 (BO: 
26/04/2020), prórroga hasta el 10/05/2020 inclusive; DNU 
459/2020 (BO: 11/05/2020), prórroga hasta el 24/05/2020 
inclusive; DNU 493/2020 (BO: 25/05/2020), prórroga hasta 
el 07/06/2020 inclusive; DNU 520/2020 (BO: 08/06/2020), 
prórroga hasta el 28/06/2020 inclusive; luego prorrogado 
hasta el 30/06/2020, inclusive, por DNU 576/2020.

 (3) BO: 29/06/2020, prórroga desde el 01/07/2020 has-
ta el 17/07/2020, ambas fechas inclusive.

 (4) Acordada CS 6/2020, art. 2º: "Disponer, en los tér-
minos de lo previsto en el art. 2º del Reglamento para la 
Justicia Nacional, feria extraordinaria —por las razones de 
salud pública referidas y atento lo dispuesto en el decreto 
de Necesidad y Urgencia 297/2020— respecto de todos 
los tribunales federales y nacionales y demás dependen-
cias que integran este Poder Judicial de la Nación, desde 
el 20 al 31 de marzo inclusive, la que, eventualmente, se 
extenderá por el por igual plazo que el Poder Ejecutivo 
Nacional pudiera disponer su prórroga —en los términos 
de lo dispuesto en el art. 1º del citado decreto—".

 (5) Acordada 8/2020, prórroga desde el 01/04/2020 al 
12/04/2020, ambos inclusive; Acordada 10/2020, prórroga 
desde el 13/04/2020 hasta el 26/04/2020, ambos inclusive; 
Acordada 13/2020, prórroga desde el 27/04/2020 hasta el 
10/05/2020, ambos inclusive; Acordada 14/2020, prórroga 
desde el 11/05/2020 hasta el 24/05/2020, ambos inclusive; 
Acordada 16/2020, prórroga desde el 25/05/2020 hasta el 
07/06/2020, ambos inclusive; Acordada 18/2020, prórroga 
desde el 0806/2020 hasta el 28/06/2020, ambos inclusive; 
Acordada 25/2020, prórroga desde el 29/06/2020 hasta el 
17/07/2020, ambos inclusive.

das  (6) disponiendo el levantamiento de 
la Feria Judicial Extraordinaria respecto de 
distintos tribunales federales ubicados en 
diversas provincias y localidades de nues-
tro país (Corrientes; Tucumán; Comodoro 
Rivadavia —provincia del Chubut—; Men-
doza; Córdoba; Bahía Blanca —provincia 
de Buenos Aires—; Rosario —provincia de 
Santa Fe—; Santiago del Estero; Salta; Ro-
que Sáenz Peña —provincia del Chaco—; 
Zapata —provincia del Neuquén—; La Rio-
ja; Mar del Plata —provincia de Buenos Ai-
res—; Junín —provincia de Buenos Aires—; 
General Roca —provincia de Río Negro—; 
Posadas —provincia de Misiones—).

En ese contexto, el Tribunal cimero re-
solvió habilitar días y horas inhábiles ex-
clusivamente a los fines del dictado de una 
sentencia en una ejecución fiscal promovi-
da por el Gobierno de la Ciudad de Buenos 
Aires (“GCBA”) contra el Estado Nacional 
(Ministerio de Economía), y, remitiéndose 
al pronunciamiento expedido en “Gobier-
no de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
('CABA') c. Provincia de Córdoba”  (7) del 
04/04/2019, ratificó su criterio conforme 
al cual, la CABA tiene derecho a la compe-
tencia originaria prevista en el art. 117 de la 
CN, con el mismo alcance que el reconoci-
do a las provincias.

II. Antecedente: el criterio mayorita-
rio de la CS en los autos “Gobierno de la 
CABA c. Provincia de Córdoba”

La sentencia del Máximo Tribunal en la 
causa “Gobierno de la CABA c. Provincia de 
Córdoba” marcó un punto de inflexión en 
la jurisprudencia de la CS, que hasta el mo-
mento le venía negando a la CABA la condi-
ción de aforada a su jurisdicción originaria 
[“Cincunegui” (8), del 18/11/1999, “Gobier-
no de la Ciudad de Buenos Aires c. provincia 

  (6) Acordadas 17/2020; 19/2020; 20/2020; 23/2020; 
24/2020.

 (7) CS, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires c. Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal", CSJ 
2084/2017, Fallos: 342:533.

  (8) CS, "Cincunegui, Juan Bautista c. Gobierno de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ inconstitucionali-
dad", Fallos: 322:2856.
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de Tierra del Fuego” (9), del 18/12/2007, en-
tre otros precedentes]; si bien el Tribunal ci-
mero ya se había expedido una vez en favor 
de su competencia originaria en una causa 
en la que aquella Ciudad era parte [“Gobier-
no de la Ciudad de Buenos Aires c. Provincia 
del Neuquén”, 05/08/2003 (10)].

Cabe recordar que el art. 117 de la CN (11) 
dispone que “(...) en los [casos] que alguna 
provincia fuese parte, [la Corte Suprema] la 
ejercerá [su jurisdicción] originaria y exclu-
sivamente”.

El art. 116 (12), por su parte, enumera los 
casos que corresponden a la competencia 
federal: “Corresponde a la Corte Suprema 
y a los tribunales inferiores de la Nación, el 
conocimiento y decisión de todas las cau-
sas que versen sobre puntos regidos por la 
Constitución, y por las leyes de la Nación, 
con la reserva hecha en el inc. 12 del art. 
75 (13); y por los tratados con las naciones 
extranjeras; de las causas concernientes a 
embajadores, ministros públicos y cónsules 
extranjeros; de las causas de almirantazgo 
y jurisdicción marítima; de los asuntos en 
que la Nación sea parte; de las causas que 
se susciten entre dos o más provincias; en-

 (9) CS, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c. Tie-
rra del Fuego, Provincia de s/ cumplimiento de contrato 
y cobro de pesos", Fallos: 330:5279.

  (10) CS, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c. 
Chubut, Casa de la Provincia del s/ ejecución fiscal", Fa-
llos: 326:2479.

  (11) Dentro de la Segunda Parte "Autoridades de la 
Nación", Título Primero "Gobierno Federal", Sección 
Tercera "Del Poder Judicial", Capítulo Segundo "Atribu-
ciones del Poder Judicial".

  (12) Dentro de la Segunda Parte "Autoridades de la 
Nación", Título Primero "Gobierno Federal", Sección 
Tercera "Del Poder Judicial", Capítulo Segundo "Atribu-
ciones del Poder Judicial".

  (13) Dentro de la Segunda Parte "Autoridades de la 
Nación", Título Primero "Gobierno Federal", Sección 
Primera "Del Poder Legislativo", Capítulo Cuarto "Atribu-
ciones del Congreso": "Corresponde al Congreso: (...) 12. 
Dictar los Códigos Civil, Comercial, Penal, de Minería, y 
del Trabajo y Seguridad Social, en cuerpos unificados o 
separados sin que tales códigos alteren las jurisdicciones 
locales, correspondiendo su aplicación a los tribunales 
federales o provinciales, según que las cosas o las perso-
nas cayeren bajo sus respectivas jurisdicciones (...)".

tre una provincia y los vecinos de otra; entre 
los vecinos de diferentes provincias; y entre 
una provincia o sus vecinos, contra un Esta-
do o ciudadano extranjero”.

De la lectura conjunta de las disposiciones 
transcritas, pues, se desprenden los dos ti-
pos de competencia de la CS para entender 
en las causas: originaria y exclusiva, o por 
apelación. Conforme aquellas, el Alto Tri-
bunal ejercerá su jurisdicción por apelación, 
según las reglas y excepciones que prescriba 
el Congreso, en los siguientes supuestos:

-causas que versen sobre puntos regidos 
por la Constitución, y por las leyes de la Na-
ción, con la reserva hecha en el inc. 12 del 
art. 75, y por los tratados con las naciones 
extranjeras;

- causas de almirantazgo y jurisdicción 
marítima;

- asuntos en que la Nación sea parte;

- causas entre los vecinos de diferentes 
provincias; y

- causas entre los vecinos de una provincia, 
contra un Estado o ciudadano extranjero.

A su vez, la CS ejercerá su jurisdicción 
originaria y exclusivamente en estas con-
troversias:

- causas concernientes a embajadores, 
ministros públicos y cónsules extranjeros;

- causas que se susciten entre dos o más 
provincias;

- causas entre una provincia y los vecinos 
de otra; y

- causas entre una provincia, contra un 
Estado o ciudadano extranjero.

Por otro lado, la ley 48 en su art. 1º, inc. 1º, 
introduce el concepto de “causa civil”, al in-
dicar: “La Suprema Corte de Justicia Nacio-
nal conocerá en primera instancia: 1º De 
las causas que versan entre dos o más pro-
vincias, y las civiles que versen entre una 
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provincia y algún vecino o vecinos de otra o 
ciudadanos o súbditos extranjeros (...)”.

En adición a lo expuesto, el dec.-ley 
1285/1958 (14), ratificado por ley 14.467 (15), 
en su art. 24, inc. 1º, regla la competencia ori-
ginaria de nuestro Tribunal cimero, previs-
ta en el art. 117 de la CN, con estos alcances 
(en lo que a esta colaboración interesa): 
“La Corte Suprema conocerá: 1º) Origina-
ria y exclusivamente, en todos los asuntos 
que versen entre dos [2] o más provincias 
y los civiles; entre una [1] provincia y algún 
vecino o vecinos de otra o ciudadanos o 
súbditos extranjeros; de aquellos que ver-
sen entre una [1] provincia y un [1] Esta-
do extranjero (...) se considerarán vecinos:  
a) Las personas físicas domiciliadas en el 
país desde dos [2] o más años antes de la 
iniciación de la demanda, cualquiera sea su 
nacionalidad; b) Las personas jurídicas de 
derecho público del país; c) Las demás per-
sonas jurídicas constituidas y domiciliadas 
en el país; d) Las sociedades y asociaciones 
sin personería jurídica, cuando la totalidad 
de sus miembros se halle en la situación 
prevista en el apartado a) (...)”.

La reforma de 1994 introdujo a la Cons-
titución Nacional el art. 129  (16), referido a 
la Ciudad de Buenos Aires, conforme al cual 
ella tendría “(...) un régimen de Gobierno au-
tónomo con facultades propias de legislación 
y jurisdicción, y su jefe de gobierno será ele-
gido directamente por el pueblo de la ciudad. 
Una ley garantizará los intereses del Estado 
nacional mientras la ciudad de Buenos Ai-
res sea capital de la Nación. En el marco de lo 
dispuesto en este artículo, el Congreso de la 
Nación convocará a los habitantes de la Ciu-
dad de Buenos Aires para que, mediante los 
representantes que elijan a ese efecto, dicten 
el estatuto organizativo de sus instituciones”.

A partir de los artículos señalados (arts. 
116, 117 y 129 de la CN, 1º —inc. 1º— de la 
ley 48, 24 —inc. 1º— del dec.-ley 1285/1958; 

 (14) BO: 07/02/1958.

 (15) BO: 29/09/1958.

  (16) Dentro de la Segunda Parte "Autoridades de la 
Nación", Título Segundo "Gobiernos de Provincia".

fundamentalmente, el art. 129 citado), el 
interrogante que comenzaba a plantearse 
era el de si se reconocería a la Ciudad Autó-
noma de Buenos Aires la facultad de litigar 
por ante los estrados de la CS, en instancia 
originaria, igual que las provincias.

Tras varios años en los cuales el Máximo 
Tribunal dictó múltiples pronunciamien-
tos inclinándose por la negativa, llegada la 
oportunidad de resolver la causa “Gobier-
no de la CABA c. Provincia de Córdoba” el 
04/04/2019, los ministros que conformaron 
el voto mayoritario (Lorenzetti, Maqueda y 
Rosatti; voto concurrente de Rosenkrantz) 
afirmaron que, en la oportunidad en exa-
men, se presentaba uno de los supuestos 
excepcionales que exige que la CS modi-
fique la doctrina de un precedente (“Go-
bierno de la Ciudad de Buenos Aires c. 
Provincia de Tierra del Fuego”). Sostuvie-
ron que, a la luz del caso “Nisman”  (17), 
se operó un cambio tal en los principios 
que habían informado los fundamentos de 
aquel mencionado precedente, que se im-
ponía su revisión (18).

En esta línea, los magistrados recorda-
ron que, en la sentencia dictada en la causa 
“Nisman”, la CS había decidido que los jue-
ces nacionales con asiento en la CABA no 
eran equiparables a los jueces federales a los 
efectos de declarar la admisibilidad del re-
curso extraordinario cuando mediase dene-
gación del fuero federal, y, al hacerlo, había 
puesto de manifiesto que “(...) en atención 
a que la Constitución federal le reconoce 
a la Ciudad de Buenos Aires su autonomía 
no puede sino concluirse que el carácter 
nacional de los Tribunales ordinarios de la 
Capital Federal es meramente transitorio 
(...)” (19). Agregaron que, en aquel fallo, el 
Tribunal, en virtud de tal crucial determina-

 (17) CS, "Recurso de hecho deducido por el Fiscal Ge-
neral ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Cri-
minal y Correccional en la causa N. N. y otros s/ averigua-
ción de delito - Damnificado: Nisman, Alberto y otros", 
Fallos: 339:1342, 20/09/2016.

  (18) Del voto de la mayoría, consid. 6º, segundo pá-
rrafo y sus citas.

 (19) Del voto de la mayoría, consid. 7º, primer párrafo 
y sus citas.
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ción, había reconocido que las limitaciones 
jurisdiccionales de la CABA eran producto 
de una situación de hecho —la inexistencia 
de un poder judicial local que pudiera juz-
gar todas las causas regidas por los Códigos 
Nacionales del art. 75, inc. 12, de la Constitu-
ción Nacional—, que no debía perdurar en 
el tiempo. Por implicación, evocaron, la CS 
había reconocido en “Nisman” que aquella 
Ciudad tenía una aptitud semejante a la de 
las provincias para ejercer plenamente la ju-
risdicción y, con ello, para realizar la autono-
mía que le fuera concedida por el art. 129 de 
la CN (20).

Luego, los ministros se remitieron al fallo 
“José Mármol”  (21), reseñando que allí la 
CS había sostenido que, dadas las compe-
tencias federal y ordinaria de los tribunales 
involucrados, los conflictos de competen-
cia suscitados entre los magistrados nacio-
nales ordinarios y los federales con asiento 
en la CABA, debían ser resueltos por nues-
tro Alto Tribunal (22).

Tales sentencias, sobre todo, lo sostenido 
en “Nisman”, según el voto mayoritario, exi-
gían reexaminar el modo de coordinar la ple-
na autonomía jurisdiccional porteña con la 
prerrogativa de las provincias como aforadas 
a la competencia originaria de la CS (23).

Sobre esa base, los jueces que confor-
maron la mayoría resaltaron que los cri-
terios interpretativos usuales referidos a 
la apertura de la jurisdicción originaria en 
los términos del art. 117 de la CN, habían 
sido creados por el Máximo Tribunal en 
un tiempo anterior a 1994 y a la adopción 
del precedente “Nisman”; es decir, cuando 
la única autonomía de gobierno que debía 
resguardarse era la reservada para las pro-
vincias en el art. 121 de nuestra Ley Funda-

 (20) Del voto de la mayoría, consid. 7º, segundo pá-
rrafo y sus citas.

 (21) CS, "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ in-
cidente de incompetencia", Fallos: 341:611, 12/06/2018.

 (22) Del voto de la mayoría, consid. 8º y sus citas.

 (23) Del voto de la mayoría, consid. 9º.

mental (24) (25). Tras repasar la forma en 
la que se llevó a cabo la organización del 
Estado argentino y el diseño de la Constitu-
ción Nacional de 1853/60 (26), destacaron 
que la reforma constitucional de 1994 no 
solamente había introducido a la Ciudad 
de Buenos Aires como un actor autónomo 
del sistema federal, sino que, además, al 
hacerlo, había modificado radicalmente la 
premisa histórica según la cual la unión na-
cional requería suspender la participación 
de la Ciudad como sujeto autónomo (27).

En el sentido expuesto, para estos ma-
gistrados, el art. 129 fue incorporado en la 
reforma constitucional de 1994, recono-
ciendo a la Ciudad de Buenos Aires el es-
tatus de “ciudad constitucional federada”: 
“(...) Es ciudad, por sus características de-
mográficas. Es ciudad constitucional, por-
que es la única designada expresamente 
por su nombre y con atributos específicos 
de derecho público en la Constitución Na-
cional, a diferencia de las otras ciudades 
que son aludidas genéricamente al tratar 
los municipios de provincia. Y es ciudad 
constitucional federada, porque integra de 
modo directo el sistema federal argentino 
conjuntamente con los restantes sujetos 
que lo componen, tanto los de 'existencia 
necesaria' o 'inexorables', cuya identifi-
cación y regulación —o la previsión de su 
regulación— obra en la propia Ley Funda-
mental (el Estado Nacional, las provincias, 
los municipios de provincia y la ciudad 
autónoma de Buenos Aires), como los de 
'existencia posible' o 'eventuales', aquellos 
cuya existencia depende de la voluntad de 
los sujetos inexorables (tal el caso de las re-
giones) (...)” (28). De esta manera, aquellos 

  (24) Dentro de la Segunda Parte "Autoridades de la 
Nación", Título Segundo "Gobiernos de Provincia": "Las 
provincias conservan todo el poder no delegado por esta 
Constitución al Gobierno federal, y el que expresamente 
se hayan reservado por pactos especiales al tiempo de su 
incorporación".

 (25) Del voto de la mayoría, consid. 10, primer párrafo.

 (26) Ver voto de la mayoría, consid. 11.

 (27) Del voto de la mayoría, consid. 12, primer párrafo.

 (28) Del voto de la mayoría, consid. 12, tercer párrafo.
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concluyeron que la reforma constitucional 
de 1994 dotaba a la ciudad de autonomía 
“de legislación y jurisdicción”, y por esta vía 
la incluía en el diálogo federal (29).

En el voto mayoritario se continuó di-
ciendo que, a partir de esa trascendente 
decisión de la reforma de 1994, comenzó 
el proceso de institucionalización de los 
mandatos constitucionales, con la sanción 
de la Constitución de la Ciudad de Bue-
nos Aires (“CCABA”) en 1996, y el inicio del 
proceso de traspaso de la justicia ordina-
ria a la local, de la Nación a la Ciudad, en 
el año 2000 (30). Partiendo de ello, los mi-
nistros que reunieron la mayoría afirmaron 
que, en el nuevo marco constitucional des-
cripto, así como la CS había sostenido en la 
sentencia dictada en el caso “Nisman” que 
las limitaciones jurisdiccionales a la CABA 
eran el producto de una situación de hecho 
transitoria, “(...) también se impone que 
esta Corte se desligue de 25 años de institu-
ciones porteñas inconclusas y, en el ámbito 
de la competencia originaria, le reconoz-
ca a la ciudad el derecho a no ser sometida 
ante tribunales ajenos a la plena jurisdic-
ción que le garantiza la Constitución Nacio-
nal (...)” (31). Es que, conforme el criterio 
de estos magistrados, la Ciudad Autónoma, 
al igual que lo que sucede con las provin-
cias, se ve afectada en su autonomía cuan-
do es forzada a litigar ante tribunales de 
extraña jurisdicción: “(...) Para no afectar 
la continuidad de su proceso de institucio-
nalización, la ciudad debe generar un au-
togobierno entendido como el derecho de 
sancionar y aplicar sus leyes sin someter-
se a ninguna otra autoridad, pero también 
debe contar con la misma posibilidad que 
tienen las provincias de contar con un tri-
bunal imparcial para dirimir las controver-
sias que pudiera tener con ellas (...)” (32).

 (29) Del voto de la mayoría, consid. 12, cuarto párrafo.

 (30) Del voto de la mayoría, consid. 12, quinto párrafo.

 (31) Del voto de la mayoría, consid. 13, primer párrafo.

 (32) Del voto de la mayoría, consid. 13, segundo pá-
rrafo.

Para los ministros que conformaron la 
mayoría, a la luz de las premisas del fallo 
“Nisman”, entonces, tenía sentido despe-
jar desigualdades o asimetrías de la Ciudad 
respecto de las provincias, como presu-
puesto esencial para la armonía y el respeto 
recíproco entre los estados, hoy extensivo 
a un nuevo participante del federalismo 
argentino (la Ciudad), cuyas instituciones 
incompletas —según lo creen aquellos jue-
ces— no perdurarán en el tiempo (33).

En este entendimiento, los sentenciantes 
afirmaron que el carácter estricto con el que 
la CS interpreta el art. 117 de la CN, no debe 
postularse ya como un obstáculo para con-
ceder a la CABA el privilegio federal de litigar 
en instancia originaria, y, si bien a lo largo de 
la historia el Tribunal ha rechazado la inclu-
sión en esa competencia de supuestos dis-
tintos a los mencionados taxativamente en 
el art. 116, los cuales precisa el art. 117 —am-
bos de nuestra Ley Fundamental—, tal rigor 
no debe llegar al punto de afectar la vigencia 
de otras normas constitucionales, como ser 
el art. 129, en tanto el precedente “Nisman” 
implica que la Ciudad de Buenos Aires “(...) 
tiene aptitud para ejercer plenamente como 
actor del federalismo argentino (...)”  (34). 
Por tales motivos, la CS —por mayoría— re-
conoció en “Gobierno de la CABA c. Provin-
cia de Córdoba” del 04/04/2019 que la CABA 
tiene el mismo puesto que las provincias en 
el sistema normativo que rige la jurisdicción 
de los tribunales federales y, por lo tanto, el 
mismo derecho a su competencia origina-
ria (arts. 116, 117 y 129 de la CN, 1º —inc. 
1º— de la ley 48, y 24 —inc. 1º— del dec.-ley 
1285/1958, ratificado por ley 14.467) (35).

El fallo contó con la disidencia de la jueza 
Highton de Nolasco, quien sostuvo la posi-
ción de que la causa en estudio era ajena a 
la competencia originaria del Tribunal ci-
mero.

La ministro, apuntó que la Constitución 
Nacional, a lo largo de varias de sus dis-

 (33) Del voto de la mayoría, consid 14 y sus citas.

 (34) Del voto de la mayoría, consid. 15, primer párrafo.

 (35) Del voto de la mayoría, consid. 17.
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posiciones, distingue a la Ciudad de Bue-
nos Aires de las provincias, tratando a 
ambos sujetos jurídicos en una cantidad 
importante de oportunidades de mane-
ra desigual  (36). Por un lado, enumeró, el 
constituyente menciona a la Ciudad a la 
par de las provincias en los artículos que 
regulan la intervención federal [arts. 75  
—inc. 31  (37)— y 99 —inc. 20  (38)—], la 
distribución en materia de coparticipación 
impositiva [arts. 75 —inc. 2º, tercer párra-
fo (39)—], la representación parlamentaria 
[arts. 44, 45, y 54 (40)], y su inclusión en la 

  (36) Del voto de la ministro Highton de Nolasco, 
consid. 5º, primer párrafo.

 (37) Dentro de la Segunda Parte "Autoridades de la Na-
ción", Título Primero "Gobierno Federal", Sección Prime-
ra "Del Poder Legislativo", Capítulo Cuarto "Atribuciones 
del Congreso": "Corresponde al Congreso:... Disponer la 
intervención federal a una provincia o a la ciudad de Bue-
nos Aires. Aprobar o revocar la intervención decretada, 
durante su receso, por el Poder Ejecutivo".

  (38) Dentro de la Segunda Parte "Autoridades de la 
Nación", Título Primero "Gobierno Federal", Sección 
Segunda "Del Poder Ejecutivo", Capítulo Tercero "Atribu-
ciones del Poder Ejecutivo": "El Presidente de la Nación 
tiene las siguientes atribuciones: (...) 20. Decreta la inter-
vención federal a una provincia o a la ciudad de Buenos 
Aires en caso de receso del Congreso, y debe convocarlo 
simultáneamente para su tratamiento".

  (39) Dentro de la Segunda Parte "Autoridades de la 
Nación", Título Primero "Gobierno Federal", Sección 
Primera "Del Poder Legislativo", Capítulo Cuarto "Atribu-
ciones del Congreso": "Corresponde al Congreso:... 2... La 
distribución entre la Nación, las provincias y la ciudad de 
Buenos Aires y entre estas, se efectuará en relación direc-
ta a las competencias, servicios y funciones de cada una 
de ellas contemplando criterios objetivos de reparto; será 
equitativa, solidaria y dará prioridad al logro de un grado 
equivalente de desarrollo, calidad de vida e igualdad de 
oportunidades en todo el territorio nacional".

 (40) Dentro de la Segunda Parte "Autoridades de la Na-
ción", Título Primero "Gobierno Federal", Sección Primera 
"Del Poder Legislativo", art. 44: "Un Congreso compuesto 
de dos Cámaras, una de Diputados de la Nación y otra de 
Senadores de las provincias y de la ciudad de Buenos Aires, 
será investido del Poder Legislativo de la Nación". Capítulo 
Primero "De la Cámara de Diputados", art. 45: "La Cámara 
de Diputados se compondrá de representantes elegidos di-
rectamente por el pueblo de las provincias, de la ciudad de 
Buenos Aires, y de la Capital en caso de traslado, que se con-
sideran a este fin como distritos electorales de un solo Esta-
do y a simple pluralidad de sufragios. El número de repre-
sentantes será de uno por cada treinta y tres mil habitantes o 
fracción que no baje de dieciséis mil quinientos. Después de 

“cláusula del progreso” [art. 125 —segun-
do párrafo—  (41)  (42)]. Sin embargo, por 
el otro, en ningún lado de la Constitución 
—destacó— se menciona a la Ciudad como 
provincia; el art. 129 se refiere a su norma 
fundamental como “Estatuto Organizati-
vo”, y no como “Constitución”, y al titular del 
Poder Ejecutivo lo llama “Jefe de Gobierno” 
y no “Gobernador” (43); asimismo, el tex-
to constitucional omite a la Ciudad en un 
número importante de artículos referidos a 
las provincias [arts. 75 —inc. 2º (44)—, 121, 

la realización de cada censo, el Congreso fijará la represen-
tación con arreglo al mismo, pudiendo aumentar pero no 
disminuir la base expresada para cada diputado"; y Capítu-
lo Segundo "Del Senado", art. 54: "El Senado se compondrá 
de tres senadores por cada provincia y tres por la ciudad de 
Buenos Aires, elegidos en forma directa y conjunta, corres-
pondiendo dos bancas al partido político que obtenga el 
mayor número de votos, y la restante al partido político que 
le siga en número de votos. Cada senador tendrá un voto".

 (41) Dentro de la Segunda Parte "Autoridades de la Na-
ción", Título Segundo "Gobiernos de Provincia": "(...) Las 
provincias y la ciudad de Buenos Aires pueden conservar 
organismos de seguridad social para los empleados pú-
blicos y los profesionales; y promover el progreso econó-
mico, el desarrollo humano, la generación de empleo, la 
educación, la ciencia, el conocimiento y la cultura".

  (42) Del voto de la ministro Highton de Nolasco, 
consid. 5º, segundo párrafo.

  (43) Del voto de la ministro Highton de Nolasco, 
consid. 5º, tercer párrafo.

 (44) Dentro de la Segunda Parte "Autoridades de la Na-
ción", Título Primero "Gobierno Federal", Sección Primera 
"Del Poder Legislativo", Capítulo Cuarto "Atribuciones del 
Congreso": "Corresponde al Congreso:... 2. Imponer con-
tribuciones indirectas como facultad concurrente con las 
provincias. Imponer contribuciones directas, por tiempo 
determinado, proporcionalmente iguales en todo el territo-
rio de la Nación, siempre que la defensa, seguridad común y 
bien general del Estado lo exijan. Las contribuciones previs-
tas en este inciso, con excepción de la parte o el total de las 
que tengan asignación específica, son coparticipables. Una 
ley convenio, sobre la base de acuerdos entre la Nación y las 
provincias, instituirá regímenes de coparticipación de estas 
contribuciones, garantizando la automaticidad en la remi-
sión de los fondos..."La ley convenio tendrá como Cámara 
de origen el Senado y deberá ser sancionada con la mayoría 
absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara, 
no podrá ser modificada unilateralmente ni reglamentada y 
será aprobada por las provincias. No habrá transferencia de 
competencias, servicios o funciones sin la respectiva reasig-
nación de recursos, aprobada por ley del Congreso cuando 
correspondiere y por la provincia interesada o la ciudad de 
Buenos Aires en su caso. Un organismo fiscal federal ten-
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124, 125, 128 (45) (46)]. Para la sentenciante 
“(...) de estas menciones y omisiones no pue-
de sino concluirse que el constituyente mar-
có una diferenciación entre el estatus jurídico 
de las provincias y el de la Ciudad de Buenos 
Aires. Esta diferenciación refleja sus disímiles 
antecedentes históricos y características geo-
gráficas e implica como derivación lógica que 
la autonomía de las primeras no pueda equi-
pararse a la de esta última (...)” (47).

Luego, señaló que el art. 129 de la CN 
debe leerse armonizando el alcance de 
sus términos con el de las demás cláusu-
las constitucionales con las que guarda re-

drá a su cargo el control y fiscalización de la ejecución de lo 
establecido en este inciso, según lo determina la ley, la que 
deberá asegurar la representación de todas las provincias y 
la ciudad de Buenos Aires en su composición". Se quita el 
tercer párrafo porque la ministro lo menciona como una de 
las normas en las que el constituyente menciona a la CABA 
a la par de las provincias (ver nota 39).

 (45) Dentro de la Segunda Parte "Autoridades de la Na-
ción", Título Segundo "Gobiernos de Provincia": Art. 124: 
"Las provincias podrán crear regiones para el desarrollo 
económico y social y establecer órganos con facultades 
para el cumplimiento de sus fines y podrán también ce-
lebrar convenios internacionales en tanto no sean incom-
patibles con la política exterior de la Nación y no afecten 
las facultades delegadas al Gobierno federal o el crédito 
público de la Nación; con conocimiento del Congreso Na-
cional. La ciudad de Buenos Aires tendrá el régimen que 
se establezca a tal efecto. Corresponde a las provincias el 
dominio originario de los recursos naturales existentes en 
su territorio". Art. 125: "Las provincias pueden celebrar 
tratados parciales para fines de administración de justicia, 
de intereses económicos y trabajos de utilidad común, con 
conocimiento del Congreso Federal; y promover su indus-
tria, la inmigración, la construcción de ferrocarriles y ca-
nales navegables, la colonización de tierras de propiedad 
provincial, la introducción y establecimiento de nuevas 
industrias, la importación de capitales extranjeros y la ex-
ploración de sus ríos, por leyes protectoras de estos fines, 
y con sus recursos propios. Las provincias y la ciudad de 
Buenos Aires pueden conservar organismos de seguridad 
social para los empleados públicos y los profesionales; y 
promover el progreso económico, el desarrollo humano, 
la generación de empleo, la educación, la ciencia, el co-
nocimiento y la cultura". Art. 128: "Los gobernadores de 
provincia son agentes naturales del Gobierno federal para 
hacer cumplir la Constitución y las leyes de la Nación".

  (46) Del voto de la ministro Highton de Nolasco, 
consid. 5º, cuarto a séptimo párrafos.

  (47) Del voto de la ministro Highton de Nolasco, 
consid. 5º, octavo párrafo.
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lación  (48). Bajo las directrices del citado 
precepto, recordó, en el año 1994 la Cons-
titución Nacional otorga a la Ciudad de 
Buenos Aires “un régimen de gobierno au-
tónomo con facultades propias de legisla-
ción y jurisdicción”, haciendo de tal forma 
mención expresa de la noción de autono-
mía, vocablo que —hasta ese momento— se 
encontraba ausente del texto de la Ley Fun-
damental, y cuyo concepto solo se predica-
ba respecto de las provincias (49). La jueza 
resaltó que, en efecto, a partir de la reforma 
de 1994, la Constitución Nacional califica 
como autónomas a distintas entidades, con 
un significado y alcance “(...) evidentemen-
te dispar (...)”: además del art. 129, el 123, 
el 75, inc. 19; el 85 y el 86 (50) . De ello se 

  (48) Del voto de la ministro Highton de Nolasco, 
consid. 6º, primer párrafo.

  (49) Del voto de la ministro Highton de Nolasco, 
consid. 6º, quinto párrafo.

 (50) Art. 123, dentro de la Segunda Parte "Autoridades 
de la Nación", Título Segundo "Gobiernos de Provincia": 
"Cada provincia dicta su propia constitución, conforme a 
lo dispuesto por el art. 5º asegurando la autonomía muni-
cipal y reglando su alcance y contenido en el orden institu-
cional, político, administrativo, económico y financiero". 
Art. 75, inc. 19, dentro de la Segunda Parte "Autoridades 
de la Nación", Título Primero "Gobierno Federal", Sección 
Primera "Del Poder Legislativo", Capítulo Cuarto "Atribu-
ciones del Congreso": "Corresponde al Congreso: (...) 19. 
Proveer lo conducente al desarrollo humano, al progreso 
económico con justicia social, a la productividad de la 
economía nacional, a la generación de empleo, a la forma-
ción profesional de los trabajadores, a la defensa del valor 
de la moneda, a la investigación y al desarrollo científico 
y tecnológico, su difusión y aprovechamiento. Proveer al 
crecimiento armónico de la Nación y al poblamiento de su 
territorio; promover políticas diferenciadas que tiendan 
a equilibrar el desigual desarrollo relativo de provincias 
y regiones. Para estas iniciativas, el Senado será Cámara 
de origen. Sancionar leyes de organización y de base de la 
educación que consoliden la unidad nacional respetando 
las particularidades provinciales y locales; que aseguren la 
responsabilidad indelegable del Estado, la participación 
de la familia y la sociedad, la promoción de los valores de-
mocráticos y la igualdad de oportunidades y posibilidades 
sin discriminación alguna; y que garanticen los principios 
de gratuidad y equidad de la educación pública estatal y 
la autonomía y autarquía de las universidades nacionales. 
Dictar leyes que protejan la identidad y pluralidad cultural, 
la libre creación y circulación de las obras del autor; el pa-
trimonio artístico y los espacios culturales y audiovisuales 
(...)".Arts. 85 y 86, dentro de la Segunda Parte "Autoridades 
de la Nación", Título Primero "Gobierno Federal", Sección 
Primera "Del Poder Legislativo", Capítulos Sexto "De la 
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sigue, según su postura, que los constitu-
yentes no utilizaron el término autonomía 
como un concepto unívoco, que tuviera 
en todos los supuestos el mismo significa-
do y extensión; sino que, por el contrario, en 
nuestro ordenamiento constitucional, la no-
ción de autonomía, su contenido y alcance, 
difieren en cada caso, según cuál sea el ente 
del que se predique el carácter de autóno-
mo: las provincias, la Ciudad de Buenos Aires, 
los municipios, las universidades nacionales, 
la Auditoría General de la Nación, o el De-
fensor del Pueblo de la Nación  (51) (52). 
Asimismo, refirió, el propio texto del  
art. 129 establece una fuerte limitación a la 

Auditoría General de la Nación" y Séptimo "Del Defensor 
del Pueblo", respectivamente. Art. 85: "El control externo 
del sector público nacional en sus aspectos patrimoniales, 
económicos, financieros y operativos, será una atribución 
propia del Poder Legislativo. El examen y la opinión del 
Poder Legislativo sobre el desempeño y situación general 
de la administración pública estarán sustentados en los 
dictámenes de la Auditoría General de la Nación. Este or-
ganismo de asistencia técnica del Congreso, con autono-
mía funcional, se integrará del modo que establezca la ley 
que reglamenta su creación y funcionamiento, que deberá 
ser aprobada por mayoría absoluta de los miembros de 
cada Cámara. El presidente del organismo será designado 
a propuesta del partido político de oposición con mayor 
número de legisladores en el Congreso. Tendrá a su cargo 
el control de legalidad, gestión y auditoría de toda la acti-
vidad de la administración pública centralizada y descen-
tralizada, cualquiera fuera su modalidad de organización, 
y las demás funciones que la ley le otorgue. Intervendrá 
necesariamente en el trámite de aprobación o rechazo 
de las cuentas de percepción e inversión de los fondos 
públicos". Art. 86: "El Defensor del Pueblo es un órgano 
independiente instituido en el ámbito del Congreso de la 
Nación, que actuará con plena autonomía funcional, sin 
recibir instrucciones de ninguna autoridad. Su misión es 
la defensa y protección de los derechos humanos y demás 
derechos, garantías e intereses tutelados en esta Cons-
titución y las leyes, ante hechos, actos u omisiones de la 
Administración; y el control del ejercicio de las funciones 
administrativas públicas. El Defensor del Pueblo tiene le-
gitimación procesal. Es designado y removido por el Con-
greso con el voto de las dos terceras partes de los miem-
bros presentes de cada una de las Cámaras. Goza de las 
inmunidades y privilegios de los legisladores. Durará en 
su cargo cinco años, pudiendo ser nuevamente designado 
por una sola vez. La organización y el funcionamiento de 
esta institución serán regulados por una ley especial".

  (51) Del voto de la ministro Highton de Nolasco, 
consid. 6º, séptimo párrafo.

  (52) Del voto de la ministro Highton de Nolasco, 
consid. 6º, sexto párrafo.

autonomía de la Ciudad de Buenos Aires, 
al encomendar al Congreso garantizar por  
ley los intereses del Estado Nacional, mien-
tras la capital de la Nación mantenga allí su 
asiento (53).

Siguiendo esta línea, para la magistrada, 
de lo expuesto se desprende que los consti-
tuyentes no concibieron a la Ciudad como 
una provincia ni a su autonomía con el mis-
mo alcance que la de aquellas, por lo que 
una interpretación que equipare sin más el 
“régimen de Gobierno autónomo con fa-
cultades propias de legislación y jurisdic-
ción” que, en los términos del art. 129 de la 
CN, los constituyentes establecieron para 
la Ciudad de Buenos Aires, a la autonomía 
propia de las provincias, implicaría desco-
nocer la voluntad del constituyente, exten-
diendo la letra de la norma y poniéndola en 
franca discordancia con las demás cláusu-
las constitucionales referentes a los pode-
res provinciales y de la Ciudad de Buenos 
Aires (54).

La sentenciante recordó a continuación 
precedentes de nuestro Alto Tribunal emi-
tidos luego de la reforma constitucional 
de 1994, en los que aquel se había referi-
do al status de la Ciudad de Buenos Aires, 
con el objeto de esclarecer si era aforada 
a la competencia que reglan los arts. 116 y 
117 de la CN  (55): “Gauna”, “Cincunegui” 
y “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires 
c. Provincia de Tierra del Fuego”, y lo re-
suelto en el mencionado último en cuan-
to a que el reconocimiento a la Ciudad de 
Buenos Aires de facultades propias de ju-
risdicción solo tiene el alcance preciso de 
atribuir a las autoridades locales poderes 
para resolver ciertas causas o controversias 
judiciales, pero esas facultades no son in-

  (53) Del voto de la ministro Highton de Nolasco, 
consid. 6º, octavo párrafo.

  (54) Del voto de la ministro Highton de Nolasco, 
consid. 7º, primero y cuarto párrafos. En sustento de su 
postura, la magistrada efectuó citas a exposiciones que 
tuvieron lugar en las sesiones de la Convención Nacional 
Constituyente de 1994, en los párrafos segundo y tercero 
del Considerando mencionado.

  (55) Del voto de la ministro Highton de Nolasco, 
consid. 8º, primer a cuarto párrafos.
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compatibles ni configuran un impedimen-
to para que la Ciudad sea sometida a otras 
jurisdicciones, como son los tribunales lo-
cales de las provincias (56). Evocó, asimis-
mo, que, en aquella sentencia, se explicaba 
también que una interpretación contra-
ria supone una equiparación entre la Ciu-
dad de Buenos Aires y las provincias que 
es desconocida por diversas y concordes 
cláusulas constitucionales, e implica una 
construcción artificiosa que, por medio de 
una hermenéutica inapropiada de una dis-
posición concerniente a las facultades de 
una entidad local sui generis (art. 129 de 
la CN), tiene como efecto inaceptable ex-
tender atribuciones que se reconocen a la 
Corte por los preceptos que reglan su com-
petencia originaria, con carácter de con-
junto cerrado y taxativo con respecto a las 
provincias (57).

En otro orden, la ministro reseñó que, para 
negar a la Ciudad de Buenos Aires el carác-
ter de aforada, la CS, en los fallos por ella ci-
tados, había considerado que no se afecta la 
autonomía de aquella si se admite que ella 
deba someterse a los jueces de las provin-
cias con las que debe litigar: “(...) No hay 
norma alguna de la Constitución que im-
pida esta consecuencia, por cuanto (...) no 
hay norma que describa a la autonomía de 
la Ciudad de ese modo y no existen razones 
para imprimirle a su autonomía el mismo 
contenido y extensión que a la provincial. 
Máxime cuando la Ciudad no participa de 
la regla fundamental de reparto de compe-
tencias establecida en el art. 121 de la CN, 
por la que las provincias conservan todo 
el poder no delegado al Gobierno Federal 
(...)” (58). De esta manera, expresó: “(...) La 
Ciudad, entonces, no es una provincia ni es 
asimilable a una provincia a los fines de la 
competencia originaria (...)” (59).

  (56) Del voto de la ministro Highton de Nolasco, 
consid. 8º, quinto párrafo.

  (57) Del voto de la ministro Highton de Nolasco, 
consid. 8º, sexto párrafo.

  (58) Del voto de la ministro Highton de Nolasco, 
consid. 10, primer y segundo párrafos.

  (59) Del voto de la ministro Highton de Nolasco, 
consid. 10, tercer párrafo.

Seguido ello, Highton de Nolasco añadió 
que el criterio que niega a la Ciudad el ca-
rácter de aforada sigue el principio sentado 
y mantenido por nuestra CS desde los al-
bores de su jurisprudencia, a partir del año 
1887, de que su competencia originaria es 
de naturaleza excepcional y de interpreta-
ción restrictiva: “(...) Asimilar la Ciudad de 
Buenos Aires a una provincia a los efectos 
de la competencia originaria implicaría 
agregar a la Constitución Nacional un su-
jeto no previsto en sus arts. 116 y 117. Ello 
conllevaría la extensión de dicha compe-
tencia (...) Esta conclusión también iría en 
contra de la tendencia restrictiva que, al 
respecto, viene siguiendo este Tribunal en 
decisiones más recientes (...)” (60).

De esta manera, y en disidencia, la sen-
tenciante concluyó que no cabe duda algu-
na de que las diferencias entre la Ciudad y 
las provincias que surgen de las disposicio-
nes constitucionales, las consideraciones 
respecto del status de la Ciudad y de su au-
tonomía en los Debates de la Convención 
Constituyente de 1994, el contenido del  
art. 129 interpretado en un todo armónico 
con el resto del ordenamiento constitucio-
nal, y el principio de interpretación restric-
tiva del art. 117 de la CN, han sido tenidos 
en cuenta por nuestro Máximo Tribunal 
desde los primeros pronunciamientos en 
que se debió examinar el status de la Ciu-
dad, y fueron y son determinantes a la hora 
de negarle a la Ciudad de Buenos Aires el 
carácter de sujeto aforado a la jurisdicción 
originaria de la Corte (61), no advirtiéndo-
se en la actualidad ningún cambio en nues-
tra realidad constitucional que justifique el 
apartamiento de “(...) esta doctrina firme-
mente sostenida y consolidada desde hace 
varios años en los precedentes dictados por 
esta Corte (...)”  (62). En consecuencia, la 
causa “Gobierno de la CABA c. Provincia 
de Córdoba” no correspondía —según su 

  (60) Del voto de la ministro Highton de Nolasco, 
consid. 11, primer a tercer párrafos y sus citas.

  (61) Del voto de la ministro Highton de Nolasco, 
consid. 12.

  (62) Del voto de la ministro Highton de Nolasco, 
consid. 13, primer párrafo.
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criterio— a la competencia originaria de 
la CS pues, más allá de que la entidad de-
mandante —como persona de derecho pú-
blico— quedase alcanzada por la categoría 
de “vecino extraño” que prevé el art. 116 
de la CN [arts. 24 —inc. 1º, apart. b— del 
dec.-ley 1.285/1958, y 111 —inc. 2º— de la  
ley 1893 (63)], no se presentaba un asunto 
susceptible de ser calificado como “causa 
civil” en la medida en que la relación jurí-
dica en que se fundaba la pretensión era de 
naturaleza administrativa (64).

III. El caso reciente ante la CS

III.1. El trámite ante las instancias inferiores

En el caso que motiva este trabajo, el 
GCBA había promovido, ante la Justicia 
de Primera Instancia CAyT, una deman-
da de ejecución contra el Estado Nacional 
(Ministerio de Economía), por la suma de 
pesos cinco mil ochenta y nueve con cin-
cuenta y siete centavos ($5089,57) con más 
sus respectivos intereses y las costas del 
proceso, en concepto de Gravamen de Pa-
tentes sobre Vehículos en General y Ley Na-
cional 23.514.

La demandada se presentó y, en lo que 
aquí interesa, opuso excepción de incom-
petencia en razón de la persona demandada 
puesto que, a su entender, en los juicios pro-
movidos contra el Estado Nacional y sus en-
tidades nacionales, debe conocer la justicia 
federal atento a lo dispuesto por los arts. 116 
de la CN y 2º, inc. 6º, de la ley 48 (65).

  (63) "Organización de los Tribunales de la Capital 
Federal", 02/11/1886, dentro del título VI "De los Jueces 
Federales": "Los Jueces Federales conocerán en primera 
Instancia de todos aquellos asuntos que con arreglo a la 
Constitución correspondan a la justicia nacional, en los 
siguientes casos: (...) 2º. Las causas Civiles en que sea 
parte, un ciudadano argentino y un extranjero y aquellas 
en que lo sea un vecino de la Capital y el de una Provincia 
(...)".

  (64) Del voto de la ministro Highton de Nolasco, 
consid. 13, segundo párrafo.

 (65) "Los Jueces Nacionales de Sección conocerán en 
primera instancia de las causas siguientes:... 6º En gene-
ral todas aquellas causas en que la Nación o un recauda-
dor de sus rentas sea parte".

Corrido el traslado correspondiente, la 
actora prestó su conformidad al planteo de 
la demandada y solicitó que el caso fuera 
remitido a la Justicia Nacional CAF.

La titular del juzgado CAF interviniente 
se declaró incompetente y remitió los autos 
a la CS.

III.2. El dictamen de la procuradora general

La procuradora general opinó que la cau-
sa era ajena a la competencia originaria del 
Alto Tribunal.

Como primer punto, sostuvo que, en 
atención a lo resuelto por la CS —por ma-
yoría— en la causa “Gobierno de la CABA 
c. Provincia de Córdoba” el 04/04/2019, el 
proceso ante sí correspondería, en princi-
pio, a la competencia originaria de la CS ra-
tione personae: “En efecto, toda vez que en 
autos la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
demanda al Estado Nacional (Ministerio de 
Economía), la forma de armonizar las pre-
rrogativas jurisdiccionales de que gozan 
ambas partes, tanto el GCBA a la compe-
tencia originaria de la Corte, conforme al 
art. 117 de la CN, como de la demandada 
al fuero federal, es sustanciando la acción 
en esta instancia..., por lo cual resulta indi-
ferente la materia sobre la que versa el plei-
to” (66).

Mas luego, la procuradora general afirmó 
que también es cierto que la CS ha aceptado 
la validez de la prórroga de la competencia 
originaria a favor de los jueces federales de 
primera instancia, cuando tal competen-
cia corresponde en razón de las personas, 
en tanto ella constituye una prerrogativa de 
carácter personal que, como tal, puede ser 
renunciada.

A modo de ver de la procuradora gene-
ral, en el expediente a estudio se presenta-
ba una hipótesis de prórroga, pues tal como 
surgía de la reseña de los antecedentes, la 

 (66) "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c. Estado 
Nacional (Ministerio de Economía) s/ ejecución fiscal", 
CSJ 1418/2019, dictamen de la Procuración General, 
18/07/2019. Punto II, segundo párrafo.
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CABA, estando debidamente notificada, no 
se opuso a la excepción de incompetencia 
planteada, por lo que cabía considerar que 
tal proceder configuraba una renuncia tá-
cita a la prerrogativa que la CS le ha reco-
nocido en los términos del art. 117 citado, y 
una prórroga a favor de la Justicia Nacional 
CAF. Por otra parte, la procuradora general 
consideró que en los autos no concurrían 
razones institucionales o federales que im-
pidiesen la prórroga de la competencia ori-
ginaria de la CS a favor de los tribunales 
inferiores de la Nación.

III.3. La decisión del Máximo Tribunal

La CS declaró que la causa era ajena a 
su competencia originaria  (67), y, en mé-
rito de ello, ordenó remitir el expediente a 
la Cámara Nacional de Apelaciones CAF a 
fin de que decidiese qué Juzgado Federal de 
Ejecuciones Fiscales y Tributario habría de 
entender en las actuaciones.

En el voto suscripto por los ministros 
Rosenkrantz, Rosatti, Lorenzetti y Maque-
da, los nombrados recordaron que, en CS, 
Fallos: 342:533, la CS ha declarado que 
la CABA tiene derecho a la competencia 
originaria prevista en el art. 117 de la CN, 
con el mismo alcance que el reconocido 
a las provincias. De conformidad con el 
estándar que surge de aquel pronuncia-
miento, correspondería examinar la apli-
cación al caso del criterio según el cual, 
la radicación del proceso en sede origina-
ria de la CS es la única manera de conci-
liar las prerrogativas del Estado Nacional 
al fuero federal y de la CABA a la compe-
tencia originaria de la CS. Sin embargo  
—agregaron—, la CS, luego de admitir 
este supuesto de competencia originaria, 
ha aplicado de manera constante y reite-
rada una doctrina rigurosa en materia de 
prórroga —expresa o tácita— de la com-
petencia referida: “... al respecto”, seña-
laron, “... en la presente causa, la propia 
ejecutante ha prestado su conformidad 
con la tramitación del proceso ante los 

 (67) "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c. Estado 
Nacional (Ministerio de Economía) s/ ejecución fiscal", 
CS, CSJ 1418/2019, 04/06/2020.

tribunales en lo Contencioso Administra-
tivo Federal..., lo cual debe ser entendido 
como una renuncia al privilegio de litigar 
en la competencia originaria y una pró-
rroga a favor del mencionado fuero” (68). 
Tal circunstancia era la que llevaba a la 
CS a resolver como lo hizo.

Cabe mencionar que en el fallo se hizo 
mención de que los jueces Lorenzetti y  
Rosatti lo suscribían el nombrado prime-
ro en la localidad de Rafaela, provincia de 
Santa Fe; y el segundo, en la localidad de 
Santa Fe, provincia homónima, en virtud 
de las medidas de aislamiento social pre-
ventivas dispuestas por las autoridades na-
cionales; y que se habilitaban días y horas 
inhábiles del día de la sentencia exclusiva-
mente a los fines de su dictado.

Por su parte, la ministra Highton de 
Nolasco sostuvo que el juicio no corres-
pondía a la competencia originaria de la 
CS, por las razones desarrolladas en su 
disidencia en CS, Fallos: 342:533, a cu-
yos fundamentos y conclusiones se remi-
tía en razón de brevedad, tras los cuales 
concluía que la CABA no es un sujeto afo-
rado a la jurisdicción originaria del Alto 
Tribunal. Sin perjuicio de ello —conside-
ró—, “... dado que la propia ejecutante ha 
prestado su conformidad con la tramita-
ción del proceso ante los tribunales en lo 
contencioso administrativo federal..., co-
rresponde remitir esta causa al mencio-
nado fuero” (69). Por tal motivo, la jueza 
coincidió con los otros integrantes de la 
CS, en lo que hace a lo sustancial del fallo. 
En otro orden, también refirió la ministra, 
que se resolvía habilitar días y horas in-
hábiles de la fecha, exclusivamente a los 
fines del dictado del fallo.

 (68) "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c. Esta-
do Nacional (Ministerio de Economía) s/ ejecución fis-
cal", CS, CSJ 1418/2019, 04/06/2020. Voto de la mayoría, 
consid. 3º.

 (69) "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c. Esta-
do Nacional (Ministerio de Economía) s/ ejecución fis-
cal", CS, CSJ 1418/2019, 04/06/2020. Voto de la ministro 
Highton de Nolasco.

Tho
mso

n R
eu

ter
s



NOVIEMBRE 2020 | Nº 88 • IMPUESTOS | PP • 111 

María Julieta Canobbio

IV. Algunas posibles implicancias de 
“Gobierno de la CABA c. Provincia de 
Córdoba” y “Gobierno de la Ciudad de 
Buenos Aires c. Estado Nacional (Minis-
terio de Economía)”

IV.1. Alícuotas diferenciales del ISIB, ma-
nifiesto contenido federal y competencia ori-
ginaria de la CS

En este punto, conviene recordar que, en 
el ámbito fiscal, frecuentemente se plan-
tean distintos conflictos entre los con-
tribuyentes y demás responsables de los 
tributos de la CABA y esta jurisdicción, al 
establecer esta y recaudar los gravámenes 
que constituyen gran parte de su hacienda 
pública, en ejercicio de sus potestades tri-
butarias. Cabría preguntarse si, conforme 
el criterio de la CS sostenido en el prece-
dente “Gobierno de la CABA c. Provincia 
de Córdoba” (04/04/2019) y en la reciente 
sentencia “Gobierno de la Ciudad de Bue-
nos Aires c. Estado Nacional (Ministerio 
de Economía)” (04/06/2020), y, en parti-
cular, la interpretación del art. 117 de la 
CN allí efectuada por el Máximo Tribunal, 
los afectados podrían presentar sus recla-
mos contra la CABA en materias fiscales 
directamente ante los estados de la CS, sin 
tener que transitar por todas las instancias 
inferiores. La cuestión no es meramente 
teórica; antes bien, se traduce (en defini-
tiva) en la duración del proceso que deba 
transitar el contribuyente y/o el respon-
sable: de tres a cinco años, en el supuesto 
de jurisdicción originaria ante el Tribu-
nal cimero, o cinco años o más, de tener 
que transitar por las instancias judiciales 
inferiores —por estimar lapsos aproxima-
dos—, con los perjuicios económicos que 
ello podría ocasionarle al particular.

Es importante poner de resalto, entonces, 
como primera cuestión, que la CS ha restrin-
gido su jurisdicción originaria y exclusiva 
en las causas en que alguna provincia fue-
se parte, más allá de las cláusulas constitu-
cionales, a lo largo de distintos precedentes, 
consolidando una doctrina que ha resultado 
(y resulta) de aplicación en materia fiscal.

En el fallo dictado en la causa “Trans-
portes Automotores Chevallier”  (70) el 
20/08/1991, caso en el que la actora cues-
tionaba la pretensión de la provincia de 
Buenos Aires de percibir el Impuesto sobre 
los Ingresos Brutos (“ISIB”) sobre la activi-
dad de transporte interjurisdiccional que 
ella desarrollaba, con sustento en que dicha 
pretensión violaba la ley 23.548 de Copar-
ticipación Federal  (71), la CS, de manera 
unánime (72), declaró que la causa no era 
de su competencia originaria, por cuanto la 
accionante alegaba la violación de una ley-
convenio, esto es, de una norma de derecho 
intrafederal, sin efectuar impugnaciones 
concretas de carácter constitucional (73), y 
sentó la doctrina conforme la cual “(...) solo 
cabe discutir en esa instancia [la originaria] 
la validez de un tributo cuando es atacado 
como contrario a la Constitución Nacio- 
nal (...)” (74). En este razonamiento, la CS 
afirmó que la Ley de Coparticipación Fede-
ral asume en el campo del derecho público 
provincial la condición de una ley-conve-
nio, la cual hace parte también —aunque 
con diversa jerarquía— del derecho local, 
por lo que su alegada violación no habili-
ta la instancia originaria, “(...) lo que no es 
óbice para que, oportunamente, se someta 

  (70) CS, "Transportes Automotores Chevallier SA c. 
Provincia de Buenos Aires s/ acción declarativa", Fallos: 
314:862.

 (71) BO: 26/01/1988. La actora alegaba que el grava-
men local alcanzaba la misma materia imponible que 
el impuesto nacional coparticipado a las ganancias, por 
lo que violentaba la prohibición de analogía contenida 
en la ley 23.548 (art. 9º, inc. b), dentro del capítulo II 
"Obligaciones emergentes del régimen de esta ley": "La 
adhesión de cada provincia se efectuará mediante una 
ley que disponga: (...) b) Que se obliga a no aplicar por 
sí y a que los organismos administrativos y municipales 
de su jurisdicción, sean o no autárquicos, no apliquen 
gravámenes locales análogos a los nacionales distribui-
dos por esta ley (...)".

  (72) Voto de los ministros Fayt, Belluscio, Petracchi, 
Nazareno, y Moliné O'Connor.

 (73) Vistos y Considerandos, tercer párrafo.

  (74) Vistos y Considerandos, segundo párrafo y sus 
citas.
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el caso al conocimiento del Tribunal por las 
vías pertinentes (...)” (75).

Años después, en la sentencia emitida 
en los autos “YPF”  (76) el 20/03/2003, el 
Alto Tribunal, por unanimidad (77), en re-
misión a los fundamentos expuestos por 
el procurador general en su dictamen, re-
solvió que era de su competencia origina-
ria una causa en la que la actora perseguía 
la declaración de inconstitucionalidad de 
una ley provincial, modificatoria de la ley 
provincial de Impuesto Inmobiliario, por 
reputarla violatoria de las leyes 17.319 de 
Hidrocarburos (78) y 24.145 (79) y los arts. 
17, 31, 75 (incs. 12, 18, 19 y 30), 125 y 126 
de la CN  (80). En su dictamen, al cual la 

 (75) Vistos y Considerandos, cuarto párrafo. Se refiere 
aquí a la vía de apelación.

  (76) CS, "Yacimientos Petrolíferos Fiscales SA c. Río 
Negro, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitu-
cionalidad", Fallos: 326:880.

 (77) Voto de los ministros Moliné O'Connor, Fayt, Be-
lluscio, Petracchi, Boggiano, Vázquez, y Maqueda.

 (78) BO: 30/06/1967.

 (79) BO: 06/11/1992.

 (80) Dentro de la Primera Parte, Capítulo Primero "De-
claraciones, derechos y garantías": Art. 17: "La propiedad 
es inviolable, y ningún habitante de la Nación puede ser 
privado de ella, sino en virtud de sentencia fundada en 
ley. La expropiación por causa de utilidad pública, debe 
ser calificada por ley y previamente indemnizada. Solo 
el Congreso impone las contribuciones que se expresan 
en el art. 4º. Ningún servicio personal es exigible, sino en 
virtud de ley o de sentencia fundada en ley. Todo autor 
o inventor es propietario exclusivo de su obra, invento o 
descubrimiento, por el término que le acuerde la ley. La 
confiscación de bienes queda borrada para siempre del 
Código Penal argentino. Ningún cuerpo armado puede 
hacer requisiciones, ni exigir auxilios de ninguna espe-
cie". Art. 31: "Esta Constitución, las leyes de la Nación 
que en su consecuencia se dicten por el Congreso y los 
tratados con las potencias extranjeras son la ley suprema 
de la Nación; y las autoridades de cada provincia están 
obligadas a conformarse a ella, no obstante cualquiera 
disposición en contrario que contengan las leyes o cons-
tituciones provinciales, salvo para la provincia de Buenos 
Aires, los tratados ratificados después del Pacto de 11 de 
noviembre de 1859". Dentro de la Segunda Parte "Autori-
dades de la Nación", Título Primero "Gobierno Federal", 
Sección Primera "Del Poder Legislativo", Capítulo Cuarto 
"Atribuciones del Congreso": "Corresponde al Congreso: 
(...) 18. Proveer lo conducente a la prosperidad del país, al 
adelanto y bienestar de todas las provincias, y al progreso 

CS remitió, el procurador general recor-
dó que, uno de los supuestos en que pro-
cede la competencia originaria de nuestro 
Tribunal cimero, prevista en el art. 117 de 
la CN y reglada en el art. 24, inc. 1º, del 
dec.-ley 1285/1958, “(...) es cuando en una 

de la ilustración, dictando planes de instrucción general y 
universitaria, y promoviendo la industria, la inmigración, 
la construcción de ferrocarriles y canales navegables, la 
colonización de tierras de propiedad nacional, la intro-
ducción y establecimiento de nuevas industrias, la im-
portación de capitales extranjeros y la exploración de los 
ríos interiores, por leyes protectoras de estos fines y por 
concesiones temporales de privilegios y recompensas 
de estímulo... 30. Ejercer una legislación exclusiva en el 
territorio de la capital de la Nación y dictar la legislación 
necesaria para el cumplimiento de los fines específicos 
de los establecimientos de utilidad nacional en el te-
rritorio de la República. Las autoridades provinciales y 
municipales conservarán los poderes de policía e impo-
sición sobre estos establecimientos, en tanto no inter-
fieran en el cumplimiento de aquellos fines (...)".Dentro 
del Título Segundo "Gobiernos de Provincia", art. 126: 
"Las provincias no ejercen el poder delegado a la Na-
ción. No pueden celebrar tratados parciales de carácter 
político; ni expedir leyes sobre comercio, o navegación 
interior o exterior; ni establecer aduanas provinciales; 
ni acuñar moneda; ni establecer bancos con facultad de 
emitir billetes, sin autorización del Congreso Federal; ni 
dictar los Códigos Civil, Comercial, Penal y de Minería, 
después que el Congreso los haya sancionado; ni dictar 
especialmente leyes sobre ciudadanía y naturalización, 
bancarrotas, falsificación de moneda o documentos del 
Estado; ni establecer derechos de tonelaje; ni armar 
buques de guerra o levantar ejércitos, salvo el caso de 
invasión exterior o de un peligro tan inminente que no 
admita dilación dando luego cuenta al Gobierno fede-
ral; ni nombrar o recibir agentes extranjeros". La accio-
nante cuestionaba una ley de la provincia de Río Negro, 
en cuanto declaraba alcanzada por el Impuesto Inmobi-
liario —que tradicionalmente recaía sobre la propiedad 
inmobiliaria— también a "la ocupación de inmuebles 
o subinmuebles en virtud de permisos de exploración, 
concesiones y otros derechos de explotación y de trans-
porte y distribución de hidrocarburos líquidos y gaseo-
sos", y designaba como contribuyentes a "los permi-
sionarios de exploración, los concesionarios y demás 
titulares de los derechos de explotación y de transporte 
y distribución de hidrocarburos líquidos y gaseosos". La 
demandante manifestaba que las reformas introduci-
das por la ley provincial impugnada a la ley provincial 
de Impuesto Inmobiliario pretendían extender indebi-
damente el hecho imponible de la referida gabela a su-
puestos que no correspondían, puesto que implicaban 
que el tributo resultaría aplicable no solo a los propieta-
rios sino también a los que ocupasen inmuebles de ter-
ceros —tal el caso de la empresa—, circunstancia que 
desnaturalizaba el impuesto en examen.
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causa es parte una provincia y la mate-
ria tiene un manifiesto contenido federal, 
esto es, cuando la pretensión se funda di-
recta y exclusivamente en prescripciones 
constitucionales, de carácter nacional, en 
tratados con las naciones extranjeras y en 
leyes nacionales, de tal suerte que la cues-
tión federal es la predominante en la causa 
(...)” (81). A su modo de ver, tal hipótesis se 
presentaba en la causa toda vez que, según 
se desprendía de los términos de la deman-
da, a cuya exposición de los hechos se debe 
atender de modo principal para determinar 
la competencia [art. 4º del Cód. Proc. Civ. y 
Com. de la Nación (82)], la actora ponía en 
tela de juicio una ley provincial por ser con-
traria a leyes federales y a principios y ga-
rantías de la Constitución Nacional, lo que 
asignaba a la materia sobre la que versaba 
el pleito un manifiesto contenido federal, 
“(...) ya que lo medular del planteo remite 
necesariamente a desentrañar el sentido y 
alcance de los referidos preceptos federa-
les, cuya adecuada hermenéutica resulta 
esencial para la justa solución de la contro-
versia y permitirá apreciar si existe la men-
tada violación constitucional que se invoca 
(...)” (83).

Posteriormente, en el fallo “Papel Misio-
nero”  (84) del 05/05/2009, la CS, por ma-
yoría (85), reafirmó la doctrina expuesta en 
el precedente “Transportes Automotores 

 (81) Dictamen del procurador general, consid. II, pri-
mer párrafo y sus citas.

 (82) Dentro de la Parte General, Libro Primero - Dis-
posiciones Generales, Título I "Órgano Judicial", Capítulo 
I "Competencia": "Declaración de incompetencia. Toda 
demanda deberá interponerse ante juez competente, y 
siempre que de la exposición de los hechos resultare no 
ser de la competencia del juez ante quien se deduce, de-
berá dicho juez inhibirse de oficio. Consentida o ejecuto-
riada la respectiva resolución, se remitirá la causa al juez 
tenido por competente. En los asuntos exclusivamente 
patrimoniales no procederá la declaración de incompe-
tencia de oficio, fundada en razón del territorio".

 (83) Del dictamen del procurador general, consid. II, 
segundo párrafo y sus citas.

 (84) CS, "Papel Misionero SAIFC c. Provincia de Misio-
nes s/ acción declarativa", Fallos: 332:1007.

 (85) Mayoría conformada por los ministros Fayt, Pe-
tracchi, Maqueda (según su voto), y las ministras Highton 

Chevallier”, en una causa en donde la acto-
ra cuestionaba la pretensión del Fisco local 
por considerarla en pugna ya no con la ley 
23.548 sino con el Convenio Multilateral del 
18/08/1977  (86). En particular, los minis-
tros que conformaron el voto mayoritario 
afirmaron que “(...) para habilitar la instan-
cia prevista en el art. 117 de la CN [la ori-
ginaria ante la Corte] —cuando en la causa 
es parte una provincia—, es preciso que 
en la demanda no se planteen, además, de 
las cuestiones federales, otros asuntos que  
—por ser de naturaleza local— resultarían 
ajenos a su competencia, pues la eventual 
necesidad de hacer mérito de ellos obsta 
a su radicación por la vía intentada [la ori-

de Nolasco y Argibay, disidencias de los ministros Loren-
zetti y Zaffaroni.

  (86) Conforme se desprende de la sentencia, una 
empresa fabricante y comerciante de pastas celulósicas, 
papel y otros productos, había promovido acción decla-
rativa contra la provincia de Misiones, con el objeto de 
que se declarase la inconstitucionalidad de tres reso-
luciones de la Dirección General de Rentas provincial. 
Mediante la primera de ellas, el organismo fiscal había 
interpretado el art. 13 del Convenio Multilateral espe-
cificando que el "propio productor" allí mencionado se 
refiere no solo a quien obtiene los productos primarios, 
sino también a aquel que los elabora total o parcialmen-
te, y que la "mera compra" legislada en el precepto ci-
tado constituye un hecho imponible especial, de modo 
que la sola adquisición de los productos de origen pro-
vincial hacía nacer, en forma instantánea, la obligación 
impositiva atribuible a la jurisdicción de Misiones. Por 
su lado, las otras dos resoluciones impugnadas habían 
establecido un régimen de percepción del ISIB aplica-
ble a las operaciones de mera compra realizadas dentro 
del territorio de la demandada, sea en forma habitual o 
esporádica. La actora aducía que la provincia había ex-
tendido de esta forma el concepto de "mera compra" a 
supuestos no contemplados en el Convenio, alterando 
su mecánica y obligando a la accionante a actuar inde-
bidamente como agente de percepción respecto de sus 
compradores, a los cuales no resultaba aplicable —se-
gún sostenía— el régimen especial del art. 13, sino el 
general del art. 2º. Agregaba que el Director General de 
Rentas provincial no tenía atribuciones para interpretar 
—con carácter general— las disposiciones del Convenio 
Multilateral, pues tal facultad ha sido reconocida solo a 
sus autoridades de aplicación, es decir, a la Comisión 
Plenaria y a la Comisión Arbitral, de acuerdo con los 
arts. 15, 17, inc. e) y 24, inc. a), respectivamente, del ci-
tado Convenio. El accionar del Fisco, según la deman-
dante, violentaba los arts. 1º, 4º, 7º, 9º, 12, 14 bis, 16, 17, 
18, 19, 20, 22, 25, 26, 28, 29, 33, 39, 52, 75 (incs. 1º y 2º), 
76, 99, 3º párrafo, 100, inc. 7º, y 126 de la CN.

Tho
mso

n R
eu

ter
s



114 • IMPUESTOS | PP • TRIBUTARIO PROVINCIAL Y MUNICIPAL - Ciudad de Buenos Aires﻿

Autonomía de la CABA  y competencia originaria de la CSJN: habilitación de la feria…

ginaria ante la Corte] frente a la necesidad 
de no interferir el ejercicio de atribuciones 
que las provincias no han delegado al cono-
cimiento exclusivo de esta Corte (...)” (87). 
Por último, la mayoría del Tribunal aclaró 
(como lo había hecho en la sentencia emi-
tida en los autos “Transportes Automotores 
Chevallier”), que su decisión no obstaba a 
que las cuestiones federales que se suscita-
sen en la causa fuesen resueltas por la CS, 
en el caso de ser violentada la supremacía 
reconocida en el art. 31 de la CN, por la ins-
tancia de apelación que para tal fin prevé el 
art. 14 de la ley 48 (88).

Meses más tarde, la CS se expediría so-
bre su competencia originaria en los pro-
nunciamientos emitidos en los expedientes 
“Compañía Microómnibus La Colora-
da”  (89), el 28/07/2009, y “Autotranspor-
tes Andesmar”  (90), el 22/12/2009, en los 
que las actoras, empresas que se dedicaban 
al transporte automotor provincial e in-
terjurisdiccional de pasajeros, solicitaban 
se declarase la inconstitucionalidad de las 
pretensiones fiscales de las demandadas 

 (87) Voto de la mayoría, consid. 4º y sus citas.

  (88) "Una vez radicado un juicio ante los Tribuna-
les de Provincia, será sentenciado y fenecido en la ju-
risdicción provincial, y solo podrá apelarse a la Corte 
Suprema de las sentencias definitivas pronunciadas 
por los tribunales superiores de provincia en los ca-
sos siguientes: 1º Cuando en el pleito se haya puesto 
en cuestión la validez de un Tratado, de una ley del 
Congreso, o de una autoridad ejercida en nombre de 
la Nación y la decisión haya sido contra su validez. 2º 
Cuando la validez de una ley, decreto o autoridad de 
Provincia se haya puesto en cuestión bajo la preten-
sión de ser repugnante a la Constitución Nacional, a 
los Tratados o leyes del Congreso, y la decisión haya 
sido en favor de la validez de la ley o autoridad de pro-
vincia. 3º Cuando la inteligencia de alguna cláusula de 
la Constitución, o de un Tratado o ley del Congreso, o 
una comisión ejercida en nombre de la autoridad na-
cional haya sido cuestionada y la decisión sea contra la 
validez del título, derecho; privilegio o exención que se 
funda en dicha cláusula y sea materia de litigio". Voto 
de la mayoría, consid. 5º y sus citas.

 (89) CS, "Compañía Microómnibus La Colorada SACI. 
c. Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de in-
constitucionalidad (ingresos brutos)", Fallos: 332:1624.

  (90) CS, "Autotransportes Andesmar SA c. Chubut, 
Provincia del s/ acción declarativa de certeza", Fallos: 
332:2838.

(las provincias de Buenos Aires y Chubut, 
respectivamente) de gravar con el ISIB la 
actividad que desarrollaban. En ambos 
casos, la CS, por unanimidad  (91), de-
claró que la causa era de su competencia 
originaria, al ser demandada una provin-
cia en una causa de manifiesto contenido 
federal  (92): “(...) lo que determina la ra-
dicación del sub lite en la instancia pre-
vista en el art. 117 de la CN [la originaria 
ante la Corte] no es la ilegitimidad del gra-
vamen provincial invocada a la luz de las 
disposiciones del régimen de coparticipa-
ción federal de impuestos, sino la cuestión 
constitucional atinente a la alegada afec-
tación que la pretensión tributaria provin-
cial podría producir al servicio público de 
transporte interjurisdiccional de pasaje-
ros, que resulta alcanzado por los poderes 
que el art. 75, inc. 13 (93), de la Constitu-
ción Nacional confiere al gobierno central, 
como lo ha señalado desde muy antiguo 
esta Corte (...)” (94).

Estos precedentes, dentro una profusa 
jurisprudencia de la CS sobre el tema, sir-
ven para advertir que, de aceptar el criterio 
del Máximo Tribunal expuesto en “Gobier-
no de la CABA c. Provincia de Córdoba” 
(04/04/2019) y en la reciente sentencia 
“Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c. 
Estado Nacional (Ministerio de Economía)” 
(04/06/2020), para discutir una pretensión 
fiscal de la CABA, en sede originaria ante 
la CS, no sería suficiente con que la CABA 
fuese parte en la causa sino que, además, la 
materia debiera revestir un manifiesto con-
tenido federal, o el contenido federal debiere 
ser predominante en la causa.

 (91) Voto de los ministros Fayt, Petracchi y Maqueda 
y la ministra Highton de Nolasco en las dos sentencias.

 (92) "Compañía Microómnibus La Colorada", consid. 4º.

  (93) Dentro de la Segunda Parte "Autoridades de la 
Nación", Título Primero "Gobierno Federal", Sección 
Primera "Del Poder Legislativo", Capítulo Cuarto "Atri-
buciones del Congreso": "Corresponde al Congreso:... 13. 
Reglar el comercio con las naciones extranjeras, y de las 
provincias entre sí".

  (94) "Compañía Microómnibus La Colorada", consid. 
5º y sus citas; "Autotransportes Andesmar", consids. 2º y 3º.
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De esta manera, se debería expresar en 
los términos de la demanda que la preten-
sión fiscal de la CABA se encontraría en 
pugna en forma manifiesta y directa con 
derechos, garantías o prescripciones cons-
titucionales (como ser la cláusula del co-
mercio contenida en el art. 75, inc. 13 de 
la CN), o bien con tratados internaciona-
les y/o con leyes nacionales, y centrar esa 
alegada violación como lo medular del 
planteo. Si se reputase que la pretensión 
fiscal de la CABA vulneraría, por ejemplo, 
la ley 23.548 de Coparticipación Federal o 
el Convenio Multilateral, la CS, conforme 
su doctrina, no habilitaría su competencia 
originaria  (95), y el reclamo judicial de-
bería transitar por las instancias judicia-
les inferiores, pudiendo eventualmente el 
Alto Tribunal entender en aquel por la vía 
del recurso extraordinario federal previsto 
en el art. 14 de la ley 48, de darse en los au-
tos cuestión federal suficiente para decla-
rar el remedio admisible.

Desde ya que la cuestión es por demás 
casuística y requiere examinar cada caso 
en particular, los hechos, los términos de 
la demanda, y los derechos y garantías que 
se dicen en juego. Sin embargo, una de las 
problemáticas que la CS ha reconocido 
como de “manifiesto contenido federal”, 
fueron las pretensiones fiscales de distin-
tas provincias y la CABA de gravar con el 
ISIB distintas actividades industriales a una 
alícuota más alta, si el establecimiento del 
contribuyente se encontraba fuera del terri-
torio de la jurisdicción del sujeto activo del 
impuesto.

En este sentido, y tras declararse com-
petente para entender en la causa de ma-
nera originaria y exclusiva, la CS, en los 
precedentes “Bayer” (96) y “Harriet y Don-

  (95) Si bien la ley 23.548 es una ley nacional, es im-
portante recordar en este punto que, según la doctrina 
de nuestro Máximo Tribunal, tiene el carácter de ley-
convenio que forma parte del derecho público local de 
cada una de las jurisdicciones adherentes al régimen dis-
puesto en aquella.

 (96) CS, "Bayer SA c. Santa Fe, Provincia de s/ acción 
declarativa de certeza", Fallos: 340:1480, 31/10/2017.

nelly”  (97), por unanimidad  (98), declaró 
la inconstitucionalidad de los regímenes 
establecidos en las provincias demanda-
das (99) en relación con el ISIB, en los que 
se habían fijado alícuotas diferenciales 
de la gabela según el lugar de radicación 
del contribuyente  (100) o de su sede cen-
tral  (101). El Alto Tribunal afirmó que tal 

  (97) "Harriet y Donnelly SA c. Chaco, Provincia del 
s/ acción declarativa de certeza", Causa H. 114. L. ORI, 
31/10/2017.

  (98) Ministros Lorenzetti, Maqueda, Rosatti, Ro-
senkrantz y ministra Highton de Nolasco en ambos fallos.

 (99) Santa Fe y Chaco, respectivamente.

  (100) En los autos "Bayer", una sociedad anónima 
domiciliada en la provincia de Buenos Aires, dedicada, 
entre otras, a las actividades de "Fabricación de medi-
camentos de uso humano y productos farmacéuticos" 
y "Fabricación de plaguicidas y productos químicos de 
uso agropecuario", y que comercializaba dichos bienes 
en la provincia de Santa Fe, había promovido acción de-
clarativa de certeza en los términos del art. 322 del Cód. 
Proc. Civ. y Com. de la Nación, contra la jurisdicción 
nombrada en último lugar, marco en el cual la actora 
solicitaba se declarase la ilegitimidad e inconstitucio-
nalidad de la pretensión de la demandada de exigirle 
el pago de diferencias del ISIB por los períodos fiscales 
enero de 2010 a junio de 2011, generadas por la aplica-
ción de la alícuota del 3,5% prevista en la Ley Imposi-
tiva Anual provincial 3650 sobre las actividades que la 
empresa ejercía. La accionante indicaba que, durante 
los períodos fiscales involucrados, había empleado 
las alícuotas del 1% y 2%, respectivamente, para liqui-
dar la gabela en cuestión por aquellas actividades, de 
conformidad con el art. 7º de la ley 3650. La demanda-
da objetaba esa conducta pues entendía que, al ser los 
productos elaborados en plantas industriales ubicadas 
en otra jurisdicción (la provincia de Buenos Aires), no le 
correspondía ese tratamiento específico sino la alícuota 
general del 3,5% fijada por el art. 6º de la ley 3650.

  (101) En el expediente "Harriet", una sociedad 
anónima con domicilio en la CABA, que se dedicaba 
principalmente a la actividad de producción primaria, 
había iniciado acción declarativa de certeza (conforme 
art. 322 del Cód. Proc. Civ. y Com. de la Nación) contra 
la provincia del Chaco, con el objeto de que se hiciese 
cesar el estado de incertidumbre en el que la actora de-
cía encontrarse frente a la pretensión de la demandada 
de aplicar a dicha actividad que la firma ejercía en su 
territorio, una alícuota diferencial (mayor) del ISIB, 
por no poseer la empresa sede central en la jurisdic-
ción chaqueña. El fisco local sustentaba su posición en 
el art. 12, inc. E) de la ley 2071 Tarifaria provincial, mo-
dificada por el art. 5º de la ley 7149, norma de la cual la 
accionante solicitaba la declaración de inconstitucio-
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proceder vulneraba el principio de igual-
dad consagrado en la Constitución Nacio-
nal [art. 16, (102)], a la vez que generaba 
una suerte de barrera aduanera que alte-
raba el concepto orgánico o la corriente 
natural del “comercio” (arts. 75, inc. 13, y 
126 de la Ley Fundamental), instauran-
do así una suerte de “aduana interior” ve-
dada por nuestra Carta Magna [arts. 9º a 
12  (103)] para perjudicar a los productos 
foráneos en beneficio de los manufactura-
dos en su territorio. Tales extremos, según 
la CS, conducían a declarar la invalidez 
de las pretensiones fiscales en ambos ca-
sos (104).

nalidad. La CS entendió que las cuestiones sometidas 
a su decisión en estos autos eran sustancialmente aná-
logas a las examinadas y resueltas en la causa "Bayer", 
por lo que resolvió que correspondía remitirse a los 
fundamentos y conclusiones allí expuestos en razón 
de brevedad y con el propósito de evitar repeticiones 
innecesarias (ver "Harriet", consid. 6º.

  (102) Dentro de la Primera Parte, Capítulo Primero 
"Declaraciones, derechos y garantías": "La Nación Ar-
gentina no admite prerrogativas de sangre, ni de naci-
miento: no hay en ella fueros personales ni títulos de 
nobleza. Todos sus habitantes son iguales ante la ley, 
y admisibles en los empleos sin otra condición que la 
idoneidad. La igualdad es la base del impuesto y de las 
cargas públicas" (el destacado nos pertenece).

 (103) Dentro de la Primera Parte, Capítulo Primero 
"Declaraciones, derechos y garantías". Art. 9º: "En todo 
el territorio de la Nación no habrá más aduanas que las 
nacionales, en las cuales regirán las tarifas que sancio-
ne el Congreso". Art. 10: "En el interior de la Repúbli-
ca es libre de derechos la circulación de los efectos de 
producción o fabricación nacional, así como la de los 
géneros y mercancías de todas clases, despachadas en 
las aduanas exteriores". Art. 11: "Los artículos de pro-
ducción o fabricación nacional o extranjera, así como 
los ganados de toda especie, que pasen por territorio 
de una provincia a otra, serán libres de los derechos 
llamados de tránsito, siéndolo también los carruajes, 
buques o bestias en que se transporten; y ningún otro 
derecho podrá imponérseles en adelante, cualquiera 
que sea su denominación, por el hecho de transitar 
el territorio". Art. 12: "Los buques destinados de una 
provincia a otra, no serán obligados a entrar, anclar y 
pagar derechos por causa de tránsito, sin que en nin-
gún caso puedan concederse preferencias a un puerto 
respecto de otro, por medio de leyes o reglamentos de 
comercio".

 (104) Ver "Bayer", en particular consids. 14, 17, 25 y 26.

IV.2. Alícuotas diferenciales del ISIB en la 
CABA y justicia competente: el criterio del TSJ

IV.2.a. El trámite ante las instancias infe-
riores

En materia de alícuotas diferenciales del 
ISIB en la CABA, cabe comentar un caso 
reciente, en el que una compañía cervece-
ra había interpuesto ante la Justicia Nacio-
nal de Primera Instancia en lo Contencioso 
Administrativo Federal (“CAF”) una acción 
declarativa de certeza contra el Gobierno 
de la Ciudad de Buenos Aires-Administra-
ción Gubernamental de Ingresos Públicos 
(“GCBA-AGIP”), con el objeto de hacer ce-
sar el estado de incertidumbre que aducía 
padecer, generado por la pretensión de la 
accionada de gravar los ingresos obtenidos 
por su actividad de producción y/o comer-
cialización de bebidas alcohólicas (cerve-
za) a una alícuota diferencial más elevada 
para el ISIB correspondiente a los perío-
dos fiscales 01 a 06/2017, con fundamen-
to en que su establecimiento industrial se 
encontraba radicado fuera del territorio de 
la CABA. La actora consideraba que la apli-
cación de una alícuota superior contenida 
en la Ley Impositiva local (105), como así 

 (105) Ley 5723 Tarifaria CABA (BOCBA: 28/12/2016), 
vigente para el período 2017, art. 57, inc. 1º: "De confor-
midad con lo dispuesto por el Código Fiscal, establécese 
la tasa del tres por ciento (3,00%) para las siguientes acti-
vidades de producción de bienes, en tanto no tengan pre-
visto otro tratamiento en esta Ley o en el Código Fiscal. 
Cuando estas actividades sean realizadas por contribu-
yentes y/o responsables con ingresos brutos anuales en 
el ejercicio fiscal anterior, superiores a pesos cincuenta y 
cinco millones ($55.000.000), establécese la tasa del cua-
tro por ciento (4,00%)... 1) Industria manufacturera, de 
productos alimenticios, bebidas y tabaco:... Elaboración 
de cerveza, bebidas malteadas y de malta". El carácter de 
diferencial de esta alícuota del ISIB surge del cotejo de 
esta norma con el art. 64, inc. 1º, subinc. b) de la misma 
ley, el cual dispone que: "De conformidad con lo dis-
puesto por el Código Fiscal establécese la tasa del 1,00% 
para las actividades detalladas a continuación, en tanto 
no tengan previsto otro tratamiento en esta Ley o en el 
Código Fiscal... 1. Para los ingresos provenientes exclusi-
vamente del desarrollo de las siguientes actividades:... b) 
Producción Industrial, para los ingresos obtenidos por la 
actividad industrial que se desarrolle en establecimien-
tos radicados en el territorio de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires... Elaboración de cerveza, bebidas maltea-
das y de malta".
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también la pretensión fiscal fundada en di-
cha normativa, por el único hecho de no 
encontrarse radicado su establecimiento 
industrial en el territorio de la CABA, resul-
taban abierta y directamente violatorias de 
la Constitución Nacional [arts. 9º; 10; 11; 14; 
16; 17; 28; 31; 75, incs. 10 y 13; y 126 (106)].

En el escrito de inicio de la acción, la con-
tribuyente refería que su actividad princi-
pal era la producción y/o comercialización 
de bebidas alcohólicas (cerveza); que con-
taba con establecimientos industriales en 
Salta (provincia de Salta), Santa Fe (provin-
cia de Santa Fe), y Luján (provincia de Bue-
nos Aires); y que era sujeto del ISIB bajo el 
Régimen General del Convenio Multilateral 
a efectos de atribuir la materia imponible 
del gravamen entre las distintas jurisdiccio-
nes en las que se encontraba inscripta, en-
tre ellas, la CABA.

Señalaba que, mediante intimación,  
“... la AGIP requirió la rectificación de las 
declaraciones juradas y pago de diferencia 
de Impuesto de los períodos 1/17 a 6/17, 
con más intereses resarcitorios...”, fundando 
su pretensión en el art. 57, inc. 1º) de la ley 
5723 Tarifaria CABA, “... que establece una 
alícuota del 4% para la misma actividad in-
dustrial desarrollada en establecimientos 
radicados fuera de la Ciudad” (107).

  (106) Dentro de la Primera Parte, Capítulo Primero 
"Declaraciones, derechos y garantías". Art. 14: "Todos los 
habitantes de la Nación gozan de los siguientes derechos 
conforme a las leyes que reglamenten su ejercicio; a sa-
ber: de trabajar y ejercer toda industria lícita; de navegar 
y comerciar; de peticionar a las autoridades; de entrar, 
permanecer, transitar y salir del territorio argentino; de 
publicar sus ideas por la prensa sin censura previa; de 
usar y disponer de su propiedad; de asociarse con fi-
nes útiles; de profesar libremente su culto; de enseñar y 
aprender". Art. 28: "Los principios, garantías y derechos 
reconocidos en los anteriores artículos, no podrán ser 
alterados por las leyes que reglamenten su ejercicio". 
Dentro de la Segunda Parte, "Autoridades de la Nación", 
Título Primero "Gobierno Federal", Sección Primera "Del 
Poder Legislativo", Capítulo Cuarto "Atribuciones del 
Congreso". Art. 75, inc. 10: "Corresponde al Congreso:... 
10. Reglamentar la libre navegación de los ríos interiores, 
habilitar los puertos que considere convenientes, y crear 
o suprimir aduanas...".

 (107) Ver "GCBA s/ incidente de inhibitoria - acción 
meramente declarativa s/ recurso de inconstitucionali-

El GCBA interpuso, ante la Justicia de Pri-
mera Instancia en lo Contencioso Admi-
nistrativo y Tributario (CAyT) de la CABA, 
un planteo de inhibitoria  (108) del Juzga-
do Nacional de Primera Instancia CAF en 
las actuaciones iniciadas por la contribu-
yente  (109). Señaló que, en el marco de 
aquellos autos, fue suscripto un oficio ju-
dicial mediante el cual se le comunicó la 
concesión de una medida cautelar a favor 
de la accionante. Indicó que no había con-
testado la demanda, por lo que su plan-
teo resultaba oportuno conforme el art. 8º 
del Código Procesal Civil y Comercial de 
la Nación (“Cód. Proc. Civ. y Com.”) (110). 
Sostuvo que se encontraba en discusión la 
potestad tributaria del GCBA con respecto 
a un impuesto local —el ISIB—, motivo por 
el cual los autos debían tramitar ante el fue-
ro CAyT. Fundó su postura en la Constitu-
ción Nacional [arts. 4º; 75, incs. 1º y 2º; 121 
y 129 (111)].

dad concedido", TSJ de la CABA, expediente 16.801/19, 
14/05/2020. Voto de la mayoría, consid. 3º, último pá-
rrafo.

 (108) Juzgado de Primera Instancia CAyT N.º 2, "GCBA 
sobre incidente de inhibitoria - acción meramente de-
clarativa", Secretaría N.º 3, Número: INC 2660/2018-
1; CUIJ: INC-J-01-00009978-9/2018-1; Actuación N.º: 
12407980/2018.

  (109) "Compañía Industrial Cervecera SA c. GCBA-
AGIP-DGR s/ proceso de conocimiento", Juzgado Na-
cional de Primera Instancia CAF N.º 12, expediente 
73.414/2017.

  (110) Parte General, Libro Primero "Disposiciones 
Generales", Título I "Órgano judicial", Capítulo II "Cues-
tiones de competencia", "Declinatoria e inhibitoria": "La 
declinatoria se sustanciará como las demás excepciones 
previas y, declarada procedente, se remitirá la causa al 
juez tenido por competente. La inhibitoria podrá plan-
tearse hasta el momento de oponer excepciones o de 
contestar la demanda si aquel trámite no se hallare esta-
blecido como previo en el proceso de que se trata".

  (111) Dentro de la Primera Parte, Capítulo Primero 
"Declaraciones, derechos y garantías". Art. 4º: "El Gobier-
no federal provee a los gastos de la Nación con los fondos 
del Tesoro nacional formado del producto de derechos 
de importación y exportación, del de la venta o locación 
de tierras de propiedad nacional, de la renta de Correos, 
de las demás contribuciones que equitativa y proporcio-
nalmente a la población imponga el Congreso General, y 
de los empréstitos y operaciones de crédito que decrete 
el mismo Congreso para urgencias de la Nación, o para 
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El juez de primera instancia local rechazó 
el planteo de inhibitoria efectuado  (112). 
Para así decidir, se remitió a lo resuelto por 
la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
(“CS”) en los autos “Cervecería y Malte-
ría Quilmes SAICAyG c. GCBA s/ proceso 
de conocimiento”  (113), y por la Cámara 
CAyT (sala III) en “GCBA s/ incidente de in-
hibitoria - acción declarativa” (114).

En el primero, la CS había afirmado (en lo 
que aquel magistrado citó) que “[e]s de co-
nocimiento de la justicia federal —y no de 
la local— la acción declarativa de certeza 
que aunque dirigida contra normas y actos 
locales, exige esencial e ineludiblemente 
dilucidar si el reclamo respecto de las limi-
taciones impuestas a la aplicación de be-
neficios impositivos por el ejercicio de las 
actividades industriales desarrolladas en 
establecimientos radicados en la jurisdic-
ción local en materia de impuesto sobre los 
ingresos brutos exigido por la autoridad lo-
cal interfiere en un ámbito que le es propio 
a la Nación con respecto de la regulación 
del comercio interjurisdiccional”.

Mientras que, la Alzada local había dicho 
(según invocó el sentenciante) que “cuan-
do el contenido de la presente causa es 
netamente federal (...) la competencia ordi-
naria acordada por los arts. 1º y 2º del CCA-
yT queda desplazada en razón de la materia 
en favor del fuero federal”.

empresas de utilidad nacional". Dentro de la Segunda 
Parte, "Autoridades de la Nación", Título Primero "Go-
bierno Federal", Sección Primera "Del Poder Legislativo", 
Capítulo Cuarto "Atribuciones del Congreso". Art. 75, 
inc. 1º: "Corresponde al Congreso: 1. Legislar en materia 
aduanera. Establecer los derechos de importación y ex-
portación, los cuales, así como las avaluaciones sobre las 
que recaigan, serán uniformes en toda la Nación".

  (112) "GCBA sobre incidente de inhibitoria - acción 
meramente declarativa", Juzgado de Primera Instancia 
CAyT N.º 2, Secretaría N.º 3, Número: INC 2660/2018-
1; CUIJ: INC-J-01-00009978-9/2018-1; Actuación N.º: 
12407980/2018, 06/12/2018.

  (113) Competencia CSJ 266/2014 (50-C) /CS1, 
08/09/2015.

 (114) 21/08/2018.

Apelado el fallo por el GCBA, a su turno, 
la Cámara CAyT (Sala I) rechazó el recur-
so de apelación (115). Para hacerlo, sostu-
vo que las consideraciones expresadas por 
los miembros de dicho tribunal al resolver 
cuestiones análogas a las planteadas en el 
caso de autos, a cuyos términos cabía remi-
tirse, daban adecuada e íntegra respuesta a 
los planteos efectuados por el GCBA.

Disconforme, el GCBA interpuso recurso 
de inconstitucionalidad. Consideró: a) que 
había sido vulnerado su derecho de defen-
sa al no tratar la Cámara los fundamentos 
de su impugnación por considerarlos ge-
néricos; b) que la Sala advirtió la existencia 
en la demanda de un debate federal que no 
surgía en forma prístina de la acción enta-
blada; c) que la sola existencia de disposi-
ciones de carácter federal era insuficiente 
para determinar la competencia federal del 
fuero en el cual debía tramitar la acción;  
d) que la sentencia violaba la garantía de 
juez natural, al entender que la competencia 
es una herramienta procesal, y no una cues-
tión de orden público; e) que el fallo vulne-
raba la autonomía de la CABA; f) en cuanto 
a la cita del fallo de la CS “Cervecería Quil-
mes”, remarcó que, a diferencia de dicho 
precedente, en esta causa no se advertía un 
manifiesto contenido federal; y finalmente 
g) que el tratamiento de las cuestiones fe-
derales que eventualmente formasen parte 
de la discusión se hallaba garantizado por el 
recurso extraordinario federal ante la CS, de 
modo que no había razones para sacar a la 
CABA de sus propios jueces.

La Cámara CAyT concedió el recurso y, 
de esta manera, la inhibitoria llegó al TSJ de 
la CABA.

IV.2.b. La sentencia del TSJ de la CABA

El Tribunal Superior porteño, por mayoría 
de cuatro votos contra uno (116), resolvió: 

 (115) Cámara CAyT, Sala I ,"GCBA sobre incidente de 
inhibitoria - acción meramente declarativa", Número: 
INC 2660/2018-1; CUIJ: INC-J-01-00009978-9/2018-1; 
Actuación 12407980/2018, 08/04/2019.

 (116) TSJ de la CABA, "GCBA s/ incidente de inhibi-
toria - acción meramente declarativa s/ recurso de in-
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hacer lugar al recurso de inconstituciona-
lidad interpuesto por el GCBA; revocar la 
sentencia de la Cámara CAyT; declarar la 
competencia del fuero CAyT para conocer 
en los autos en trámite ante el Juzgado Na-
cional de Primera Instancia CAF; y devolver 
las actuaciones para que el juez de Primera 
Instancia del fuero CAyT de cumplimiento 
a las medidas dispuestas por el art. 9º del 
Cód. Proc. Civ. y Com.  (117) para radicar 
ante su estrado los autos principales, o para 
que la contienda de competencia (si el juez 
o la jueza federal ratificara su criterio) sea 
elevada a decisión de la CS.

En el voto de la mayoría, suscripto por 
el juez Otamendi y las juezas De Langhe, 
Weinberg, y Ruíz, los magistrados, tras re-
cordar que es doctrina reiterada de la CS 
que, a fin de determinar la competencia co-
rresponde atender de modo principal a la 
exposición de los hechos que el actor for-
mule en la demanda y después, y solo en la 
medida en que se adecúe a ellos, al derecho 
que se invoca como fundamento de la pre-
tensión, afirmaron que los términos en los 
que formuló su demanda la actora permi-
tían advertir la falta de fundamentos de la 
decisión de la Cámara CAyT sobre las razo-
nes que, a juicio de los camaristas, abona-
rían la competencia federal, y que el GCBA 
exponía con corrección en los agravios del 
recurso de inconstitucionalidad.

El criterio de la Alzada —según se reseña 
en el voto mayoritario del TSJ de la CABA— 
había sido el de que la petición de la con-
tribuyente en el expediente en trámite en el 
fuero federal, se encontraba estrictamente 

constitucionalidad concedido", expediente 16.801/19, 
14/05/2020.

  (117) Parte General, Libro Primero "Disposiciones 
Generales", Título I "Órgano judicial", Capítulo II "Cues-
tiones de competencia", "Planteamiento y decisión de la 
inhibitoria": "Si entablada la inhibitoria el juez se decla-
rase competente, librará oficio o exhorto acompañando 
testimonio del escrito en que se hubiere planteado la 
cuestión, de la resolución recaída y demás recaudos que 
estime necesarios para fundar su competencia. Solicita-
rá, asimismo, la remisión del expediente o, en su defecto, 
su elevación al tribunal competente para dirimir la con-
tienda. La resolución solo será apelable si se declarase 
incompetente".

sustentada en normas federales, y que su 
demanda no había sido fundada en dispo-
siciones ni en argumentos que exigiesen 
analizar la conformidad de la pretensión 
tributaria local con normas emanadas de 
autoridades de la CABA. Por el contrario, 
la mayoría del Tribunal Superior entendió 
que el caso exigía la interpretación de las 
reglas de derecho público de la CABA y de 
la pretensión del Fisco local fundada en di-
chas normas. Es decir, debían considerarse 
y valorarse normas de la Legislatura local, 
además de las reglas de derecho federal.

Así, la determinación de la validez o la 
invalidez de la pretensión del Fisco de la 
CABA exigiría la interpretación y aplica-
ción conjunta de normas de carácter local 
y federal, por lo cual la jurisdicción de la 
CABA no quedaba desplazada; sin perjui-
cio de la eventual intervención ulterior de 
la CS por la vía del recurso extraordinario 
federal (art. 14 de la ley 48): “... es doctrina 
de la CS que se hallan excluidos de la ju-
risdicción federal aquellos procesos en los 
que se debatan cuestiones de índole local 
que lleven aparejada la necesidad de hacer 
mérito de ellas o que requieran para su so-
lución la aplicación de normas de esa natu-
raleza o el examen o la revisión en sentido 
estricto de actos administrativos, legisla-
tivos o jurisdiccionales de las autoridades 
provinciales..., porque el respeto del siste-
ma federal exige que sean los magistrados 
locales los que intervengan en las causas en 
que se ventilen asuntos de esa naturaleza, 
sin perjuicio de que las cuestiones de índo-
le federal que también puedan comprender 
esos pleitos sean susceptibles de adecuada 
tutela por la vía del recurso extraordinario 
regulado por el art. 14 de la ley 48...” (118).

A lo expuesto, la mayoría del Tribunal 
agregó que el art. 129 de la CN consagra la 
autonomía de la CABA al asignarle un ré-
gimen de gobierno autónomo, con faculta-
des propias de legislación y jurisdicción. A 

 (118) TSJ de la CABA, "GCBA s/ incidente de inhibi-
toria - acción meramente declarativa s/ recurso de in-
constitucionalidad concedido", expediente 16.801/19, 
14/05/2020. Voto de la mayoría, consid. 5º, último párra-
fo y sus citas.
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partir de ello, el art. 6º de la CCABA (119) 
declara que las autoridades constituidas 
tienen mandato expreso, permanente e 
irrenunciable del Pueblo de la Ciudad, para 
que en su nombre y representación agoten 
en derecho las instancias políticas y judi-
ciales para preservar la autonomía y para 
cuestionar cualquier norma que limite la 
establecida en el art. 129 citado y concor-
dantes de nuestra Ley Fundamental.

Por otra parte —continuaron diciendo—, 
tanto la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
CABA —ley CABA 7 (120)— como el Códi-
go Contencioso Administrativo y Tributario 
local (“CCAyT”) —ley CABA 189  (121)—, 
concuerdan al establecer que la justicia en 
lo Contencioso Administrativo y Tributa-
rio de la CABA entiende en todas aquellas 
cuestiones en las que una autoridad admi-
nistrativa local sea parte: “De esta forma, 
al momento de delimitar la competencia 
en materia tributaria el legislador local se 
inclina por adoptar un criterio subjetivo y 
no material, estableciendo expresamente 
el art. 48 de la ley 7 (122) que la justicia en 
lo Contencioso Administrativo y Tributario 
entenderá en todas aquellas cuestiones en 
que la Ciudad sea parte cualquiera fuera 
su fundamento u origen, tanto en el ámbi-
to del Derecho público como del Derecho 

 (119) Título Preliminar, Capítulo Primero "Principios": 
"Las autoridades constituidas tienen mandato expreso, 
permanente e irrenunciable del Pueblo de la Ciudad, 
para que en su nombre y representación agoten en dere-
cho las instancias políticas y judiciales para preservar la 
autonomía y para cuestionar cualquier norma que limite 
la establecida en los arts. 129 y concs. de la Constitución 
Nacional".

 (120) BOCBA: 15/03/1998.

 (121) BOCBA: 28/06/1999.

 (122) En su redacción original, el texto, dentro del Tí-
tulo Segundo; "Composición y competencia de los Juzga-
dos en lo Contencioso Administrativo y Tributario" decía 
lo siguiente: "La justicia en lo contencioso administrativo 
y tributaria está integrada por quince [15] juzgados que 
entienden en todas las cuestiones en que la Ciudad sea 
parte, cualquiera fuera su fundamento u origen, tanto en 
el ámbito del derecho público como del derecho priva-
do". Hoy, corresponde al art. 42, y menciona a veinticua-
tro [24] juzgados.

privado” (123). Y —añadieron— “el art. 2º 
del CCAyT  (124) repite —con una varian-
te en cuanto al sujeto— el criterio mencio-
nado. Así, al definir la competencia de los 
tribunales en lo contencioso administra-
tivo les asigna el conocimiento y decisión 
de los asuntos en que una autoridad admi-
nistrativa sea parte 'cualquiera que sea su 
fundamento u origen, tanto en el ámbito 
del derecho público como del derecho pri-
vado'”  (125) (el destacado corresponde al 
original).

En esta línea de análisis, la mayoría men-
cionó que el art. 1º del CCAyT  (126) con-
sidera autoridades administrativas de la 
CABA a la administración pública centrali-
zada, desconcentrada y descentralizada, a 
los órganos legislativo y judicial de la CABA 
en ejercicio de la función administrativa, 
y a los entes públicos no estatales o priva-
dos en cuanto ejerzan potestades públicas 
otorgadas por las leyes de la CABA.

De esta manera, la mayoría concluyó 
que, “[d]ado que la pretensión ejercida en 

 (123) TSJ de la CABA, "GCBA s/ incidente de inhibi-
toria - acción meramente declarativa s/ recurso de in-
constitucionalidad concedido", expediente 16.801/19, 
14/05/2020. Voto de la mayoría, consid. 6º, segundo pá-
rrafo.

 (124) Título I, Capítulo Único "Principios generales", 
"De las Causas Contencioso Administrativas": "Son cau-
sas contencioso administrativas a los efectos de este Có-
digo todas aquellas en que una autoridad administrativa, 
legitimada para estar en juicio, sea parte, cualquiera que 
sea su fundamento u origen, tanto en el ámbito del dere-
cho público como del derecho privado. La competencia 
contenciosa administrativa y tributaria es de orden pú-
blico".

 (125) TSJ de la CABA, "GCBA s/ incidente de inhibi-
toria - acción meramente declarativa s/ recurso de in-
constitucionalidad concedido", expediente 16.801/19, 
14/05/2020. Voto de la mayoría, consid. 6º, segundo pá-
rrafo.

 (126) Título I, Capítulo Único "Principios Generales", 
"De las Autoridades Administrativas": "Se consideran au-
toridades administrativas de la Ciudad de Buenos Aires 
la administración pública centralizada, desconcentrada 
y descentralizada, los órganos legislativo y judicial de la 
Ciudad de Buenos Aires, en ejercicio de la función ad-
ministrativa y los entes públicos no estatales o privados 
en cuanto ejerzan potestades públicas otorgadas por las 
leyes de la Ciudad de Buenos Aires".
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la causa tiende a la determinación del al-
cance de ciertas disposiciones del ordena-
miento local previamente interpretadas por 
una autoridad administrativa de ese orden, 
a requerimiento de un contribuyente que 
invoca la aplicación a su respecto de cier-
tas normas de derecho federal, se satisfa-
cen las exigencias que el CCAyT establece 
sobre la autoridad administrativa (art. 1º) 
y sobre las causas contencioso administrati-
vas (art. 2º) para consagrar la competencia 
de los juzgados del fuero Contencioso Ad-
ministrativo y Tributario de la Ciudad Au-
tónoma de Buenos Aires (127)” (se destaca 
en el original).

IV.2.c. La disidencia del juez Lozano

Por su parte, el juez Lozano fue de la opi-
nión de que el recurso de inconstituciona-
lidad interpuesto por el GCBA resultaba 
infundado, por lo que votó por declararlo 
inadmisible, al no hacerse cargo el recu-
rrente en sus agravios de las razones dadas 
por la Cámara CAyT para resolver del modo 
en que lo hizo. Al respecto, el magistrado 
puntualizó que, en su recurso, el GCBA:

- No mostraba que, para establecer los 
alcances o la existencia del derecho invo-
cado, correspondiera dirimir una interpre-
tación del derecho local y/o común.

- Decía que la declaración de certeza te-
nía por objeto cuestionar la aplicación que 
el GCBA había hecho de la ley, pero no in-
dicaba que se hubiera solicitado la nulidad 
de actos locale.

- Sostenía que estaba en debate la inter-
pretación de la ley local, sin señalar cuál 
sería la interpretación en disputa. Incluso, 
daba cuenta de que lo cuestionado era la 
validez de esa ley, no su interpretación.

- No identificaba cuál sería la relación 
jurídica cuyos alcances buscaba despejar 
la acción declarativa instada ante el fuero 

 (127) TSJ de la CABA, "GCBA s/ incidente de inhibi-
toria - acción meramente declarativa s/ recurso de in-
constitucionalidad concedido", expediente 16.801/19, 
14/05/2020. Voto de la mayoría, consid. 6º, último pá-
rrafo.

CAF (a cuyo fin no bastaba con indicar la 
actividad que la haría nacer a la luz de la 
norma general).

- No decía que la acción, tal como había 
sido instaurada por la contribuyente, sos-
layaba, en contra de lo que prevén los arts. 
322 del Cód. Proc. Civ. y Com. (128) y 277 
del CCAyT (129), un proceso local impug-
natorio o de repetición.

- Sostenía que la competencia de la jus-
ticia de la CABA vendría dada por los arts. 
1º y 2º del CCAyT, atento las personas de-
mandadas, el GCBA y la AGIP. Sin embargo, 
tal interpretación —para el juez Lozano—, 
llevada al extremo propuesto por el GCBA, 
“ubica al texto local en oposición a la ley 
48 y, en última instancia, contra la CN. En 
la postura del GCBA, no obstante estar 
una causa regida exclusivamente por '... la 
Constitución Nacional, las leyes que hayan 
sancionado y sancionare el Congreso y los 
Tratados públicos con naciones extranje-
ras' (cf. el art. 2º, inc. 1º de la ley 48), ella 
sería de competencia local en el supuesto 
en que el GCBA fuera parte, en contra de lo 
que el parcialmente citado inc. 1º del art. 2º 
de la ley 48  (130) manda. Puesto en otros 

 (128) Parte Especial, Libro Segundo "Procesos de Co-
nocimiento", Título I "Disposiciones generales", Capí-
tulo I "Clases", "Acción meramente declarativa": "Podrá 
deducirse la acción que tienda a obtener una sentencia 
meramente declarativa, para hacer cesar un estado de in-
certidumbre sobre la existencia, alcance o modalidades 
de una relación jurídica, siempre que esa falta de certeza 
pudiera producir un perjuicio o lesión actual al actor y 
este no dispusiera de otro medio legal para ponerle tér-
mino inmediatamente...".

 (129) Título VIII "De la demanda contra las autorida-
des administrativas y su contestación. Excepciones admi-
sibles", Capítulo I "De la demanda", "Acción meramente 
declarativa": "Puede deducirse demanda que tienda a 
obtener una sentencia meramente declarativa para ha-
cer cesar un estado de incertidumbre sobre la existencia, 
alcance o modalidades de una relación jurídica, siempre 
que esa falta de certeza pudiera producir un perjuicio o 
lesión actual al/la actor/a y este/a no dispusiere de otro 
medio legal para ponerle término inmediatamente".

  (130) "Los Jueces Nacionales de Sección conocerán 
en primera instancia de las causas siguientes: 1º Las que 
sean especialmente regidas por la Constitución Nacio-
nal, las leyes que hayan sancionado y sancionare el Con-
greso y los Tratados públicos con naciones extranjeras".
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términos, el GCBA propone la adopción 
de una interpretación inconstitucional del 
CCAyT” (131).

Por último, el juez Lozano expresó que 
lo por él dicho no suponía un pronuncia-
miento acerca de cuál era el órgano juris-
diccional competente para entender en 
las actuaciones cuya tramitación el GCBA 
pretendía traer ante la justicia de la CABA; 
tampoco, que existiere uno competente; y, 
menos aún, acerca de los derechos que a 
las partes asistieren para solicitar la radi-
cación de esas actuaciones ante otros Tri-
bunales: “Lo único que aquí se dice es que 
el GCBA no fundó mínimamente su recur-
so, a fin de demostrar la competencia de la 
justicia de la Ciudad para entender en las 
actuaciones” (132) en trámite ante el fue-
ro CAF.

V. Reflexiones finales

Habrá que ver si, a partir de las decisio-
nes de la CS recaídas en las causas “Gobier-
no de la CABA c. Provincia de Córdoba” 
(04/04/2019) y, recientemente, en “Go-
bierno de la Ciudad de Buenos Aires c. Es-
tado Nacional (Ministerio de Economía)” 
(04/06/2020), en las que el Máximo Tribu-
nal sentó la posición de que la CABA tiene 
derecho a la competencia originaria de la 

 (131) TSJ de la CABA, "GCBA s/ incidente de inhibi-
toria - acción meramente declarativa s/ recurso de in-
constitucionalidad concedido", expediente 16.801/19, 
14/05/2020. Voto del juez Lozano, consid. 3º, último pá-
rrafo.

 (132) TSJ de la CABA, "GCBA s/ incidente de inhibi-
toria - acción meramente declarativa s/ recurso de in-
constitucionalidad concedido", expediente 16.801/19, 
14/05/2020. Voto del juez Lozano, consid. 4º, primer pá-
rrafo.

CS (art. 117, CN), con el mismo alcance que 
el reconocido a las provincias, los contribu-
yentes porteños se animan a plantear recla-
mos contra la CABA en materia fiscal (p. ej., 
por alícuotas diferenciales del ISIB), direc-
tamente en sede originaria de la CS, sin te-
ner que transitar por todas las instancias de 
la justicia local.

En tanto, según la mayoría del TSJ de la 
CABA en “GCBA s/ incidente de inhibito-
ria” (14/05/2020), tales planteos deberían 
dirimirse ante el Fuero local de la jurisdic-
ción, el CAyT.

¿Podría surgir una nueva discrepancia 
entre la postura del Máximo Tribunal de la 
Nación y la del Máximo Tribunal porteño, 
como sucediere años atrás en materia de 
las facultades de las provincias y la CABA 
en materia de prescripción de obligaciones 
tributarias locales? [“Filcrosa  (133) c. So-
ciedad Italiana” (134)].

Por de pronto, el reconocimiento por 
parte de la CS del derecho de la CABA de 
litigar ante sus estrados en sede originaria  
(art. 117 de la CN), acaecido hace apenas 
poco más de un año, es un tema que podría 
dejar mucha tela para cortar.

 (133) CS, "Recurso de hecho deducido por Abel Alexis 
Latendorf (síndico) en la causa Filcrosa SA s/ quiebra s/ 
incidente de verificación de Municipalidad de Avellane-
da", Fallos: 326:3899, 30/09/2003.

  (134) TSJ de la CABA, "Sociedad Italiana de Bene-
ficencia en Buenos Aires s/ queja por recurso de in-
constitucionalidad denegado en: Sociedad Italiana 
de Beneficencia en Buenos Aires c. DGC (res. 1881/
DGR/2000) s/ recurso de apelación judicial c. decisio-
nes de DGR (art. 114, Cód. Fisc.)", expediente 2192/03, 
17/11/2003.

Autonomía de la CABA  y competencia originaria de la CSJN: habilitación de la feria
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Régimen de Contrato de Trabajo 
Personal de Casas Particulares

Mirta Noemí Userpater (*)

Aplicación Práctica

I. Introducción

La ley 26.844 (BO 12/04/2013) y su dec. 
regl. 467/14 (BO 16/4/2014) rigen en todo 
el territorio de la Nación, protegiendo a em-
pleadas/os por el trabajo que prestan en las 
casas particulares o en el ámbito de la vida 
familiar y que no importe para el emplea-
dor lucro o beneficio económico directo.

I.1. ¿Qué se considera trabajo en casas 
particulares?

- Toda prestación de servicios o ejecución 
de tareas de limpieza, de mantenimiento u 
otras actividades típicas del hogar.

- Asistencia personal y acompañamien-
to prestados a los miembros de la familia o 
a quienes convivan en el mismo domicilio 
con el empleador.

- El cuidado no terapéutico de personas 
enfermas o con discapacidad.

- Cualquiera fuere la cantidad de horas 
diarias o de jornadas semanales trabajadas.

El término “mantenimiento” abarca las 
tareas típicas del hogar que se realicen en 
forma normal y habitual.

I.2. ¿Quiénes están excluidos de este régi-
men? (taxativo)

- Las personas emparentadas con el due-
ño de casa ni aquellas que sean exclusiva-
mente contratadas para cuidar enfermos o 
personas con discapacidad que requieran 
para ello habilitaciones específicas.

- Las personas contratadas para conducir 
vehículos.

- Los menores de 16 años.

- Las personas contratadas por personas 
jurídicas para la realización de las tareas a 
que se refiere la presente ley.

- Las personas que además de realizar 
tareas de índole domésticas deban prestar 
otros servicios ajenos a la casa particular u 
hogar familiar, con cualquier periodicidad, 
en actividades o empresas de su emplea-
dor; supuesto en el cual se presume la exis-
tencia de una única relación laboral ajena 
al régimen regulado por esta ley.

- Las personas empleadas por consorcios 
de propietarios conforme la ley 13.512, por 
clubes de campo, barrios privados u otros 
sistemas de condominio, para la realiza-
ción de las tareas descriptas en el ámbito de 
aplicación de la presente ley, en las respec-
tivas unidades funcionales.(*) Profesional independiente.

En el artículo se realiza un repaso técnico-práctico del régimen de casas particulares, con-
templándose las particularidades que introdujo la pandemia. 

Tho
mso

n R
eu

ter
s



128 • IMPUESTOS | PP • ACTUACIÓN PROFESIONAL - Laboral y Previsional - Aplicación Práctica

Régimen de Contrato de Trabajo Personal de Casas Particulares

I.3. ¿Cuáles son las modalidades de pres-
tación aplicables?

a) Trabajadoras/es que presten tareas sin 
retiro para un mismo empleador y residan 
en el domicilio donde las cumplen.

b) Trabajadoras/es que presten tareas 
con retiro para el mismo y único empleador.

c) Trabajadoras/es que presten tareas con 
retiro para distintos empleadores.

I.4. ¿Cuáles son las modalidades de con-
tratación permitidas?

El contrato de trabajo para el personal de 
casas particulares tendrá libertad de for-
mas y se presumirá acordado por tiempo 
indeterminado.

Están admitidas las distintas modali-
dades de la LCT: Tiempo indeterminado, 
Plazo fijo, Eventual, a tiempo parcial, de 
temporada.

Para el caso de contratos Eventuales, pla-
zo fijo o de temporada, corresponde se ins-
trumenten por escrito y la existencia de 
razones objetivas que justifiquen la moda-
lidad elegida por el empleador.

Si se trata de un contrato eventual debe 
constar el nombre de la persona reempla-
zada transitoriamente.

I.5. ¿Aplica el período de prueba?

Sí, en contratos por tiempo indeterminado 
(excepto de temporada).

- Personal sin retiro: 30 días

- Personal con retiro: 15 días. Para el per-
sonal que preste servicios por hora no po-
drá superar los 3 meses.

En dicho período, cualquiera de las par-
tes podrá finalizar la relación sin expresar 
causa y sin generarse derecho a indemniza-
ción.

El empleador no podrá contratar a un 
mismo empleado más de una vez utilizan-
do el período de prueba.

La RG AFIP 3491/2013 (BO 2/05/2013) 
instituye Simplificación Registral- Registro 
Especial de la Seguridad Social.

La registración de la relación laboral se 
debe realizar a través del Portal Personal de 
Casas Particulares con CUIL/CUIT/CDI y 
clave fiscal. Una vez ingresado, se debe se-
leccionar la opción empleador y seguir los 
pasos que allí se indican para el alta del tra-
bajador.

Deberán inscribirse en el registro especial 
del Personal de Casas Particulares quienes 
resulten empleadores de acuerdo con lo es-
tablecido por la Ley 26.844.

La formalización de las comunicaciones 
de altas, bajas y/o modificaciones de datos 
se realiza mediante alguno de los siguientes 
accesos:

- Servicio con clave fiscal “Simplificación 
Registral - Registros Especiales de Seguri-
dad Social”.

- Servicio con clave fiscal “Personal de ca-
sas particulares”.

- Ingresando al portal “Personal de casas 
particulares”.

- Aplicación “Casas Particulares” la cual 
se podrá descargar desde App Store o Goo-
gle Play.

Los empleadores de personal de casas 
particulares, con relación a cada uno de 
los empleados y empleadas que incorpo-
ren o desafecten, deberán ingresar en el 
registro los datos que se detallan seguida-
mente, así como aquellos que requerirá 
el sistema de acuerdo con lo que contem-
plen las normas que dicten los organismos 
de la seguridad social intervinientes en el 
Programa de Simplificación y Unificación 
Registral.
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I.6. Con relación al empleador

1. Apellido y nombres.

2. Domicilio fiscal.

3. CUIT o CUIL, según corresponda.

I.7. Con relación a cada empleado o em-
pleada de casas particulares

1. Apellido y nombres.

2. CUIT o CUIL, según corresponda.

3. Fecha de nacimiento.

4. Domicilio real y código postal.

5. Clave Bancaria Uniforme (CBU), en 
caso de poseerla.

Asimismo, el sistema prevé la incorpora-
ción con carácter optativo de “Número tele-
fónico” y “Dirección de correo electrónico”.

I.8. Con relación a la prestación

1. Fecha de registración. La del efectivo in-
greso. De tratarse de las relaciones vigentes 
al 31 de mayo de 2013, deberá consignarse 
la fecha en que se realice la inscripción en 
el registro.

2. Monto de la remuneración pactada.

3. Cantidad de horas trabajadas semanal-
mente.

4. Domicilio en el que se realiza la presta-
ción del servicio y código postal.

5. Obra social del Sistema Nacional del 
Seguro de Salud y del Régimen Nacional de 
Obras Sociales.

6. Categoría profesional.

7. Modalidad de liquidación.

8. En su caso, fecha de cese de la presta-
ción.

Los datos que se suministren serán vali-
dados con la información disponible en las 

bases de datos de AFIP. Cuando alguno de 
los datos no responda a los criterios de vali-
dación adoptados, no se permitirá su ingre-
so al Sistema, informándose el motivo que 
impide su incorporación.

II. Situación COVID-19

Las tareas del personal de casas parti-
culares no son actividades esenciales, por 
lo que los trabajadores que las realicen y 
sus empleadores deben respetar las me-
didas del aislamiento social preventivo y 
obligatorio. Solo están exceptuados quie-
nes cumplan tareas de asistencia y cuidado 
de personal.

A su vez se debe tener en cuenta que los 
trabajadores tienen derecho y deben seguir 
cobrando su salario completo con normali-
dad.

III. Particularidades de la relación la-
boral

III.1. Remuneraciones. Lugar y plazo de 
pago. Oportunidad

Lugar de pago 
remuneraciones

Trabajo

Plazo de pago

- Mensualizados hasta 
el cuarto día hábil

- Jornalizado o por 
hora, al finalizar cada 

jornada o cada semana

Oportunidad
En días hábiles y 

durante las horas de 
prestación de servicios

Debe depositarse la remuneración en 
una cuenta sueldo si labora más de 32 ho-
ras semanales. Caso contrario es facultad 
del empleador.

En ambos casos la trabajadora/or puede 
exigir a su empleador el pago en efectivo de 
su remuneración.
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Categorías y remuneraciones

Escala de salarios para el personal con retiro y sin retiro desde mayo 2020

Categoría Monto por hora Monto por mes

Con retiro Sin retiro Con retiro Sin retiro

Supervisora $ 174,50 $ 191 $ 21.818,50 $ 24.303,50

Personal para tareas 
específicas

$ 165 $ 181 $ 20.270,50 $ 22.564,50

Caseros $ 155,50 $ 155,50 $ 19.777 $ 19.777

Cuidado de personas $ 155,50 $ 174,50 $ 19.777 $ 22.039,50

Personal para tareas 
generales

$ 144,50 $ 155,50 $ 17.785,50 $ 19.777

Fuente: AFIP, https://www.argentina.gob.ar/casasparticulares/trabajador/sueldo.

A tener en cuenta:

La Legislación no aclara en qué casos corresponde tomar el valor mensual o el valor por hora.

Un criterio es que Una jornada que está por debajo de las dos terceras partes de la jornada 
habitual, se liquide por hora (Jornada Parcial).

III.2. Ministerio de Trabajo de la Nación (para CABA)

- Si el trabajo fuera por menos de 24 horas semanales, se deberá calcular el valor hora de 
la categoría que corresponda y multiplicarlo por la cantidad de horas trabajadas.

- Si el trabajo fuera por más de 24 horas y menos de 48 horas semanales, se deberá calcu-
lar haciendo una regla de tres simple y liquidar con el valor mensual de la escala.

III.3. Ministerio de Trabajo de la provincia de Buenos Aires

- Jornada superior a 20 horas semanales, corresponde el pago proporcional al valor men-
sual estipulado según la categoría profesional.

- Jornada menor a 20 horas semanales, se liquidará en función del valor por hora esta-
blecido para la categoría profesional que revisten.

III.4. Pautas para determinar la jornada de trabajo

Personal sin retiro Personal con retiro

Jornada de trabajo

Normal 8 horas diarias o 48 semanales

Desigual hasta 9 horas diarias

Jornada de trabajo

Normal 8 horas diarias o 48 semanales

Desigual hasta 9 horas diarias
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Personal sin retiro Personal con retiro

Descanso semanal

35 horas a partir del sábado a las 13 horas 
hasta domingo a las 24 horas

Descanso nocturno: 9 horas continuas 
(excepciones)

Descanso diario: 3 horas (almuerzo)

Interrupción del descanso diario: horas extra 
+ franco compensatorio

Pausa diaria entre jornadas, 12 horas (cuando 
labora para un mismo empleador)

Horas extra

Recargo del 50 %, si se tratare de días 
comunes

Recargo del 100 % en días sábados después 
de las 13 horas, en días domingo y feriados

Base de cálculo salario habitual

Horas extra

Recargo del 50 %, si se tratare de días 
comunes

Recargo del 100 % en días sábados después 
de las 13 horas, en días domingo y feriados

Base de cálculo salario habitual

Habitación amueblada e higiénica

Alimentación: desayuno, almuerzo, 
merienda, cena

Alimentación: desayuno, almuerzo, 
merienda, cena

Ropa y elementos de trabajo Ropa y elementos de trabajo

III.5. Determinación del aguinaldo

Es el 50% de la mayor remuneración mensual devengada, por todo concepto, dentro de 
los semestres que culminan en los meses de junio y diciembre de cada año.

Computar: salario básico, horas extras, adicionales (gastos por transporte), remunera-
ción en especie (por ejemplo, prestaciones por habitación), vacaciones, licencias por en-
fermedad, licencias legales pagas.

Será abonado en dos cuotas; la primera de ellas la última jornada laboral del mes de ju-
nio y la segunda la última jornada laboral del mes de diciembre de cada año. (Según LCT 
hasta el 18/12). (No distingue modalidades de contratación)

Si la prestación de servicios es inferior a los seis meses, deberá liquidarse en forma pro-
porcional a los meses trabajados (LCT). Ejemplo: Si solo trabajó 4 de los últimos 6 meses, 
corresponderá abonarle como SAC el 66,67 % (4 meses / 6 meses) del 50% del mejor suel-
do de los últimos 4 meses.

Cuando opere la extinción del contrato de trabajo por cualquier causa, la empleada/o o 
sus derecho-habientes, tendrán derecho a percibir la parte proporcional del sueldo anual 
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complementario devengada en el respecti-
vo semestre.

III.6. Licencia anual ordinaria

Plazos. S/ Art. 150 LCT

Notificación con anticipación. (20 días) Si 
vencido el plazo para efectuar la comuni-
cación a la empleada/o de la fecha de co-
mienzo de sus vacaciones, el empleador no 
la hubiere practicado, el personal podrá ha-
cer uso de ese derecho previa notificación 
fehaciente de ello y de modo tal que la li-
cencia concluya antes del 31 de mayo.

Base de cálculo. Salario normal y habitual.

Se calcula multiplicando el número de 
días que hubiera tenido que prestar servi-
cios en el período de vacaciones por el sala-
rio diario percibido.

Además, para el personal sin retiro:

Prestaciones de habitación y manuten-
ción: pago de su equivalente en dinero, no 
menor al treinta por ciento (30%) del sala-
rio diario percibido por la empleada/o por 
cada día de licencia.

Se otorga licencia total en función de la 
regularidad propia del tiempo diario y se-
manal de trabajo correspondiente a la mo-
dalidad de prestación contratada.

Se otorga licencia parcial para personal 
con retiro que totalice hasta 6 meses de tra-
bajo: 1 día por cada 20 efectivos trabajados. 
No inferior a la siguiente proporción:

a) Entre cuatro y siete semanas de traba-
jo, un día.

b) Entre ocho y once semanas de trabajo, 
dos días corridos.

c) Entre doce y quince semanas de traba-
jo, tres días corridos.

d) Entre dieciséis y diecinueve semanas 
de trabajo, cuatro días corridos.

e) Más de veinte semanas de trabajo, cin-
co días corridos.

Otorgamiento entre el 1/11 y el 30/03 de 
cada año.

El trabajador puede pedir que se fraccio-
nen los días que le correspondan para usar-
los en otras épocas del año.

El empleador debe garantizar un período 
continuo de licencia de no menos de dos 
tercios del que corresponde según la anti-
güedad del trabajador.

Las vacaciones deberán ser abonadas an-
tes de su inicio.

III.7. Día del personal de casas particula-
res

A través de la res. MTEySS 3/2015, se fijó 
el día 3 de abril de cada año como “Día del 
Personal de Casas Particulares”. Este día es 
considerado no laborable, sin pérdida de la 
remuneración. En caso de prestar tareas en 
dicho día festivo, su remuneración se incre-
menta con un recargo equivalente al 100% 
del salario diario.

III.8. Licencia por enfermedad o por acci-
dente inculpable

Corresponde durante un período de:

- hasta 3 meses al año si la antigüedad en 
el servicio es de menos de 5 años,

- hasta 6 meses si la antigüedad es de más 
de 5 años,

- salvo casos de fuerza mayor, es deber del 
trabajador avisar a su empleador de la en-
fermedad o accidente inculpable y del lu-
gar en que se encuentra durante la primera 
jornada de trabajo en la que está imposibi-
litado de concurrir a trabajar por alguna de 
esas causas, o en la primera oportunidad 
que le fuera posible hacerlo,

- para percibir la remuneración durante 
el plazo de licencia por enfermedad, pre-
sentar certificado médico que acredite el 
reposo indicado.
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III.9. Licencias especiales pagas

- Matrimonio: 10 días corridos.

- Fallecimiento de cónyuge o conviviente, 
de hijos o de padres: 3 días corridos.

- Fallecimiento de hermano: 1 día.

- Nacimiento de hijo (en el caso de traba-
jador varón): 2 días corridos.

- Para rendir examen: 2 días corridos por 
examen, hasta un máximo de 10 días por 
año calendario. Este derecho solo corres-
ponde si prestan servicios por 16 horas o 
más. En los demás casos, la licencia es pro-
porcional al tiempo de trabajo semanal.

III.10. Asignaciones familiares

El personal de casas particulares tiene 
derecho a las siguientes asignaciones:

- Asignación por Embarazo para Protec-
ción Social.

- Asignación Familiar por Maternidad.

- Asignación Universal por Hijo para Pro-
tección Social.

Si el personal está registrado no se apli-
ca el techo de salario mínimo vital y móvil 
como ocurre con los trabajadores no regis-
trados.

III.11. Licencia por maternidad

Son 90 días.

Opción (45 y 45) o (30 y 60).

Presentación de certificado médico en el 
que conste la fecha presunta del parto.

La licencia será abonada por el ANSES. 
Sacar turno. Para tener derecho a las per-
cepciones de la Asignación por Materni-
dad para la Protección Social (licencia por 
maternidad) y Asignación por Embara-
zo para la Protección Social (prenatal) la 
relación laboral entre la trabajadora y su 
empleador/a tiene que haber iniciado tres 
meses antes del pedido de solicitud de la 
asignación de que se trate y haberse dada 
de alta ante la AFIP antes del inicio de los 
trámites.

Los empleadores no deben efectuar apor-
tes, ni pagar las contribuciones ni la ART en 
el lapso comprendido.

III.12. Aportes, contribuciones y ART

Los aportes están a cargo del trabajador/a 
y las contribuciones están a cargo del em-
pleador. Los importes mensuales por pagar 
en concepto de aportes y de contribuciones 
se determinan dependiendo de las horas 
semanales trabajadas y la condición de los 
trabajadores (activo o jubilado).

Valores vigentes a partir del período abril 2020

Vencimientos a partir de mayo 2020

Por cada trabajador activo:

Mayor de 18 años:

Horas trabajadas 
semanalmente

Importe a 
pagar

Importe de cada concepto que 
se paga Cuota riesgos 

del trabajo
Aportes Contribuciones

Menos de 12 $ 325,31 $ 84,49 $ 29,82 $ 211

Desde 12 a menos de 16 $ 554,18 $ 156,55 $ 59,63 $ 338

16 o más $ 1.649,19 $ 1.041,22 $ 86,97 $ 521

Tho
mso

n R
eu

ter
s



134 • IMPUESTOS | PP • ACTUACIÓN PROFESIONAL - Laboral y Previsional - Aplicación Práctica

Régimen de Contrato de Trabajo Personal de Casas Particulares

Menor de 18 años pero mayor de 16 años:

Horas trabajadas 
semanalmente

Importe a 
pagar

Importe de cada concepto que 
se paga

Cuota 
riesgos del 

trabajoAportes Contribuciones

Menos de 12 $ 295,49 $ 84,49 $ - $ 211

Desde 12 a menos de 16 $ 494,55 $ 156,55 $ - $ 338

16 o más $ 1.562,22 $ 1.041,22 $ - $ 521

Por cada trabajador jubilado:

Horas trabajadas 
semanalmente

Importe a 
pagar

Importe de cada concepto que 
se paga

Cuota 
riesgos del 

trabajoAportes Contribuciones

Menos de 12 $ 240,82 $ - $ 29,82 $ 211

Desde 12 a menos de 16 $ 397,63 $ - $ 59,63 $ 338

16 o más $ 607,97 $ - $ 86,97 $ 521

Fuente: AFIP, https://casasparticulares.afip.gob.ar/ayuda/empleador/contribuciones.aspx.

A tener en cuenta:

La obra social de la actividad es OSPACP.

El empleado/a, si lo desea, podrá elegir otra realizando el trámite de cambio de Obra So-
cial en la sede o delegación de la Obra Social elegida.

Para tener acceso a las prestaciones, los aportes de obra social tienen que ser iguales o 
superiores a la cuota establecida para la categoría 16 o más horas trabajadas semanalmen-
te ($ 689).

Si se trabaja para distintos empleadores se suman los aportes de obra social.

La obra social debe garantizarle, atención médica, internación y medicamentos.

A tener en cuenta:

Jubilación

Para tener derecho a gozar de una jubilación al final de la etapa laboral, las contribucio-
nes al sistema jubilatorio tienen que ser iguales o superiores a la cuota establecida para 
la categoría 16 o más horas trabajadas semanalmente ($ 57,55). Si las contribuciones abo-
nadas por el empleador no alcanzaran esta suma, el trabajador podrá pagar la diferencia.

El portal de Casas Particulares permite identificar cuánto debe abonar el trabajador y 
efectuar el pago fácilmente.

III.13. Deducción en el impuesto a las ganancias

La deducción podrá ser efectuada por los sujetos residentes en el país que se indican a 
continuación, que revistan el carácter de empleadores con relación al personal de casas 
particulares:
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a) Personas de existencia visible y sucesio-
nes indivisas, que determinan anualmente 
el mencionado impuesto, de acuerdo con 
lo establecido por la RG 975/2001, sus mo-
dificatorias y complementarias.

b) Empleados en relación de dependen-
cia y los restantes sujetos que obtienen ga-
nancias de cuarta categoría, alcanzados por 
el régimen de retención previsto en la RG 

4003/2017, sus modificatorias y comple-
mentarias.

El empleador de trabajadores de casas 
particulares que pague impuesto a las ga-
nancias podrá deducir de este la remu-
neración abonada a sus trabajadores y las 
contribuciones patronales ingresadas. El lí-
mite anual del monto deducible es igual al 
de la ganancia no imponible (período fiscal 
2019: $ 85.848,99).
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Nota editorial: El presente PDF es parte de los servicios 

de Thomson Reuters y reemplazará la versión impresa en 

los plazos dispuestos para el aislamiento social, preven-

tivo y obligatorio establecido por el dec. 297/2020.
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